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Reunión celebrada el día 19 de julio de 2011 


(Asisten autoridades de la Presidencia de la República, del Ministerio de Economía y Finanzas, de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, de la Oficina Nacional del Servicio Civil, de la Agencia de 
Gobierno Electrónico y Sociedad de la Información, del Instituto Nacional de Estadística, de la 
URSEA y de la URSEC). 


SEÑOR PRESIDENTE (Pardiñas).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 35) 


Esta Comisión tiene mucho gusto en recibir a las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas: 
señor Ministro, economista Fernando Lorenzo, Director General de Secretaría, Profesor Pedro Apezteguía, 
asesor Michael Borchardt y contadora Susana Díaz; de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto: el Director, 
Gabriel Frugoni, el Subdirector, Jerónimo Roca, el Coodinador, Homero Guerrero, las contadoras Angela 
Medina, Marisa Rodríguez y Janet López, y la economista Mirta García Montejo; de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil: la Directora, Elena Tejera, la Subdirectora, Ana María Ferraris, las Coordinadoras del 
Observatorio de Gestión Humana, licenciada Analía Corti y señora Ana Azpiroz, y la señora Laura Bajac y el 
señor Ramiro Bello; de la Agencia de Gobierno Electrónico y Sociedad de la Información: el Director 
Ejecutivo, José Clastornik, y el Asesor Letrado, Gabriel Dellpiazzo; del Instituto Nacional de Estadística, la 
Directora, economista Laura Nalbarte; de la Presidencia de la República: el Secretario Alberto Breccia, el 
Prosecretario, doctor Diego Cánepa, y el Director General, doctor Diego Pastorin; de la URSEA: el 
Presidente, Daniel Greif, y el Gerente de Financiación, Juan Serra; y de URSEC, el Presidente, Gabriel 
Lombide. 


Hoy estamos reunidos para recibir información sobre las primeras Secciones de la Rendición de Cuentas, 
relativas a "FUNCIONARIOS", "ORDENAMIENTO FINANCIERO" -en particular, el Capítulo 1, "Compras 
estatales"- y al Inciso 02 "Presidencia de la República". 


Durante su visita anterior, las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas plantearon realizar el 
informe sobre las modificaciones del sistema de compras estatales comprendidas en el ordenamiento 


financiero en forma conjunta con la Secretaría de Presidencia de la República. Posteriormente, por razones de 
agenda, el señor Ministro de Economía y Finanzas tendrá que retirarse. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera confirmar que los otros temas que hacen al Ministerio de Economía y 
Finanzas, que no son del Inciso, serán abordados cuando vuelvan sus autoridades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, el día 21 de julio serán considerados esos temas. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero formular una consulta metodológica. 


La Sección [II "ORDENAMIENTO FINANCIERO" tiene dos Capítulos; el segundo comprende solo cuatro 
artículos, respecto a los cuales quisiéramos formular consultas. ¿Podrá ser en el día de hoy o en una instancia 
posterior? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se refiere al Capítulo IL, "OTRAS NORMAS DE ORDENAMIENTO 
FINANCIERO". Creo que puede quedar para la próxima visita. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Agradezco a la Comisión que nos permita 
presentar en primera instancia esta parte del proyecto de Rendición de Cuentas, en el que proponemos 
realizar una serie de ajustes a la normativa sobre compras estatales. 


Esta parte de la Rendición de Cuentas abarca algo más de cuarenta artículos, y en la mayor parte se propone 
una actualización de algunas normas contenidas en el TOCAF, referidas, exclusivamente, al Capítulo sobre 
compras estatales. Apenas se introducen al TOCAF algunos artículos nuevos, pero los ajustes más 
importantes tienen que ver con actualizaciones, producto del aprendizaje y la necesidad de ajustes para la 
mejor operativa del Estado en esta materia. 


Además, se proponen algunos artículos generales relativos a los procedimientos de compras y dos artículos 
concretos relativos a la Agencia de Compras y Contrataciones del Estado. Básicamente. Esta es la estructura 
que contempla la actualización en la mayor parte de la normativa que hoy está en el TOCAF, y normativa 
general que refiere a los procedimientos de compra, en particular, a la Agencias de Compras y Contrataciones 
del Estado. 


Antes de ceder el uso de la palabra al Prosecretario de la Presidencia, el doctor Diego Cánepa, quisiera hacer 
una introducción relativa al contenido de los artículos y cuáles han sido los criterios orientadores del trabajo 
que hemos realizado y que inspiran los cambios y ajustes de normativa que les estamos presentando. 


En primer lugar, un criterio muy básico tiene que ver con que en las propuestas de ajuste se trata de mantener, 
toda vez que se hacer referencia a normativa incluida en el TOCAF, su estructura general. En segundo 
término -creemos que es uno de los aportes más importantes del proyecto-, se trata de recoger experiencia 
que nos conduce a seleccionar o identificar un conjunto de mejores prácticas en materia de compras que, sin 
lugar a dudas, constituye uno de los pilares de lo que globalmente podemos denominar eficiencia del Estado 
y, en particular, en los procedimientos de adquisiciones. 


En tercer lugar, es muy importante adecuar el criterio de transparencia que inspira a los procedimientos de 
compra en nuestro país, que es garantista, con una preocupación muy grande por ofrecer y asegurar 
condiciones de transparencia, pero es necesario adaptarlo a las nuevas tecnologías. El cambio tecnológico 
implica disponibilidad cada vez más importante de tecnologías de la información, cuya utilización es muy 
importante en todos los campos y, en particular, en el terreno de las adquisiciones estatales. 


Un cuarto criterio es flexibilizar algunos procedimientos de adquisición, asegurando más y mejor 
responsabilidad de parte de los ordenadores del gasto. Es un viejo debate y una vieja aspiración que existe en 
el país que los ordenadores del gasto tengan más responsabilidad directa en la ejecución y en la forma en que 
tienen que rendir cuentas sobre las adquisiciones que están bajo su responsabilidad. 


Por último, un criterio no menos importante consiste en corregir algunos aspectos de redacción de las 
normas, detectados como problemas. 


Entonces, estos son los cincos criterios que están por detrás de los ajustes normativos propuestos. 


Voy a realizar algunos comentarios referentes a cada uno de estos cinco criterios para darles más contenido 
antes de analizar concretamente cómo se reflejan en el articulado propuesto. 


Comienzo por el criterio de tratar de mantener la estructura general del TOCAF en materia de compras 
estatales. En el proyecto que presentamos, básicamente, no se hace referencia directa a artículos del TOCAF, 
pero el articulado se encuentra ordenado de tal manera que se mantiene el ordenamiento dado por este, de 
modo que la referencia al nuevo artículo va a sustituir al artículo precedente. De esta manera, permitirá algo 
que es muy importante para quienes trabajan en los procesos de adquisiciones: que los funcionarios 


responsables de las operaciones, en los procedimientos y en las acciones de compra, refieran a la estructura 
del TOCAF con identificación precisa de los artículos. Entonces, tratamos de simplificar el proceso de 
adaptación de nuevas redacciones, manteniendo la estructura de soporte referido al mismo número de 
artículo. 


Cuando se refiere al TOCAF, vamos a terminar en una estructura similar, sin necesidad de adiestramiento y 
de ajustes importantes en el acervo de conocimientos de los funcionarios que trabajan en esta materia. 


Obviamente, si se pretende avanzar en materia de eficiencia y de transparencia, tenemos que referirnos a 
cambios en las prácticas y, como segundo criterio, hemos elegido incorporar en la normativa referencias a las 
mejores prácticas que conocemos en materia de adquisiciones estatales. En el camino hacia mejores 
prácticas, es evidente que hay un criterio básico que debe formar parte de la normativa, que es tratar de que el 
Estado contrate a través del procedimiento que mejor se adecue al objeto. Este es un criterio general que nos 
parece muy importante, porque, en realidad, el procedimiento está al servicio de la eficiencia y de la eficacia 
con la que el Estado realiza las adquisiciones. El procedimiento no es en sí mismo el fin que debemos 
perseguir, sino que debemos buscar que el Estado compre de la mejor manera e identificar el procedimiento 
más adecuado para el objeto de adquisición. 


No debemos remitirnos a procedimientos que podrán ser los mejores para determinadas adquisiciones, 
porque quizás hay mejores en otros ámbitos. En ese sentido, en la medida en que adoptamos este nuevo 
criterio general que hace que la licitación deje de ser el instrumento único y definitorio de los procesos de 
adquisiciones, incorporamos procedimientos tan competitivos o más que la licitación pública, como el 
criterio de puja a la baja, un método de contratación y definición tremendamente valioso que asegura criterios 
de competitividad adecuados. 


Además, explícitamente se introduce en la normativa -no como elemento subsidiario- la posibilidad de 
utilizar la subasta y el remate como procedimiento. Hoy, se circunscribe el uso de estos procedimientos a 
ámbitos muy puntuales, básicamente, a la enajenación de inmuebles, pero la experiencia acumulada muestra 
que la posibilidad de utilizarlos es bastante más amplia de lo que hoy establece la normativa vigente. Otro 
criterio muy importante vinculado con las mejores prácticas en esta materia tiene que ver con la aceptación 
de que el convenio marco ofrece un mecanismo de contratación idóneo para una administración que usa su 
poder de compra de la forma más eficiente posible, que establece un procedimiento general para toda la 
administración y que permite, a través de convenios marco, que esas adquisiciones realizadas centralmente 
después puedan ser utilizadas por distintos organismos del Estado. La idea es tratar de simplificar y evitar 
repeticiones, ineficiencias y sobrecostos vinculados con las adquisiciones. 


Por otro lado, tenemos una mejora largamente solicitada por todos quienes han trabajado en los temas de 
compras: asegurar la accesibilidad en tiempo real al Registro Único de Proveedores. Esto es muy importante, 
no porque no esté accesible, que no está accesible ni operativo en términos reales para que sea utilizado por 
cada unidad o división de compras. Este tema requiere normativa, y por eso la estamos proponiendo. 


A la vez, tratando de recoger las mejores prácticas, estamos embarcados en implementar mejoras diversas 
que tienen que ver con el gobierno electrónico. Pretendemos que los sistemas de compras estén conectados 
con el gobierno electrónico y con las herramientas con las que este provee a quienes tienen que realizar 
adquisiciones. Esto nos parece un avance muy importante hacia las mejores prácticas. 


Por último, en esta intención de recoger las mejores prácticas, hay un punto específico que tiene que ver con 
una opción que hacemos, proponiendo al Parlamento que ajuste la normativa en la materia: sustituir, en 
algunos casos, garantías por multas. Así se posibilita simplificar los trámites y abaratar los costos financieros 
que están implícitos en los sistemas de garantías. La idea es sustituirlos por formas de contralor "ex post" o 
sanciones y costos que se manifiestan después de que las adjudicaciones han sido realizadas. 


No se recurre a un sistema de garantías, que es financieramente costoso, y termina siendo un mecanismo de 
exclusión del proveedor, pero no necesariamente del mejor, porque termina trasladando al ámbito financiero, 
de la posibilidad de disponer de garantías, buena parte de la participación en determinados procesos de 
compra. 


El tercer grupo de criterios a los que referíamos tiene que ver con la adecuación de los requisitos de 
transparencia y publicidad a las nuevas tecnologías. Probablemente, la transformación más importante que 


proponemos sea la del establecimiento de la obligación legal de publicar los llamados en el sitio web de 
adquisiciones y contrataciones públicas para todas las convocatorias. Este cambio es muy importante, porque 
si bien hay requisitos de publicidad, el hecho de condensar todo en una única estructura de comunicación que 
sea accesible, completa y abarcativa, solo puede simplificar el modo en que el Estado adquiere en cualquier 
nivel de la Administración, ya sea Administración Central, empresas públicas, entes, etcétera. 


Proponemos la sustitución de la publicación en diarios por mecanismos más adaptados a las exigencias y 
modos de comunicación actuales, que aseguran que a nivel nacional e internacional esté disponible la 
información sobre las contrataciones. El Estado no adquiere solo en plaza; cada vez más, adquiere en un 
escenario económico amplio en el que se impone la sustitución de viejos procedimientos que, en su 
momento, jugaron un papel muy importante en lo que se refiere a la transparencia y cristalinidad de los 
llamados. 


Al día de hoy, tenemos tecnologías y procedimientos que nos permiten ir mucho más lejos y avanzar de 
manera mucho más decidida, asegurando mayor accesibilidad a la información que la que hay hoy, porque no 
va en desmedro del acceso a la información por parte de los oferentes, sino todo lo contrario. 


Planteamos ajustes en la estandarización del contenido de los avisos referidos a las contrataciones y -lo que 
no es menos importante- pretendemos que el Parlamento consagre por ley la obligatoriedad de publicar en la 
página web todas las adquisiciones, los recursos y las observaciones realizadas por los organismos de 
contralor. Se trata de que la transparencia de todo el proceso de contratación pueda ser efectivamente 
constatada por quienes puedan hacer de esa información una herramienta de contralor público y de garantías 
para los particulares. 


El cuarto criterio, relativo a la flexibilización de procedimientos, es otorgar mayor responsabilidad a los 
ordenadores del gasto. En este sentido, proponemos que se incrementen los límites de montos de compras 
directas y licitaciones abreviadas, multiplicando los actuales límites por un factor de 2,45, o sea, 
aproximadamente, dos veces y media. Se trata de simplificar determinados procedimientos y de acercarnos 
más a los controles de gestión, los que se realizan después de que las cosas ocurren, y no de establecer plazos 
que terminan afectando la eficacia y la eficiencia con la que el Estado realiza las compras directas. 


Obviamente, esto va en paralelo con la importante reducción de plazos administrativos que proponemos. Esto 
tiene que ver, por ejemplo, con el acortamiento de plazos para dar vista a los distintos oferentes en una 
adquisición pública. La idea de acortar plazos y simplificar trámites es la contracara de lo que se hace en 
materia de transparencia y comunicación: a mayor transparencia y mayor comunicación, simplificación de 
trámites y abreviación de plazos, porque creemos que forman parte de los costos económicos y no 
económicos implícitos en las acciones gubernamentales de compra. 


Por otra parte, planteamos estímulos a las mejores prácticas de compra e introducimos un cambio importante 
en lo que refiere a causales de comunicación urgente a la Asamblea General, vinculado con observaciones 
que realiza el Tribunal de Cuentas a determinados procesos de adquisición. En estas circunstancias y en los 
casos previstos en los que haya causales de comunicación urgente, proponemos que el Presidente de la 
Asamblea General pueda hacer una consulta directa a la Junta de Transparencia y Ética Pública, como parte 
de la mayor garantía, la mayor transparencia y la mejor comunicación en esta materia. 


Como ustedes saben, ha sido recurrente la preocupación por la forma en que se procesan las observaciones 
del Tribunal de Cuentas. Creemos que, con esto, hacemos un aporte para asegurar que tengan más contenido 
y más efectos. 


Con respecto al último bloque de criterios, diré que la redacción de los textos que estamos presentándoles 
tratan de contemplar algunos problemas actuales. La verdad es que la experiencia nos ha permitido compilar 
un conjunto de cambios que entendemos necesarios. En particular, en los últimos años se han realizado 
jornadas anuales en las que todas las unidades del sector público, todas las instancias de la Administración 
que adquieren se han reunido, analizado y elaborado un conjunto de sugerencias y recomendaciones en 
muchos aspectos, pero especialmente en la forma en que está redactada la normativa. Entonces, lo que hemos 
tratado de hacer en esta oportunidad es aportar ajustes, cambios en la normativa provenientes de sugerencias 
y recomendaciones de estas unidades de compra. 


Esta es la estructura general de la propuesta, estos son los criterios que inspiraron la elaboración de las 
normas que proponemos considere el Parlamento. 


Si me permite, señor Presidente, el Prosecretario de la Presidencia de la República, doctor Cánepa, se 
extenderá sobre las normas específicas que estamos proponiendo. 


Además, como había comunicado, debo retirarme a la hora 11 y 15, pero quedamos a disposición para el 
próximo jueves para seguir abordando estos u otros temas o para evacuar aspectos que hayan quedado 
pendientes. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CÁNEPA.- Con el señor Secretario pedimos disculpas por el retraso que sufrimos, que fue 
ajeno a nuestra voluntad. 


Agradecemos la invitación para presentar, conjuntamente con el Ministerio de Economía y Finanzas, este 
proyecto. Pero antes de llegar al estudio de los artículos, quisiera enmarcar algunos complementos, los 
criterios manifestados por el señor Ministro de Economía y Finanzas. 


Como recordarán, el Presidente de la República creó un grupo de trabajo denominado Grupo de 
Fortalecimiento Institucional, cuya misión en esta segunda Administración del Frente Amplio, es establecer 
las improntas o elementos centrales para avanzar en el fortalecimiento institucional del Estado. No hablamos 
de reforma del Estado; lo hemos dicho públicamente en muchas oportunidades, porque la expresión "reforma 
del Estado" ha sido utilizada para temas tan distintos que termina siendo bastardeada, como otros conceptos 
que a veces terminan yendo más allá de lo que originalmente se quiere trasmitir. 


Cuando el año pasado hicimos la presentación en la Comisión con motivo del Presupuesto Nacional y se 
habló de algunos capítulos vinculados a los recursos humanos, también se anunció, entre las líneas de trabajo 
que expuso y los criterios que trasmitió el señor Ministro, que existía la necesidad de actualizar la normativa 
vinculada a las compras públicas. El capítulo de las compras del Estado necesita una modernización y una 
actualización para generar las herramientas para un Estado que debe ser más eficiente y más eficaz, pero que 
también debe -es una obsesión de este Gobierno- generar mayor capacidad en la calidad del gasto que tiene. 
El capítulo de compras del Estado es un instrumento muy importante, una herramienta muy poderosa para 
generar una capacidad de gestión eficiente. Pero también resolvimos seguir un mecanismo de trabajo que 
quiero relatar; el señor Ministro lo decía al final de su intervención. A comienzos del año 2010, en la 
Presidencia de la República, liderada por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, se estableció un grupo de 
trabajo para que elaborara un documento acerca de cuáles eran los elementos prácticos que era necesario 
reformar en compras estatales. En ese sentido, se recibieron sugerencias de varios funcionarios con mucha 
experiencia en este tema, con muchos años en la Administración Pública. Pero en particular durante el año 
2010 se realizaron cinco seminarios con aproximadamente cien funcionarios de todo el Poder Ejecutivo, de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, de la AGÉESIC, de la Contaduría General de la Nación, de la Unidad 
Centralizada de Adquisiciones, de la Auditoría Interna de la Nación, de la Junta de Transparencia y Ética 
Pública, del Tribunal de Cuentas y de distintos organismos del Estado en los que los funcionarios 
trasmitieron su experiencia. Inclusive, sugirieron sobre un documento base cuáles eran los elementos o los 
cambios que en la práctica iban a mejorar concretamente esa eficiencia y eficacia en la utilización de los 
recursos públicos por parte del Estado en los procesos de compra y en las contrataciones. Luego de la 
realización de estos seminarios se elaboró un documento base, se habilitó una casilla de correo durante varios 
meses a través de la que se recibieron muchísimas sugerencias de parte de funcionarios, algunas de las cuales 
fueron consideradas en el documento final que fue colgado en la página web de la Presidencia de la 
República y de la AGÉSIC. Quiero trasmitir que ese trabajo del Grupo de Fortalecimiento Institucional es la 
base sustancial de los más de cuarenta artículos que estamos presentando en la Rendición de Cuentas. Luego 
iremos a los artículos concretos con los criterios que trasmitía el señor Ministro. 


Nos parece central trasmitir que la mejora de la gestión y la transparencia en las compras es una de las áreas 
claves para generar, desde nuestro punto de vista, un avance en la calidad, no solo del gasto sino también de 
las políticas públicas que desarrolla el Estado. Se habla de manera muy genérica de las políticas públicas, 
pero luego hay que ir a todo el proceso que tiene el Estado para la implementación de esas políticas. Si la 
normativa respecto a la generación de las compras públicas, a los espacios de las contrataciones no está 


adecuada a los nuevos tiempos y si la utilización de los instrumentos tecnológicos con los que contamos es 
incorrecta, podemos estar desperdiciando oportunidades para generar una mayor celeridad. Por supuesto -tal 
como lo trasmitía el señor Ministro- en este grupo de trabajo somos conscientes de que cuando se habla de 
estos temas, hay una tensión entre dos conceptos muy importantes, ambos sustanciales para lo que son todas 
las tareas del Estado: la celeridad y las garantías. Hay una tensión permanente porque alguno puede pensar 
que cuando se agrega celeridad a los procedimientos en realidad se menoscaban las garantías y otros pueden 
pensar que demasiados procesos que garanticen determinados aspectos, pueden generar un proceso muy 
pesado, muy burocrático que atente contra la celeridad que el Estado debe dar para poder cumplir con sus 
cometidos y con el mandato que lleva adelante. 


Hemos intentado, conjuntamente con el Ministerio de Economía y Finanzas, llegar a un justo equilibrio en 
este proyecto que estamos presentando respecto a lo que tenemos por delante, a esa tecnología de la que 
hablaba el señor Ministro Lorenzo. En este proyecto no se pierde ni una sola garantía; al contrario, se 
aumenta la transparencia por la utilización de las tecnologías que tenemos a disposición y por la aplicación 
de los instrumentos en lo que tiene que ver con los procesos de compras públicas. 


Respecto a los lineamientos de pensamiento, como ya dijimos, el impulso de las redes, sitios informáticos y 
la publicidad añade transparencia y además eficiencia en la gestión y en la información. El acceso igualitario 
a la información en el siglo XXI -hoy muy posible- es un dato muy importante no solo para la transparencia 
sino también para la justicia respecto a la oportunidad de competencia de los proveedores estatales. Un dato 
clave es generar la mayor transparencia posible, pero al mismo tiempo las mayores oportunidades de 
información "on line" de la misma manera para que todos los proveedores y ciudadanos en general puedan 
obtener la información. Como lo decía el señor Ministro Lorenzo -quiero reiterarlo porque me parece muy 
importante-, la simplificación de trámites y disminución de costos directos a organismos y proveedores, es 
muy importante porque no solo se trata de un tema de tiempo sino porque, según todos sabemos, estos costos 
directos o indirectos son trasladados a los precios de oferta y, por lo tanto, al contribuyente. 


Estamos convencidos de que estos artículos, muy sencillos de comprender, son pequeños cambios que 
pueden ayudar a obtener una mejor eficiencia en ese gasto. 


Queremos resaltar la filosofía de fondo, conceptual de estos cambios. En primer lugar, no se trata de un 
cambio integral al TOCAF que no podría ser como texto ordenado que es; no es una ley sino un sinnúmero 
de leyes que hemos tenido que armar. Como saben, en Uruguay hemos tenido una cultura aluvional y por eso 
este esfuerzo de sistematizar en un solo capítulo, de manera ordenada, sin modificar el orden en el que es 
presentado el TOCAF -algo muy importante que transmitía el señor Ministro Lorenzo, que ha sido un 
esfuerzo importante de este grupo de trabajo en el Ministerio de Economía y Finanzas y la Presidencia de la 
República-, para no modificar las usuales prácticas que luego generan necesidad de adiestramientos y 
entrenamientos diversos. Lo más importante es hacia dónde queremos ir y respecto al sistema de compras, la 
forma de actuación del Estado es mediante controles "ex ante"; son muy pocos los controles "ex post". En los 
mecanismos de compras existe un control previo de legalidad exhaustiva. 


Todos los señores Diputados saben que en el mundo y no solo en la región, somos hijos del derecho francés 
desde el punto de vista administrativo, y hay gran influencia en la estructura de nuestro Estado y en los 
procesos. De hecho, en Francia existe el mismo Tribunal de Cuentas que el nuestro, y ellos comenzaron un 
proceso de reforma muy profundo en el año 2001, continuando en el año 2004. 


Por supuesto que no estamos hablando de copiar nada porque las realidades son distintas y los Estados son 
diferentes, pero sí se puede aprender que en todas partes, los Estados más importantes, eficientes y eficaces 
han ido modificando los controles ex-ante por los controles ex-post. ¿Por qué? Porque esto, de acuerdo con 
nuestra opinión, genera lo que son la manutención de las garantías y, al mismo tiempo, mayor eficacia y 
eficiencia en el cumplimiento de los cometidos del Estado. 


Es muy importante lo que manifestaba el señor Ministro Lorenzo respecto a otorgar mayor responsabilidad a 
los ordenadores de gasto dándoles los criterios, para que ellos los adecuen en su decisión y responsabilidad, 
es decir, que asuman la responsabilidad -tanto por designaciones o por carrera administrativa- del liderazgo 
en gestión para luego ser evaluados, no solo desde el punto de vista de la legalidad, sino en la forma en que 
han llevado adelante sus decisiones de gasto o contrataciones en el Estado. 


Nos parecen muy importantes los cambios que se están adelantando porque la buena gestión necesita una 
buena normativa y, al mismo tiempo, elementos de contexto que permitan la capacidad de toma de decisiones 
de los ordenadores de gastos y de los efectores de las políticas públicas. La presentación de estos artículos se 
basa en esa idea y tiene algunos aspectos novedosos para Uruguay -no para la región o el mundo- como el 
pregón, puja a la baja o remate inverso. También hay algunos elementos de mejora, como el Convenio marco 
para determinado tipo de decisiones o un cambio -aparentemente menor, pero muy importante- para las 
licitaciones. Por ejemplo, en el caso de una licitación, cuando el ganador no puede cumplir con ella y se 
termina rescindiéndole el contrato, antes de iniciada la ejecución se podrá habilitar al segundo mejor 
calificado como ganador de la licitación. De esta forma se ahorraría mucho tiempo para el Estado evitando el 
reinicio de licitaciones cuando en realidad ya hubo una, con cierta decisión. Obviamente, todo esto sería 
previo al inicio de la ejecución porque, como comprenderán los señores Diputados, si esta fue iniciada, debe 
hacerse un nuevo llamado a licitación. 


Nos parece importante destacar que la adecuada combinación de recursos humanos y materiales dentro de 
una estructura de organización, los procedimientos de trabajo y su sistema de información deben ser claves 
para que la Administración provea de bienes y servicios adecuados a los usuarios que, en definitiva, son los 
ciudadanos de nuestro país. 


Si la provisión de recursos materiales -en este caso la utilización de este mecanismo de compras estatales y 
contrataciones- no es eficiente, es muy difícil que el servicio público lo sea. Para nosotros estos artículos 
buscan celeridad, eficiencia y transparencia, lo cual repercutirá en una mejora de los servicios y en la 
responsabilidad a la hora de cumplir con los cometidos lo cual redunda en beneficio de los ciudadanos de 
nuestro país. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Cómo vamos a avanzar en este tema? ¿Vamos preguntando? 


Nosotros habíamos propuesto desglosar este tema. Desde ya adelantamos que si esto se va a tratar en el 
marco de la Rendición de Cuentas vamos a solicitar que vengan el Tribunal de Cuentas, la Auditoría Interna 
de la Nación y, eventualmente, contar con algún asesoramiento en Derecho Administrativo, porque esta no es 
una materia propiamente presupuestal y es un cambio significativo para el que el Gobierno ha contratado 
mucha gente, se ha tomado mucho tiempo y ha realizado mucho seminarios. El Parlamento no puede analizar 
esto en dos horas, en una Comisión. 


Independientemente de eso -que ya veremos-, quisiera saber cómo vamos abordar este asunto en el día de 
hoy, ya que tenemos un articulado complejo por toda la materia que hace a funcionarios y al Inciso de la 
Presidencia. ¿Vamos interrumpiendo la presentación que se haga artículo por artículo para preguntar o 
evacuar dudas? ¿Acaso vamos a dejar que sea una presentación unitaria y luego ingresamos en el debate o, 
eventualmente, lo haremos otro día? 


Me parece que es una decisión que se debe tomar ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que esta no será la única instancia en la que estemos discutiendo este 
tema. Lo cierto es que... 


SEÑOR GANDINL.- En la agenda no está previsto nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La agenda es tentativa, es para iniciar el tratamiento de la Rendición de 
Cuentas. Es más, de acuerdo con las fechas, llegamos hasta fines de julio y nos queda agendar para las 
primeras semanas de agosto. 


En primer lugar, vamos a dar la palabra al Director General del Secretaría del Ministerio de Economía y 
Finanzas para que explique el articulado, y luego a los señores Diputados, si es que desean realizar consultas. 


Entiendo que no se agota la discusión en el día de hoy. Creo que debemos aprovechar -con la economía de 
tiempo que podamos hacer- y obtener la mayor cantidad de información, sin perjuicio de que lleguemos a una 
nueva instancia con integrantes de la Presidencia de la República o del Ministerio de Economía y Finanzas, 


tal como dijo el señor Ministro. Si no recuerdo mal, en su intervención del martes pasado el señor Ministro 
solicitó que el Poder Ejecutivo fuera escuchado por la Comisión. 


Luego, en virtud de los diferentes elementos, el Tribunal de Cuentas, que ha sido invitado como Inciso, 
también podrá ser convocado para opinar sobre este tema. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Cuarenta y dos o cuarenta y tres artículos parece mucho, pero si logro 
trasmitir adecuadamente la lógica del conjunto, el trabajo se podrá hacer más simple. 


Como decía el señor Ministro, intentamos mantener un orden de tal manera que, de ser aprobado este 
conjunto de normas -que van del artículo 12 al artículo 55 del proyecto de ley de Rendición de Cuentas-, esto 
se pueda reflejar rápida y fácilmente en la estructura actual el Texto Ordenado de Contabilidad y 
Administración Financiera, que no es otra cosa que un Texto Ordenado, inclusive, aprobado por un Decreto. 
Es un ordenamiento que está dado no por vía legislativa. Por lo tanto las referencias, que complejizan mucho 
la lectura si uno no hace abstracción, se refieren a la sustitución de artículos, muchas veces, de sucesivas 
leyes de Rendición de Cuentas o Presupuestales. 


Con esta precisión, debo decir que el artículo 12 establece un criterio general. Dice así: "Las disposiciones de 
la Contabilidad y Administración Financiera del Estado deberán aplicarse de acuerdo con prácticas de 
transparencia, celeridad y eficiencia, en base a las normas vigentes y a las que se incorporan en el presente 
capítulo". 


Es una definición programática que no merece mayores explicaciones. 


El artículo 13 sustituye a los artículos 81 y 82 de la Ley N* 18.362, procurando dar un ordenamiento distinto, 
es decir, ser más concreto en definir la finalidad de la Agencia de Compras -ya creada- y, en lo que tiene que 
ver con cometidos, poner los verbos adecuados para definir que este es un organismo, fundamentalmente, de 
asesoramiento al Poder Ejecutivo y a los distintos organismos de la Administración para difundir las mejores 
prácticas que en materia de compras estatales se van verificando e identificando. A su vez, también se trata de 
dar tres cometidos muy concretos, vinculados con el mantenimiento y el desarrollo del Registro Único de 
Proveedores del Estado, del sitio de contrataciones estatales y de los catálogos comunes que facilitan la 
realización de las compras. Más adelante habrá referencias al sitio de contrataciones estatales. Diría que una 
buena práctica sería recorrer ese sitio, que desde hace alrededor de un mes y medio tiene una nueva 
presentación. Es un sitio que ha ido progresando, que se ha ido ajustando a la realidad, que ha ido 
incrementando sus niveles de transparencia y que actualmente recibe unas cincuenta mil visitas por mes. Sin 
duda, se ha transformado en un medio de difusión superior a muchos diarios y semanarios que hoy participan 
parcialmente de la difusión de las compras estatales. 


La Agencia de Compras y Contrataciones del Estado tiene funciones de asesoramiento a los organismos 
dependientes del Poder Ejecutivo, desarrolla y mantiene el Registro Único de Proveedores, desarrolla y 
aplica catálogos comunes, difunde materiales y los aplica. Asimismo, realiza la capacitación de cientos de 
funcionarios públicos de la Administración Central, de los Entes Autónomos y de los Gobiernos 
Departamentales, encargados de realizar las compras estatales, lo cual exige un esfuerzo de planificación, un 
esfuerzo pedagógico y didáctico; requiere un esfuerzo concreto de realizaciones que requiere de alguien 
encargado y especialista en esto. La Agencia de Compras y Contrataciones del Estado viene funcionando 
bajo la órbita de AGÉESIC desde la aprobación de la Ley_N? 18.362, pero queremos que su accionar se 
concrete efectivamente en un funcionamiento independiente y específico para poder profundizar en estas 
tareas. 


SEÑOR GANDINI.- Mi consulta está referida a que este artículo 13 no innova, sino que modifica. La 
Agencia de compras, como un órgano desconcentrado dentro del Inciso 02, ya fue creada por la Ley N* 
18.362, del año 2008. Yo quisiera saber en qué quedó esa Agencia, es decir, si se creó y no se 
instrumentó, o si está funcionando y lo que se nos está proponiendo es una modificación en sus 
cometidos. Hago esta pregunta porque parecería que la estructura es la misma: es un órgano 
desconcentrado perteneciente a la Presidencia, con un Consejo Honorario y con el mismo tipo de 
cometidos, aunque en la nueva redacción se cambian los verbos, como se decía. Entonces, me gustaría 
saber, a tres años de la creación de este órgano en una Ley de Rendición de Cuentas, qué se ha hecho 
en esa materia. 


SEÑOR CÁNEPA.- El planteo del señor Diputado Gandini es correcto. Como decía el Director 
Apezteguía, este órgano fue creado por Ley de Rendición de Cuentas del año 2008. El cambio no es 
menor en tanto se define claramente la finalidad de la Agencia de compras, que tiene una modificación 
con lo establecido inicialmente. 


En cuanto a la implementación de esta Agencia de compras, durante el año 2009 se creó la página web a la 
que hacía referencia el Director Apezteguía. Y esto no queda solamente en la creación de una página web, 
sino que implica generar la cultura de participación de esa página, de los manuales de procedimiento y de los 
cambios. En el año 2010 resolvimos en ese Grupo dar carne -utilizando una terminología no técnica- a esta 
Agencia de compras, lo que significó hacer algunas modificaciones y trabajar en ellas. Como he comentado, 
esto implicó un tiempo de trabajo interno, porque se eligió una metología que no fue encerrarse en un grupo 
de trabajo entre cuatro y resolver, sino que se hizo una amplia consulta interna en el Estado. A partir de estos 
cambios estamos en condiciones de establecer un fin y los instrumentos de esa Agencia de compras para que 
se transforme en la organización que a través de estos nuevos mecanismos pueda liderar este proceso de 
cambio cultural. Acordemos que hay normas de rápida implementación, pero también hay procedimientos 
que deben ser cambiados en el Estado culturalmente, más allá de las normas, lo cual lleva un tiempo de 
entrenamiento, de adiestramiento. Como decía el señor Apezteguía, hay que encargarse de la formación y el 
adiestramiento de cientos de funcionarios vinculados a todas las órbitas, no solo de la Administración 
Central, no solo de empresas públicas y organismos del artículo 220, sino también de los Gobiernos 
Departamentales, dado que nos han solicitado especialmente estar incluidos en este tema desde el Congreso 
de Intendentes. 


Parte del equipo de la Agencia ha trabajado en este proyecto, así como en la sistematización de muchísimos 
de los procedimientos que hoy se están dando. La página web, que hoy debe transformase en obligación 
legal, puede transformarse en obligación legal y funcionar -porque a veces se votan determinadas cuestiones 
que luego en la práctica no se cumplen- porque hoy ya recibe esas cincuenta mil visitas; hoy ya está impuesta 
esa lógica de la página. Hoy damos el paso de establecer la obligación legal porque estamos seguros de que 
se va a poder cumplir y se va a poder generar una regla de juego única. Todo esto ha sido un proceso. Estos 
cambios en la Agencia de compras, inclusive en los cometidos, tal como se establece en el articulado, son a 
los efectos de generar hoy esta segunda etapa, teniendo en cuenta la experiencia de estos dos últimos años - 
nosotros llevamos un año de gestión-; esto se votó en el año 2008, se empezó a hacer efectivo en 2009 y 
2010, y ahora, con estas modificaciones, estamos estableciendo un rol a partir de los cambios que ha 
generado esta Agencia de compras. 


SEÑOR GANDINL.- Mi pregunta es muy concreta. El artículo 81 de la Ley_N* 18.362, de octubre de 
2008, prevé la creación del Consejo Honorario para encargarse de todas estas cuestiones. Solo quiero 
saber si se creó, si se nombraron, por parte del Poder Ejecutivo anterior o por este, las personas a 
cargo de esa Agencia de compras creada por Ley de Rendición de Cuentas, es decir, si está 
funcionando. 


Una cosa es una página web, y otra, teniendo en cuenta que esto se quiere hacer con tanta celeridad, si ya se 
empezó a trabajar en lo que se resolvió hace tres años y si se nombraron a las personas encargadas de hacer el 
trabajo. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- La respuesta concreta es que no se ha creado un Consejo Directivo 
Honorario. Ello no quiere decir que el trabajo no haya sido enorme en estos años. Basta con entrar a la 
página "www.comprasestatales.gub.uy'" para comprobar las condiciones en las cuales se encuentra hoy 
la comunicación, el contralor y la transparencia en lo que refiere a compras estatales. Todo ello ha 
significado, durante estos años, un enorme trabajo por parte de lo que se ha denominado el equipo de 
compras estatales. El Ministro hacía referencia recién a las primeras jornadas de compras estatales, en 
el año 2009; a las segundas jornadas de compras estatales, en el año 2010; y a un conjunto de talleres 
con los compradores del Estado. Esta propuesta es producto de ese trabajo, pero el resultado más 
importante se puede apreciar hoy, insisto, en la página de compras estatales, que no solo es un resumen 
fabuloso de lo que se hace, sino que al navegar por ese sitio -a riesgo de estar aumentando la cantidad 
de visitas a la página- se puede apreciar lo que se ha trabajado y se puede comprobar su importancia. 
El Ministro se refería también a la transparencia internacional. Al respecto, en este sitio se puede 


apreciar cómo ingresan desde otros países a consultar las compras estatales que se realizan en el 
Uruguay. 


Continuando con el articulado, el artículo 14 establece una modificación menor, pero importante. En lugar de 
hablar de organismos, servicios o entidades estatales, refiere -como sucede progresivamente en las distintas 
normas- a las administraciones públicas estatales, definiendo la cobertura que tienen estas leyes. 


SEÑOR BEROJIS.- Quiero hacer una pregunta sobre el artículo 14, para que quede constancia en la 
versión taquigráfica. Supongo que cuando se habla de entes, también se está haciendo referencia a 
entes de la enseñanza; supongo que no están excluidos. Me gustaría que se aclarara ese punto. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Precisamente, la norma aprobada por la Ley_N* 15.903 en el año 1990 
separaba Entes Autónomos y Servicios Descentralizados y hablaba de los entes de enseñanza pública. 
Realmente, corresponde decir Entes Autónomos y Servicios descentralizados y extender el paraguas de 
lo que será el nuevo texto ordenado al conjunto de las Administraciones Públicas Estatales. 


SEÑOR GANDINI.- Comprendí el alcance más abarcativo de la expresión "Administraciones Públicas 
Estatales” con la actual redacción; creo que ese fue el objetivo. Sin embargo, me gustaría saber 
precisamente hasta dónde llegan las Administraciones Públicas Estatales. Quisiera saber si incluyen 
también a las Personas de Derecho Público no Estatal. Aparentemente, no. No estaban, no lo están; son 
públicas, pero no estatales. La teoría y la doctrina enseñan que una cosa son las Administraciones 
Públicas y otra aquellas que son públicas pero no estatales. Este será un tema que en algún momento 
en esta misma Comisión vamos a proponer discutir para saber cuál es el control y cuáles son los 
procedimientos de todas aquellas empresas que van huyendo del derecho administrativo y que cada 
vez más controlan una mayor parte de nuestro Presupuesto Nacional, la parte más dinámica: 
sociedades anónimas propiedad de empresas públicas, sociedades anónimas propiedad de personas de 
Derecho Público no Estatal, sociedades anónimas propiedad de personas públicas, propiedad de Entes 
Autónomos. Es decir, se ha ido alejando la gestión de los recursos públicos. Por lo tanto, quisiera saber 
si con esta expresión más moderna se está abarcando lo mismo que se comprendía con la anterior. A mi 
modo de ver, es una expresión de modernidad, no de mayor alcance, y quiero dejar constancia de ello. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Realmente, tiene razón el señor Diputado. Se trata de Administraciones 
Públicas Estatales. Lo otro, sin duda, es otra discusión que habrá que dar y analizar si efectivamente 
esas empresas públicas no estatales manejan o no partes importantes del erario, pero no en el 
Presupuesto Nacional porque no están contenidas. Esta discusión no está en el capítulo referido a 
compras estatales. 


El artículo 15 de este proyecto es medular desde el punto de vista conceptual y sustituye el acápite del 
artículo 33 del TOCAF. El señor Ministro hoy decía que los funcionarios recuerdan los artículos de memoria. 
El artículo 33 del TOCAF lo contiene todo: un acápite, las licitaciones abreviadas contenidas, las compras 
directas y las compras por excepción. Pero dice que el método de adquisición, de compra, de contratación del 
Estado, es la licitación pública y todo lo demás son excepciones. En esta propuesta lo que estamos diciendo 
es distinto: la norma es el método competitivo, y hay que usar el que mejor sirva para cumplir con el 
objetivo. Por lo tanto, la licitación pública, la licitación abreviada, la compra directa o la compra por 
excepción, son métodos de compra, pero la norma es el método competitivo. A raíz de esta modificación 
surge el nuevo artículo 18, que establece que se podrá aplicar el procedimiento de subasta o remate cuando la 
contratación se realice, porque el artículo 33 dice que los métodos de contratación son la licitación pública si 
implica egresos y el remate o la licitación pública si implican ingresos; por lo tanto, a los efectos de mantener 
la vigencia de la subasta o el remate se agrega el artículo 18. 


El artículo 16 hace referencia a la multiplicación de los montos máximos de contratación de acuerdo con el 
procedimiento. Si uno usa el método de compra directa, el monto máximo de contratación sería $ 250.000. 
Hay un artículo -53 o 54- que habla de precios de noviembre de 2010 o la licitación abreviada, N$ 5:000.000. 
Se multiplican todos los valores hoy existentes por 2.45, aunque cuando se leen los textos del TOCAF, se 
podrá notar que todavía hablan de los Nuevos Pesos del año 1990. 


El artículo 17 establece un nuevo método de contratación que se viene imponiendo conjuntamente con el 
avance de las tecnologías de la información, que es el procedimiento de pregón o puja a la baja, una especie 
de remate al revés donde gana aquel que hizo la oferta más baja. Es un método que se ha mostrado en los 
países que lo vienen aplicando como muy dúctil a los efectos de realizar contrataciones "on line". La 
experiencia brasileña en ese sentido es muy importante. Luego de registrados los proveedores, se fija una 
hora para recibir la oferta, y todo el mundo ve cómo van disminuyendo los precios a medida que se acerca la 
hora de cierre y, como si fuera en un remate, cuando se está por bajar el martillo, si hay ofertas se prorroga la 
hora para que el Estado pueda obtener las mejores ofertas. 


SEÑOR CÁNEPA.- Con respecto a la experiencia brasileña -que también existe en otros países-, quiero 
señalar que, desde el año 2005, el Gobierno Federal de Brasil instauró este mecanismo a nivel federal y 
luego fue adoptado por varios Estados brasileños en sus sistemas estaduales. Hay un informe de 2009- 
2010 que establece que no solamente se ganó muchísima transparencia, por razones obvias, ya que "on 
line" todos los proveedores pueden ver exactamente qué es lo que está ofertando el otro en un lapso 
determinado, sino que también hubo una rebaja sustancial en los costos del Estado de entre 15% y 
20% en el año 2005 hasta 2009-2010. Además, hubo una reducción de casi 30% en el tiempo del 
cumplimiento de la resolución. Estos datos, sumados a otros que se han dado en países de Europa que 
aplican esto desde hace bastante más tiempo, nos dan la pauta -Chile lo tiene hace bastantes años y 
también le ha dado una reducción de tiempo sustancial- de que la eficacia de este instrumento está 
probada. Nos parece un aporte sustancial a la mejora de la eficiencia en el mecanismo de compra. 


SEÑOR GANDINI.- A primera vista, el mecanismo parecería dar resultados para hacer más ágil, más 
eficaz la compra y, seguramente, más económica y conveniente para el Estado. 


Quisiera saber cómo interviene en este mecanismo el Tribunal de Cuentas; es decir, si no tiene ninguna 
intervención, si tiene una intervención posterior. De todos modos, hay elementos para observar. La legalidad 
tiene que cumplirse y el requisito, que no deja de ser subjetivo en tanto no haya una reglamentación muy 
precisa de cuándo el objeto es perfectamente definible, comparable, lo que puede llevar a aplicar recursos o 
lo que sea por parte de alguno de los oferentes; todo esto tiene que estar visto por el Tribunal de Cuentas. 
Reitero, quisiera saber en qué parte interviene y dónde está regulado. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- En las normas de contabilidad y administración financiera se establecen, 
precisamente, las formas de intervención del Tribunal de Cuentas, que este proyecto no modifica, ya 
que lo único que cambia son los montos de los límites de contratación, lo cual implica que los 
contadores delegados puedan tener mayores ámbitos de intervención en cada uno de los Incisos y en 
cada uno de los Entes, sin recurrir al Tribunal mayor, pero no modifica los plazos ni las normas que el 
propio Tribunal de Cuentas se da para realizar el contralor de legalidad del gasto. 


En este tipo de procedimientos electrónicos, para los cuales el pregón se ajusta mejor, sin duda va a haber un 
acta de cierre, y tendrá lugar la intervención del Tribunal que deberá verificar si se cumplieron todos los 
extremos en términos de publicidad, transparencia e igualdad de los oferentes, que corresponden a cualquier 
método competitivo de adquisiciones. 


Por lo tanto, el Tribunal de Cuentas va a seguir interviniendo como lo hace. 


SEÑOR GANDINI.- Aquí no se exige que haya más de un oferente. Esta no es una preocupación 
menor, porque en algún tipo de objeto en el cual exista un solo oferente, o se asocien más de uno -o, 
según el lenguaje popular, se arreglen-, en apariencia, y según entiendo que se explicó el sistema, la 
diferencia sustancial que esto tiene con la licitación es que cada oferente sabe lo que ofrece el otro y por 
eso puede ir a la baja. Pero también puede fijar un precio alto y quedarse en él si no tiene competencia. 
Es decir que si hay un solo oferente, no se presenta otro y el precio del mercado es 7, pero puso 10, y 
nadie ofreció menos que eso o se arreglaron los dos o tres que hay para repartirse el producto a un 
precio más alto, la ventaja que tiene este mecanismo en relación con la licitación es que no se entrega 
un sobre y se muere con el sobre, sino que se puede ir tanteando a ver cómo está el mercado y la plaza. 
Esto puede suceder no solamente si hay un solo oferente, sino si hay uno solo en condiciones de ofertar. 
Por ejemplo, puede haber varios oferentes, pero puede suceder que uno solo tenga stock para entregar 
en la fecha que se establece. Esto es rápido, y el Estado puede necesitar comprar un producto y tenerlo 


la semana próxima en disponibilidad. Por ejemplo, puede necesitar colchones porque hay una 
inundación, entonces va por acá. Pero hay uno solo que tiene colchones en el depósito, y pone un precio 
equis y espera. Si el Estado se los compra, los vende caros, y si aparece otro competidor, se los rebaja. Y 
esto no se da porque haya un solo proveedor de colchones, sino porque hay uno solo con colchones en el 
depósito para proporcionarlos la próxima semana. 


Este es un argumento contrario al beneficio que aquí se establece. Por eso, tal vez sea necesario introducir 
que haya más de un oferente -como creo que establece algún otro artículo en otra modalidad-, porque si no, 
no hay competencia, que es la base de lo que el Director recién nos explicaba. 


Este es simplemente un comentario de un sistema que creo que es bueno, pero como cambia la cultura de 
compra y las organizaciones del mercado están siempre mirando y atendiendo, no estaría mal pensar en él. 


SEÑOR BRECCIA.- Aprovecho para dar los buenos días a la Comisión. 


Es interesante este procedimiento de pregón o puja a la baja. Ustedes saben que hay alguna experiencia que 
se realiza, sobre todo por parte de la industria privada de la vestimenta. 


Imaginemos este escenario: un local donde comparecen varios talleres que pujan por la confección de 
carteras. Entonces, el solicitante, el requirente de las cotizaciones, coloca en un pizarrón, o en este caso en 
una cartelera electrónica, la cantidad de elementos que necesita, por ejemplo, dos mil carteras, y dos 
columnas al costado: una de plazo y otra de precio. Y allí comienzan a aparecer las ofertas. El primer oferente 
propone dos mil carteras, treinta días, $ 100; el segundo, propone dos mil carteras, veintiocho días, $ 100, y 
el tercero, dos mil carteras, veintiocho días, $ 90. De esta manera, se llega a adquisiciones increíbles, porque 
la economía que se genera a partir de esa competencia absolutamente leal, transparente y abierta, es notable. 
Este es un método muy utilizado en la industria privada, y creo que al Estado le va a dar muy buen resultado, 
como recién lo explicaba el señor Prosecretario citando estudios y análisis que se han hecho con respecto a lo 
que sucede en otros países donde se aplica. 


En cuanto a la inquietud que manifestaba el señor Diputado Gandini -absolutamente procedente, porque se 
puede entender que pueda haber algún tipo de proveedor que ejerza esas maniobras-, creo que es fácilmente 
descartable, primero, por la propia definición del método. Se trata de un pregón o puja a la baja, y cuando hay 
puja se da entre dos o más oferentes. En segundo lugar, el procedimiento es tan abierto y la competencia que 
se genera es tan transparente, que ninguno de los oferentes puede tener la absoluta seguridad de que no 
aparezca -como se dice en el lenguaje vulgar- alguna persona que les "rompa el chiquero". Esa es la ventaja 
que tiene este método: abrir de tal manera la competencia que ninguno de los oferentes pueda estar seguro de 
que su oferta sea la que triunfe, por cualquier condición prevalente de mercado. Entendemos que este 
procedimiento es inteligente y, sobre todo, muy conducente a los fines que nos estamos proponiendo de 
celeridad, transparencia, y ahorro en las compras estatales. 


Creo que, inclusive, cuando el señor Diputado Gandini realizaba su pregunta se refería a las bondades del 
procedimiento, pero queremos tranquilizarlos o aportarles la visión que tenemos en el sentido de evitar este 
tipo de vicios que pudiera tener el sistema y que nosotros creemos que son de muy difícil ocurrencia. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quisiera agregar algo para que conste en la versión taquigráfica, porque el señor 
Diputado Gandini puso algunos ejemplos. En primer lugar, su preocupación es compartible, porque en 
cualquier sistema que instauremos -el que proponemos o el actual- es posible que exista ese tipo de 
maniobras que hay que detectar y probar. Esa es una preocupación permanente, más en un mercado 
como el uruguayo, en el que por el tamaño de nuestra economía se puede dar la posibilidad de que 
existan oligopolios concertados en algunas ramas, no solamente en el Estado sino en todos los sectores 
de la economía. 


Nosotros -yo todavía estaba en esta Casa- hemos votado una Ley de Defensa de la Competencia que también 
obedece a una preocupación permanente por esa situación que puede darse en todo el mercado uruguayo. 


Quiero hacer un comentario aunque sé que el señor Diputado Gandini lo sabe; esto no es a efectos de 
corregirlo. Cuando solamente hay un proveedor registrado en el RUPE -en el Registro Unico de Proveedores 


del Estado-, que existen algunos casos, el señor Diputado sabe que no entran en el mecanismo competitivo. 
El propio TOCAF prevé la posibilidad de que como hay uno solo, el Estado -las empresas públicas o los 
organismos descentralizados- contrate directamente con controles de legalidad por parte del Tribunal de 
Cuentas, pero sin la obligación de ir a mecanismos competitivos. Esto se da en los casos en que hay un solo 
proveedor registrado en el RUPE o existe uno solo registrado en todo el mercado uruguayo para ese tipo de 
insumo. 


En el caso que se planteaba, también hay una excepción prevista en el TOCAF para los casos de emergencia 
debidamente comprobados. Es decir que en caso de que se deba comprar colchones -como se dijo- tampoco 
hay que pasar por un procedimiento competitivo, lo que tiene muchísimos años. Pero compartimos que en el 
caso de que se deba pasar por procesos competitivos la situación no se desvirtúe por motivos como los que 
expresó el señor Diputado Gandini. Nosotros tenemos esa preocupación y el señor Secretario trasmitió 
nuestro convencimiento del diseño del nuevo procedimiento. Lo expresado puede pasar hoy con la licitación 
pública, pero como el mismo señor Diputado lo decía, creo que este mecanismo complejiza esta posibilidad 
por estar "on line" y ser transparente para todos los ciudadanos y oferentes. El precio puede estar "on line" y 
se puede pujar a la baja, inclusive generando un estímulo o desestímulo -en el caso de generarse ese acuerdo- 
a competir por parte de algunos que creen que a veces las cosas están -empleando un término que utilizó el 
señor Diputado- "arregladas" de antemano, aunque no lo estén, no de parte del Estado sino de los 
proveedores. Creemos que este mecanismo ayuda a eliminar esa posibilidad, pero tomamos nota del 
planteamiento del señor Diputado. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- La Administración siempre tiene la posibilidad de no adjudicar la oferta, si 
le parece que el precio no es conveniente. En todo caso, esta norma no será la que evite prácticas 
colusivas entre las empresas que se pongan de acuerdo: no precisan pregón o puja a la baja para 
hacerlo; para eso existen las Cámaras empresariales. 


El artículo 19 habla de los procedimientos especiales de contratación. Actualmente, no hay demasiados, ya 
que desde el año 1990 a la fecha muchos de estos procedimientos no se han aprobado, sino para algunos 
casos de organismos muy específicos. En ese procedimiento participa la Agencia de Compras y 
Contrataciones del Estado, con dictamen del Tribunal de Cuentas, y se modifica la forma de publicación del 
régimen que exigía la publicación en el Diario Oficial y en otro diario de circulación nacional. De hecho, por 
lo que he visto en general se trata de decretos de varias hojas, cuya publicación es carísima, y estoy seguro de 
que gran parte de la ciudadanía muchas veces no sabe a qué se refiere eso que sí conocen los proveedores, 
que están especializados en el acceso a este tipo de información, que debe estar contenida en el sitio de 
publicaciones estatales. 


El artículo 20 habla de los regímenes centralizados de compras corporativas o convenios marco. Estos 
regímenes existen para el área de los medicamentos, para la de los alimentos y han sido motivo de normas 
que han creado los organismos capaces de manejar todo esto. Y también existen las compras agrupadas, 
cuando varias Unidades Ejecutoras, del mismo o diferentes Incisos, se suben al armado de una compra 
conjunta para obtener mejores precios. Acá estamos hablando de la institucionalización, la legalización de un 
procedimiento que deberá tener normas y que podríamos ilustrar así: "Permítame subirme a ese 
procedimiento competitivo -si usted obtuvo buenos precios- para ampliarlo, ahorrar trámites y obtener el 
beneficio de que los precios estén escalonados, según el volumen de compra que se realice". 


Precisamente el jueves pasado, en la reunión de la Comisión Sectorial de Descentralización, hablábamos de 
estos casos con los Intendentes departamentales, cuando el Ministerio de Transporte y Obras Públicas obtiene 
una licitación que le permite trabajar en rutas y llega a un pueblo. Entonces, como no es de jurisdicción 
nacional, corta los trabajos allí y sigue luego de que termina el pueblo, sin que exista la posibilidad clara y 
simple de subirse a los precios de la licitación, mantener a la empresa trabajando, con las ventajas 
comparativas que eso implica, y hacer las obras también en el pueblo. Sin embargo, el artículo 20 tal como 
está redactado, solamente habla de bienes y servicios y yo me comprometí con algunos de los Intendentes a 
preguntarnos en esta Comisión si no se debería incluir a las obras como una posibilidad de convenio marco. 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera hacer una consulta en cuanto al alcance y a la imperatividad de esta 
solución pensando en los organismos o en las Administraciones públicas que gozan de autonomías 
presupuestales, de acuerdo con la Constitución de la República, porque parecería que el artículo 20 le 
diera al Poder Ejecutivo la potestad de crear estos regímenes. Ahora bien, consulto en qué medida ellos 


son de observancia necesaria, por ejemplo, para los Gobiernos Departamentales. Sin duda que pueden 
representar una gran conveniencia, pero también puede que no sea así y que, desde el punto de vista de 
la política de un Gobierno Departamental, no convenga ingresar un esquema de esas características y 
sí mantener un régimen autónomo e independiente. 


Curiosamente, aquí se habla de organismos públicos: advierto cierta contradicción en la terminología. Parece 
que se prescinde de hablar de Administraciones Públicas Estatales. Inclusive, cabría la pregunta que 
formulaba el Diputado Gandini, porque aquí no se habla de organismos públicos estatales ni tampoco de 
Administraciones públicas. En este sentido, reitero que advierto cierta inconsistencia en la redacción, pero, 
fundamentalmente me preocupa su alcance: en qué medida el Poder Ejecutivo puede decir: "Este es el 
régimen centralizado de compra de tal insumo, de tal bien y, por lo tanto, es obligatorio para todo el Estado, 
ya sean organismos nacionales o departamentales, centrales o descentralizados". La disposición no aclara a 
ese respecto, por lo tanto, se puede prestar a una doble interpretación. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Los artículos 19 y 20 deben ser leídos como un conjunto. El convenio marco, 
los regímenes centralizados son procedimientos de excepción de compra. Y las Administraciones 
Públicas Estatales pueden aplicar los regímenes aprobados por el Poder Ejecutivo pero, sin duda, no 
están obligadas a ello. 


Por otro lado, conceptualmente, el convenio marco exige acordar entre las partes, si una Administración se va 
a sumar a los precios obtenidos por el procedimiento competitivo. Por lo tanto, donde dice "organismos 
públicos" debería decir "Administraciones Públicas Estatales", tal como lo intentó definir este proyecto en 
general. Reitero que el artículo 19 refiere a un procedimiento especial y los organismos que no son de la 
Administración Central voluntariamente se pueden sumar a él, como hoy lo hacen con las compras de la 
UCA. 


SEÑOR ABDALA.- ¡Eso no lo dice el artículo! 


Entiendo la explicación del profesor Apezteguía que, por supuesto, quedará en la versión taquigráfica. Ahora 
bien, sin perjuicio de ello, eso no es estrictamente lo que surge del sentido literal de las palabras del artículo 
20. La misma salvedad que se hace en el artículo 19, no se hace en el artículo 20. Yo creo que sería saludable 
que se hiciera, si efectivamente lo que se quiere reafirmar es la autonomía de los Gobiernos Departamentales 
en el sentido de sumarse o no al régimen centralizado que, de acuerdo con lo que prevé el artículo, podrá 
establecer el Poder Ejecutivo. 


Esta es la constancia que quería hacer. 


SEÑOR GANDINI.- Por lo que dice el artículo 20 entiendo que hay una delegación genérica de 
atribuciones del Poder Legislativo al Poder Ejecutivo, autorizándolo a crear lo que hemos elaborado a 
través de leyes concretas. Se ha puesto como ejemplo la Unidad de Compras de Alimentos y la 
UCAMAE y ambas fueron creadas por ley; y aquí se dice que el Poder Ejecutivo queda habilitado para 
crear las unidades que entienda conveniente, por vía de la reglamentación. Es decir que hay una 
autorización genérica en ese sentido y una renuncia del Poder Legislativo a establecer futuras unidades 
de compra por la vía de la ley, tal como lo hemos hecho hasta ahora. Quisiera confirmar si este es el 
alcance de la norma. 


En el artículo 20 se establecen dos sistemas distintos; uno denominado "regímenes centralizados de compras 
corporativas" -creo que con esa formulación lo que se quiere es establecer unidades de compra de todo el 
Estado para algunos productos como sucede con la UCAMAE; por lo menos, eso es lo que entendí con el 
ejemplo que se puso- y el otro "convenios marco", que es otra cosa. No son unidades centralizadas, sino 
convenios por los cuales, cuando se obtiene un buen precio, otros -que son parte del convenio- pueden 
sumarse y comprar en las mismas condiciones, sin recorrer el camino del llamado y la competencia: lo 
recorre uno y los demás lo aprovechan. Este es el sistema: lo entiendo, pero no lo veo definido como tal. Pero 
mi principal preocupación es que el artículo 20 parece delegar esa atribución al Poder Ejecutivo a través de 
esta norma, a fin de que no haya leyes específicas cada vez que se quiera establecer un mecanismo de 
compras centralizadas como lo hizo la ley creando la UCAMAE o la UCA. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero hacer dos comentarios previos a lo manifestado por el señor Diputado 
Gandini, a fin de que conste en la versión taquigráfica que se refieren a lo señalado por el señor 
Diputado Abdala. 


Si es necesario agregar esa aclaración, se hará. En realidad, nuestra interpretación de ese artículo es la 
siguiente. Cuando dice "el Poder Ejecutivo", todos sabemos que este no puede imponer determinados 
aspectos a las autonomías tanto a los organismos determinados en el artículo 220 como a los del artículo 221 
de la Constitución, es decir, a las empresas públicas, los entes autónomos de la enseñanza o a los Gobiernos 
departamentales. De hecho en los decretos del Poder Ejecutivo se exhorta a las empresas públicas y, en 
algunos casos, a los Gobiernos departamentales. Este es el mecanismo que tienen los decretos 
permanentemente: se hace una exhortación porque no puede haber una imposición de acuerdo con las normas 
constitucionales. Por tanto, bastaba con que dijera claramente que el Poder Ejecutivo puede exhortar. Quizás 
cuando el señor Director puso el ejemplo, se generó una confusión. Él dijo que actualmente la unidad 
centralizada se utiliza; son mecanismos que los propios Gobiernos departamentales utilizan. Entonces, el 
señor Director planteó ese mecanismo y quedó comprometido. Además, así nos lo fue transmitido por la 
mesa del Congreso de Intendentes: se quiere incorporar a los Gobiernos departamentales en el tema obras 
para tener un régimen jurídico que, inclusive, les permita centralizar compras y obras, a fin de lograr la mejor 
eficacia y eficiencia de las Intendencias y algunas organizaciones regionales. De hecho, algunos Intendencias 
han iniciado procesos de asociación muy sui géneris, algunas en la Ruta Nacional N* 7 con organizaciones 
que están funcionando y coordinando con el Poder Ejecutivo ciertas áreas. 


Si existe alguna duda en ese sentido, no hay ningún problema en hacer esa salvedad. 


En cuanto a lo planteado por el señor Diputado Gandini, debo aclarar que los señores legisladores pueden 
votar -en el momento que corresponda- la creación de unidades que el Parlamento crea conveniente. Adelanto 
que aquí no se está creando atribuciones. Pero, si puntualmente hubiese una delegación de parte del 
Parlamento al Poder Ejecutivo, bastará con que se elabore una nueva ley. Como saben los señores 
legisladores, el Parlamento es soberano. 


Debo aclarar que lo que aquí se intenta es la posibilidad legal de creación de regímenes y no de unidades. 
Como se sabe, la creación de determinadas unidades con alcance legal deberá pasar primero por la votación 
del Parlamento. Además, existen regímenes y convenios marco delimitados legalmente por los cometidos 
establecidos en los literales. No es de cualquier manera y de cualquier forma que el Poder Ejecutivo puede 
realizar esos regímenes, pues se necesita de esta autorización para generar, precisamente, esos regímenes 
generales en toda la Administración Central. Aspiramos a trabajar de esa manera porque así lo hemos hecho 
con las empresas públicas y con los Gobiernos departamentales. 


Hay una clave en todo esto. Así como somos celosos defensores de las autonomías, también somos celosos 
defensores de la necesidad de la coordinación del Estado para mejorar la eficiencia de los dineros públicos. 
Para generar estatus en las autonomías deberá existir un cambio en la coordinación. Las autonomías no se 
pueden transformar en soberanías en nuestro país, tanto a nivel departamental como de las empresas. Creo 
que hay que encontrar su justo término y equilibrio. Este es un trabajo de articulación y de coordinación 
permanente de las políticas públicas que se desarrollan en distintos ámbitos, tanto en la Administración 
Central, en las empresas públicas como en los Gobiernos departamentales. 


La experiencia ha indicado que esa unidad centralizada de compras de la que habló el señor Director, generó 
una sinergia positiva en el trabajo dentro del Estado, inclusive, con los Gobiernos departamentales, pues ha 
ayudado a mejorar y a adquirir buenas prácticas por parte de toda la Administración. 


En mi opinión, la preocupación planteada por el señor Diputado Gandini es de recibo. Reitero que se intenta 
establecer una potestad a los regímenes centralizados y no se habla de la creación de unidades en cada uno de 
ellos. Si hubiera que evaluar un cambio en la institucionalidad a futuro -este sería un paso-, seguramente 
deberá pasar por una ley que el Parlamento tendrá que aprobar a fin de generar una nueva institucionalidad. 
Este es el alcance que quiere dar a este artículo el Poder Ejecutivo. 


Creemos que sería un paso muy importante dar al Poder Ejecutivo la posibilidad de contar con una norma 
que dé marco legal a estos regímenes para generar ciertas obligaciones a la Administración Central. 


Por otra parte, la exhortación normalmente es atendida por las empresas públicas y los Gobiernos 
departamentales con el fin de mejorar esa sinergia positiva en la eficiencia del gasto y de las compras por 
escala y buena práctica. Muchas veces faltan capacidades instaladas en algunos Gobiernos departamentales 
que necesitan de este asesoramiento y de estos regímenes para mejorar la eficiencia de su propio gasto. 


SEÑOR GANDINI.- De acuerdo con lo expresado por el señor Prosecretario de Presidencia, doctor 
Cánepa, queda claro que no se trata de la creación de unidades. Seguramente, la confusión vino por los 
ejemplos que puso el profesor Apezteguía que nombraba a la UCAMAE y a la UCA como ejemplos. 
Entonces, la idea no va por ahí sino por sistemas, modos de contratación que podrían ser convenios 
marco u otros similares con algunas de las bases que se establecen en esta norma. Supongo que el 
sistema competitivo que aquí no está explicitado, será una de las bases. En esta norma se dice que se 
realizará un llamado público a proveedores. El literal c) de este proyecto de ley dice: "(...) haya 
acuerdo con un número mínimo, si es posible, de dos proveedores de precios, (...)". Que se diga que 
haya un llamado público a proveedores puede ser para constituir un registro y no necesariamente para 
competir con los precios. Inclusive, el literal e) expresa: "(...) los ordenadores competentes de los 
organismos públicos tengan la posibilidad de compra directa por excepción, de los objetos y a las 
empresas comprendidas en el convenio (...)". No me queda claro el alcance de este sistema. Todos 
conocemos que las excepciones pueden ser por el monto -si el monto es bajo se puede hacer una 
compra directa- o por situaciones que se establecen en los mecanismos excepcionales referidos en el 
artículo 33 del TOCAF, que son cada vez más variados, numerosos y generales, tanto por empresas 
como por situaciones de emergencia, urgencia, de estar en competencia o de tratarse de determinados 
bienes. 


También quisiera que se me aclarara lo que se establece en el literal e) de este artículo, que habla de las 
compras directas por excepción que uno puede hacer y que, eventualmente, otros pueden sumarse, si es por 
los montos, si es por el tipo, etcétera. También vamos a ver por aquí, que aparecen nuevas incorporaciones en 
el literal y) de modos de compras más directas, según entre quienes, en qué cosas y en qué circunstancias. 
Entonces, cada vez estas son mayores y por mayor monto. 


SEÑOR BEROIS.- Entiendo -creo que el objetivo es claro- la eliminación de la publicación en los 
diarios y que se haga todo a través de la página web, pero no hay duda de que la publicación en el 
Diario Oficial da garantías, sobre todo porque ha habido cambios en la página web de la Presidencia. 
Entonces, mantener la publicación en el Diario Oficial, creo que nos daría más seguridad. Me parece 
que no sería conveniente desplazar la publicación en el diario completamente, ya que en este tipo de 
cosas, es un equilibrio necesario. 


SEÑOR CÁNEPA.- Más adelante el señor Director contestará algunos de los planteos. 


En cuanto a los literales del artículo 20, quiero decir que estos regímenes centralizados y estos convenios 
marco tienen límites en el orden legal, que se establecen en esta normativa. 


En relación al literal b) nosotros dijimos -esto lo dijo el señor Director al comienzo de su intervención- que 
tenía un uso práctico dado por el artículo 33 del TOCAF. Esto también lo señaló el señor Diputado Gandini. 
En realidad, en términos objetivos jurídicos, no se trata del artículo 33 del TOCAF sino de un artículo de una 
Rendición de Cuentas o de una de Ley de Presupuesto, pero la práctica usual es citar el Texto Ordenado. 


El principio general es el que se establece en el acápite del artículo 15 de esta Rendición de Cuentas que 
modifica el acápite del artículo 33 del TOCAF, y aquí cito lo que decía el señor Diputado Gandini. El 
principio general es que es un sistema competitivo y eso informa a todo el sistema. Hay un orden correlativo, 
por lo tanto, cuando se realiza un llamado público a proveedores, necesariamente, es competitivo porque se le 
aplica el principio general que figura en el acápite del artículo 33. El llamado público está dentro de los 
regímenes delimitados por el artículo 33 que tiene una cantidad de literales que, como señalaba el señor 
Diputado, establecen excepciones. El régimen general hoy consiste en la licitación pública con todas las 
excepciones establecidas, que se fueron incrementando; antes el sistema era por la negativa: este es el sistema 
para todo el Estado y a partir de aquí se dan las excepciones. Hoy decimos que el sistema general es 
competitivo y todo se informa como un principio general para todos los sistemas salvo las excepciones que 
figuran en los literales mencionados. Por lo tanto, cuando en el literal b) se habla de un llamado público a 


proveedores, es un llamado competitivo porque así lo establece el principio general del acápite del artículo 
33. 


Luego voy a dejar que el señor Director conteste la pregunta sobre el literal e) que formuló el señor Diputado 
Gandini, pero respecto a la del señor Diputado Berois quiero aclarar que si se mira todo el articulado se 
advierte que se deja abierta otra posibilidad. En primer lugar porque será comunicado a la Asamblea General, 
lo que es una importante garantía de transparencia con respecto a la información. Al mismo tiempo, estamos 
convencidos de que la celeridad que necesitamos dar a la utilización de los instrumentos tecnológicos nos dan 
mayor garantía de acceso y de transparencia. Sin embargo, ello no quita la posibilidad de que en las 
licitaciones públicas se mantiene que en el caso de que el ordenador del gasto lo entienda conveniente se 
pueda hacer también una publicación convencional; eso no se erradica totalmente sino que figura en otro 
artículo que veremos luego. Por lo tanto, la preocupación del señor Diputado está contemplada. De todos 
modos, es cierto que el talante que queremos imprimir es la generalización de este procedimiento. De hecho, 
establecemos la obligatoriedad en la página web porque hemos comprobado que hay más de 50.000 visitas 
mensuales, más de 400.000 al año, y se ha transformado en una herramienta a la que los proveedores del 
Estado y los distintos organismos han dado amplio uso; se utiliza por parte del Estado y se percibe como muy 
positiva en cuanto a la transparencia y el acceso de todos a la información porque, seguramente, la 
preocupación del señor Diputado y del Gobierno es que esto tenga la más amplia difusión posible. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El literal e) del artículo 20 establece que los ordenadores competentes de los 
organismos públicos tengan la posibilidad de compra directa por excepción porque, precisamente, al 
adherirse a un convenio marco, se sustraen del procedimiento competitivo. Había que decir cómo 
compran ya que no van a seguir el procedimiento competitivo; dado que otro lo hizo, se suben en una 
compra directa por excepción. Ese no es otro que el mecanismo que hoy se emplea para la compra de 
medicamentos o de alimentos; existe la licitación y cada uno hace la compra. Aquí el proceso no es de 
compra sino que se usa el método competitivo para que se defina el precio si compra cada uno que se 
va subiendo a ese proceso. 


SEÑOR ASTI.- Creo que en el artículo 20 hay todo un régimen centralizado de compras corporativas o 
convenio marco y el literal e) prevé que esas compras se realicen a las empresas comprendidas en los 
convenios. No se trata de que empecemos de nuevo y compremos cosas que no estaban previstas en un 
convenio porque, como dice el literal c), deberá haber "[...] acuerdo con un número mínimo, si es 
posible, de dos proveedores en precios, condiciones de compra y especificaciones de cada objeto de 
compra por un período de tiempo definido". A eso nos estamos refiriendo y es en esos casos que se 
puede acceder a las compras por excepción, previa intervención del gasto. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El artículo 21 es casi para no pasar vergiienza en seminarios de compras o de 
medio ambiente en el mundo. En realidad, lo que dice el artículo 21 se puede hacer hoy, se pueden 
establecer criterios y lineamientos para lo que se denominan "compras verdes", pero cuando nos 
preguntan por ahí si Uruguay las tiene previstas en la ley, debemos responder que no. Sin embargo, si 
se quiere, se puede comprar papel reciclado y no hay inconvenientes legales. De todos modos, este es un 
artículo programático importante. 


El artículo 22 refiere al artículo 37 del TOCAF y soluciona una práctica que no estaba en el espíritu de la Ley 
N? 15.903 que establecía que para determinar el valor de arrendamiento de inmuebles deberá solicitarse 
informe previo de una oficina técnica competente. La práctica determinó que en todos los casos de 
arrendamientos se acuda a la Dirección Nacional de Catastro que no necesariamente sabe mucho de eso. Se 
aclara que, si se debe comprobar si el precio de un arrendamiento en Artigas, Rivera, Montevideo o cualquier 
departamento del país es razonable o no, el informe previo puede ser de la Dirección Nacional de Catastro, de 
una oficina técnica del organismo, de dos técnicos del mismo u otra dependencia pública de la localidad que 
pueda tener más experiencia en la fijación de arrendamientos. Esa es la modificación que se establece en el 
artículo 37, tratando de resolver algo que se transformó en una práctica que no estaba prevista originalmente 
en la norma. 


SEÑOR BEROIS.- Ha habido problemas de interpretación en el Tribunal de Cuentas y en la 
Contaduría General de la Nación en cuanto a si los montos anualizados a que refiere este artículo son 


solamente respecto a la tasación de la Dirección Nacional de Catastro o también para determinar el 
tipo de procedimiento de licitación. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Aquí hay ofertas, no un procedimiento. Se trata del arrendamiento de un 
local en determinado lugar; hay una publicación y se reciben ofertas; no hay licitación pública ni 
licitación abreviada, no es compra directa sino una coincidencia entre las necesidades, entre la oferta 
que uno recibe y la razonabilidad del precio que el propietario del inmueble desea cobrar. Por eso se 
requiere del informe técnico. Este artículo intenta superar desde el origen -en el artículo 33- esos 
problemas. Lo importante es el método competitivo y habiendo dos locales, se cumple; no es necesario 
llamar a licitación pública, licitación abreviada o compra directa. El problema que plantea el señor 
Diputado queda solucionado por imperio de la modificación del artículo 33. 


El artículo 38 del TOCAF modifica el artículo 515 que está contenido en el artículo 22 del proyecto y toca 
algo muy curioso: la permuta no estaba regida por procedimientos de contratación competitivos. Es decir que 
uno podía hacer la permuta con quien quisiera, sin llamar a ningún procedimiento competitivo. Si un 
proveedor tenía algo que el Estado quería y el Estado tenía algo que el proveedor quería, lo podían permutar 
sin que nadie se enterara. Lo que estamos incluyendo es que, en el caso de permuta, se apliquen los 
procedimientos de contratación previstos por la normativa vigente, es decir que hay que cumplir con las 
normas del TOCAF. 


El artículo 516, que modifica el artículo 39 del TOCAF, es una casuística, es un artículo muy largo y la única 
modificación es en último párrafo donde se establece que luego de pasados treinta años, si alguien, después 
de corrido el trámite, de acuerdo con el Código General del Proceso desafecta la donación modal y va a 
vender el inmueble, en lugar de realizar diez publicaciones en el Diario Oficial y en dos diarios de 
circulación nacional, lo arregla publicando en dos diarios de circulación nacional. O sea que se ahorra 
veintiocho publicaciones. 


SEÑOR BRECCIA.- Pienso que este tema nos va a llevar aproximadamente entre cuarenta y cinco 
minutos y una hora más, entonces planteo la posibilidad de liberar a las demás autoridades de las 
Unidades Ejecutoras de Presidencia para la convocatoria de la tarde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene intención de continuar con el debate hasta la hora 15, 
porque a esa hora recibimos al Ministerio del Interior. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El artículo 23 viene a solucionar dos problemas. 


El primer párrafo del artículo 40 del TOCAF dice que en lo posible las previsiones de necesidades de 
suministros y las respectivas contrataciones deberán hacerse por el término del Ejercicio. El párrafo segundo 
dice que se deben hacer de acuerdo con las necesidades del organismo. El hecho de hacer las compras en 
base anual genera un conjunto de complicaciones y aparece la interrogante de por qué en noviembre no se 
puede comprar para más allá del Ejercicio y hacer previsiones que a veces terminan trayendo dolores de 
cabeza. 


El último párrafo del artículo 23 también tiene una modificación. Yo lo llamo el párrafo de los 
"sandwichitos". Resulta que alguien compra doscientos sándwiches en marzo y quinientos en abril para 
distintos eventos, se van sumando en el mismo objeto del gasto y, en noviembre, cuando uno va a comprar 
cien sandwichitos, se pasa del monto de la compra directa. Entonces dicen: "Ah, fraccionó la compra de 
sandwichitos". Pero, en enero no había manera de saber si los iba a precisar en julio o en agosto y hacer una 
licitación. Esto también puede aplicarse a lápices, etcétera. Entonces, este párrafo soluciona un problema de 
la gran mayoría de los ordenadores del gasto que genera dolor de cabeza a los encargados de las oficinas de 
compra que deben ir administrando a qué objeto del gasto va la compra para no pasarse de monto, que de 
aplicarse esto sería de $ 250.000 anuales. 


SEÑOR SANDER.- El tema del fraccionamiento del gasto es recurrente y complicado. En general, el 
Tribunal de Cuentas, a veces con muchas razones y otras por experiencia, cuando aparece el informe 
de auditoría lo asume como fraccionamiento. 


Digo esto porque fui ordenador secundario de una Intendencia del interior y a veces hay situaciones 
complicadas con el tema del fraccionamiento, sobre todo cuando hay muchos fondos fijos. Por ejemplo, 
todavía tenemos Juntas Locales entonces, se hace una licitación para comprar lapiceras y se reparten. Hay 
quince o veinte fondos fijos y, por ejemplo, la Junta Local de Las Flores necesita lapiceras. Entonces, hay que 
comprar en Rivera por una licitación, mandarlas en ómnibus y que no escriban hasta que no lleguen las 
lapiceras. 


Las normas intentan ser genéricas y buscar una solución al problema, pero la realidad supera lo que se pone 
en el papel y viene el fraccionamiento. Si bien los ordenadores somos responsables por diez años luego de 
dejar el cargo -lo dice el TOCAF-, a veces queda una responsabilidad que no se ve porque no se puede estar 
encima de cada uno de los gastos. Entonces, pienso que deberíamos prever estas situaciones, sobre todo en el 
caso del manejo de los fondos fijos porque a veces se dan dentro de un área que no se puede controlar 
diariamente, porque los fondos fijos del interior se controlan mensualmente o cuando se termina el fondo fijo. 
Por lo tanto, es complicado porque cuando se contabiliza el gasto aparece la observación en la orden de pago. 
Por eso pienso que el ordenador debería poder protegerse de la eventual falta que pueda llegar a cometer, que 
no lo hace por gusto, pero en los hechos se da y quien tiene la responsabilidad es quien ordenó el gasto 
porque pone la firma a una orden de pago y el contador delegado la va a observar debido al crédito 
insuficiente. 


En el artículo dice que cuando el Tribunal de Cuentas reitere el fraccionamiento sin que se corrija la 
situación, podrá suspenderse la facultad establecida de reiterar el gasto, que no es un tema menor. Esto se da 
en las Intendencias ya que el ordenador secundario normalmente reitera el gasto y veo que con este artículo 
esta facultad queda suspendida. 


Por lo tanto, me gustaría saber cómo se puede mejorar esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ante el planteo del doctor Breccia, hemos hecho consultas y hay acuerdo en 
que el tema del ordenamiento financiero y compras nos va a llevar un tiempo prolongado. Por lo tanto, 
se puede exonerar a las Unidades Ejecutoras de Presidencia y OPP a fin de ser convocadas en otra 
instancia. 


SEÑOR ABDALA.- En función de que, por lo visto, en el día de hoy vamos a dedicarnos solo a este 
tema con el Secretario y el Prosecretario de la Presidencia y las autoridades del Ministerio de 
Economía y Finanzas, solicitaré una ampliación de la información con respecto al artículo 23. 


Hago un análisis comparativo muy rápido con la Ley N” 15.903, que está vigente, y parecería que la única 
modificación práctica es la comunicación a la Asamblea General o a la Junta Departamental, en su caso, 
salvo que yo no estuviera leyendo correctamente. Me parece que aquí a lo que asistimos es a una suerte de 
legalización de la ilegalidad. Es decir: el fraccionamiento del gasto, por definición, es una forma de eludir, o 
de quebrantar, los límites establecidos legalmente para los distintos procedimientos de compra -compra 
directa, licitación abreviada, etcétera-, y el Tribunal de Cuentas observa. En este caso, se hace una especie de 
previsión legal a los efectos de que se pueda ir por ese camino, a ver qué pasa, y, en su defecto, si el Tribunal 
de Cuentas advierte que estamos frente una ilegalidad reiterada, en ese caso, aplicar la consecuencia que aquí 
se prevé, que ya viene de la Ley N* 15.903; no digo que se esté innovando, eso lo tengo muy claro. 


Ahora bien, si nos proponemos una reforma de las normas de contratación administrativa, ¿no deberíamos 
reflexionar un poco más sobre este aspecto? Porque me parece que es un vicio que se arrastra de larga data, 
por lo menos desde la vigencia de la ley de 1987, y repito que creo que es bastante absurdo desde el punto de 
vista jurídico consagrar algo así como la legalización de lo que, por definición, el Tribunal de Cuentas 
observa por ilegal. Entiendo que la Administración muchas veces tiene tiempos que son perentorios y que 
necesita flexibilidad, pero el derecho público tiene estas cosas, ¿no? 


La pregunta concreta es: ¿cuál es la diferencia, en qué cambia la propuesta que se nos trae? Considero que 
sería oportuno reflexionar a este respecto y proponernos un análisis más exhaustivo, a ver si podemos 
solucionar esto que, a primera vista, parece bastante desprolijo, y algo absurdo -como yo decía recién- que la 
propia ley diga "No se puede, pero si pasa, lo toleramos, siempre y cuando el Tribunal de Cuentas no observe 
demasiado. Si nos observa mucho, o reiteradamente, en ese caso, la consecuencia es otra". Me parece una 


inconsistencia jurídica muy grande, que no se la achaco a esta Administración, porque por supuesto que esto 
viene del 1987, por lo menos. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Por el artículo 23 se intenta atender a un aspecto de la realidad y no a 
legalizar el fraccionamiento, porque, como bien dice el señor Diputado, se mantiene la redacción que 
tenía el artículo anterior, pero se agrega que el Tribunal de Cuentas no solo podrá suspender la 
facultad de fraccionamiento que la norma brinda, sino comunicárselo a la Asamblea General o a la 
Junta Departamental, es decir: darle algún tipo de trascendencia a cuando se realiza un 
fraccionamiento, más allá de las potestades que le establece. 


La idea es que se aplique esta norma cabalmente y con sentido. Por eso se habla de "[...]Las compras directas 
de bienes y servicios al mismo objeto del gasto, que se realizan en forma esporádica, no constituyen 
fraccionamiento artificial del gasto". Se aclaran las dos circunstancias. Por un lado, decimos: "El 
fraccionamiento está mal, no debe hacerse, debe aplicarse el mejor método competitivo", pero, por otro, en el 
último párrafo establecemos, "Mire que por el solo hecho de que lo que uno compre vaya al mismo objeto del 
gasto y se trate de una compra esporádica, eso no constituye fraccionamiento del gasto". Esto viene a resolver 
una discusión que se ha venido planteando en los últimos veinte años con respecto a este artículo. No se debe 
fraccionar, pero acá decimos: "Mire que la compra de bienes, por el hecho de ir al mismo objeto del gasto y 
hacerlo en forma esporádica, no es fraccionamiento. Comprar $ 126.000 de cualquier cosa, en enero, y 
comprar $ 120.000 en diciembre, no es fraccionamiento. Que la Alcaldía de Tranqueras compre una lapicera 
que, sumada a las que compró la Intendencia de Rivera, en el mismo objeto del gasto, supere los $ 250.000, 
eso, no debe ser considerado fraccionamiento". Ahora: si el contador de la Intendencia compra $ 248.000 de 
lapiceras un día y, al otro, otros $ 248.000, eso sí es fraccionamiento del gasto y no hay fundamento que 
valga y, entonces, el Tribunal de Cuentas no solo tiene las potestades de suspenderle la facultad de 
fraccionamiento general, sino que, además, puede comunicarlo a la Junta Departamental, en su caso, o a la 
Asamblea General. 


De todos modos, creo que esta discusión con el Tribunal de Cuentas y con los contadores delegados no se va 
a terminar, sino que simplemente mejoramos las actuales prácticas administrativas. 


En el artículo 24 se establecen modificaciones al artículo 41 del TOCAF, que determina autorizaciones 
especiales para los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. El dominio comercial del Estado tiene 
posibilidades de contratar, de hacer compras directas y también licitaciones abreviadas por mayores montos. 
El artículo vigente decía que el régimen podía ser suspendido por el Poder Ejecutivo, previo dictamen del 
Tribunal de Cuentas, si evaluaba que los sistemas de gestión y control interno del Ente no eran confiables. En 
este caso, se opta por una modalidad distinta: reescribir el artículo 24, manteniendo las posibilidades, que nos 
parecen muy importantes, para los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, pero condicionándolas al 
cumplimiento de algunos objetivos comunes. Es decir: un buen sistema de gestión y control interno en el área 
de contrataciones, la posibilidad de que estén comunicados electrónicamente con el Registro General de 
Proveedores del Estado -esta es una obligación- y que publiquen en el sitio de contrataciones estatales. Es 
decir, que esa obligación, que es fácil de cumplir y que el sitio de contrataciones estatales está en condiciones 
de asumir, se transforme en una condición para seguir manteniendo algunos procedimientos de contratación 
por montos superiores a los del resto de la Administración. 


El resto se mantiene básicamente en los mismos términos, como una potestad casi nunca utilizada de ampliar 
los montos para otros organismos públicos, previendo que, ante el desacuerdo entre el Poder Ejecutivo y el 
Tribunal de Cuentas -que no estaba previsto-, el tema pueda pasar a conocimiento de la Asamblea General. 


SEÑOR GANDINLI.- La nueva redacción prevé un nuevo tope, condicional: se aumenta el tope de la 
licitación abreviada y de la compra directa, siempre que se cumplan determinados requisitos. A la vez, 
se prevé un mecanismo de suspensión de ese régimen especial si estos requisitos no se contemplan. La 
pregunta es: si no se cumplen, ¿cuál es la consecuencia? Porque parece que el tope de licitación 
abreviada fuera modificado en términos generales. Entonces, ¿queda vigente el actual? Para el 
régimen general, en algún artículo de este proyecto se modifica el tope, que aumenta a $ 5:000.000 y a $ 
250.000 con referencia a la licitación abreviada y la compra directa. ¿Ese es el tope que van a tener los 
Entes industriales y comerciales si no cumplen con estos requisitos? Es decir, al caer el régimen 
excepcional, ¿van al sistema general? ¿Hoy tienen el mismo tope que el resto de los organismos? 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- No. 


SEÑOR GANDINI.- Entonces, la pregunta es: los $ 5:000.000 y $ 250.000 que regirían a partir de la 
vigencia del proyecto de ley que estamos considerando, ¿son los topes que tendrán también los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados o se manejarán otros? Esa es la primera pregunta. Segunda 
pregunta, si cae el sistema excepcional que se está consagrando en este artículo 24 porque no se cumple 
con alguno de estos requisitos aquí establecidos, ¿cuál es, entonces, el tope para las compras directas y 
licitaciones abreviadas que quedaría vigente? 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El tope actual para los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados es tres 
veces superior, tanto en la compra directa como en la licitación abreviada que para los organismos de 
la Administración Central o los Gobiernos Departamentales. Este artículo mantiene, multiplicado por 
la misma cantidad, es decir por $ 245.000, esos límites excepcionales, siempre y cuando se cumplan las 
condiciones que impone el artículo. Si se suspende el régimen se va a los topes generales, como ya 
estaba previsto en el artículo 41 del TOCAF, que decía "Si yo le suspendo el régimen, vuelve a los topes 
generales". Estos son de excepción, porque antes se establecía que sin perjuicio de las excepciones, a los 
Entes comprendidos se les establecía un monto máximo especial. El inciso segundo del artículo 41, 
establece: "Este régimen podrá ser suspendido por decisión fundada del Poder Ejecutivo, previo 
dictamen del Tribunal de Cuentas [...]". El artículo presentado dice lo mismo, pero establece que hay 
que cumplir con determinadas cuestiones: contar con un buen sistema de compras, estar comunicado 
electrónicamente con el Registro Único de Proveedores del Estado y publicar en el sitio web todas las 
compras que se realicen. 


SEÑOR GANDINI.- Entonces, reitero la pregunta: ¿en cuánto quedaría, con la vigencia de esta ley, el 
monto de licitación abreviada y de compra directa? Me confunde un poco: si lo que siempre tuvo son 
tres veces más y fijamos en $ 250.000 la compra directa, tres veces más son $ 750.000, que es el tope 
excepcional que en este proyecto se establece si se cumplen las condiciones. Ahora, cuando no cumplen 
las condiciones, igual tienen $ 750.000 porque es el tope...Por eso, quisiera saber, en números concretos, 
cuál va a ser el tope en que va a quedar en el régimen general para las empresas públicas, que se puede 
elevar a una excepción si se cumple con determinados requisitos. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Por el régimen general, el tope para una compra directa es de $ 250.000 y, 
amparado en el artículo 24, de $ 750.000. 


SEÑOR GANDINI.- Entendido. 
SEÑOR APEZTEGUÍA.- El artículo 25 establece modificaciones al artículo 43 del TOCAF. 


En el literal e) -permítaseme comenzar por el final- se establece la imposibilidad de contratar cuando un 
funcionario actuó como consultor, como asesor, en la preparación de los pliegos de bases y condiciones. Esta 
cuestión no estaba establecida en la norma, hablaba de relaciones de parentesco, pero no se mencionaba esto; 
entre elaborar el pliego y presentarse después no había ninguna imposibilidad, y la estamos incluyendo. 
También incorporamos la imposibilidad de contratar sin estar inscripto en el Registro Único de Proveedores 
del Estado, lo que no significa la imposibilidad de ofertar, sino de contratar. Se procura que el Registro Único 
de Proveedores del Estado contenga toda la información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, en el texto que manejamos nos aparecen como numerales. 
(Diálogos) 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Eso es en el articulado con las disposiciones referidas. Allí eran numerales, 
acá son literales. 


Prosigo. El numeral 2) del artículo 43 del TOCAF establece: "Haber sido declarado en quiebra o liquidación, 
o estar en concurso de acreedores, en tanto no se obtenga la correspondiente rehabilitación". El literal b) del 
artículo 25 del proyecto, establece: "Tener declaración judicial de concurso". Sin duda que este aspecto nos 


plantea un problema. Hace unos días se planteaba en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Senadores: 
"Tras de cuernos, palos", es decir, la empresa va a una declaración de concurso, que la ley viene de alguna 
manera a incentivar a que se presente para dejar clara su situación y mantener la empresa en marcha y, luego, 
el Estado dice: "No te contrato". Para ser intelectualmente honesto, quiero decir que aquí la discusión 
planteada es que yo no quisiera contratar con una empresa que está tecleando, y si el Estado no contrata a una 
empresa que está tecleando, seguramente le vaya a ir muy mal. Dejo planteada esa discusión únicamente - 
reitero- por honestidad intelectual. Esto se trató hace unos días en la Comisión de Hacienda del Senado. 


SEÑOR BEROIS.- Estoy leyendo las disposiciones referidas y veo que el numeral 2) del artículo 487 de 
la Ley N” 15.903, establece: "Haber sido declarado en quiebra o liquidación|...] '" y en este proyecto se 
retiró. Debe ser por alguna causa. 


(Diálogos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Fue lo que aclaró recién el señor Apezteguía. 


SEÑOR CÁNEPA.- Con mucha honestidad intelectual, el Director Apezteguía planteó que lo que se 
hace es mantener el mismo criterio establecido en el antiguo artículo 43 del TOCAF, en el artículo 487 
de la Ley N” 15.903. Lo que se hace es adaptarlo a la nueva terminología de la nueva ley de concursos 
aprobada en el año 2008 en este Parlamento, que unificó los regímenes de quiebra y concurso, 
transformándolos. Por esa ley la declaración judicial de concurso viene a cumplir el mismo efecto 
previsto aquí. No hay una modificación en lo que planteaba el señor Apezteguía. El Gobierno se había 
planteado una discusión -en la Comisión de Hacienda del Senado también- respecto a esa contradicción 
en cuanto a que la ley de concursos tiene como finalidades o principios rectores el intento de mantener 
la unidad económica que implica para la empresa tenerla activa y darle la posibilidad de esa alerta 
temprana y todo el mecanismo que es conocido en la jerga como hospital de empresas, en el caso de 
que no tenga que ir indefectiblemente a una quiebra o liquidación; en el caso de una sociedad anónima 
estamos hablando de la liquidación de esa unidad económica. La intención es darle posibilidades a 
través de una ley que, como ustedes saben, generó una modernización muy importante en el régimen; 
al mantenerse la declaración judicial de concurso puede haber una contradicción en el espíritu de esa 
ley y el Estado, que, de acuerdo a lo que establece ese artículo -que no se modifica, simplemente se 
actualiza la terminología- para ser más exactos desde el punto de vista jurídico y para no generar 
chicanas jurídicas y que alguien diga que, como se habla de declaración de quiebra o liquidación, y 
como es la declaración judicial de concurso, no estaría comprendido por el alcance de esta limitación 
establecida en el artículo 487 de la Ley _N” 15.903, actual artículo 25 de esta Rendición de Cuentas. Lo 
que planteaba el señor Director Apezteguía era una discusión acerca de que si el Estado no les permite 
competir en determinadas licitaciones a las empresas que entran en esta circunstancia, cuando muchas 
veces es parte de su clientela más importante, se puede generar una contradicción con el espíritu y con 
lo que se quiso instrumentar en esta ley de concursos. Pero a los efectos de lo que estamos discutiendo 
hoy, no hay un cambio, lo que hay una actualización. En realidad sí hay un cambio en cuanto a generar 
la utilización del nuevo régimen previsto en la ley de concursos que aprobamos, creo que en el año 
2008. 


SEÑOR GANDINI.- Creo que podría considerarse una modificación, primero, terminológica y luego 
consultar una modificación conceptual, respecto al literal a), entre los impedimentos de contratar. Creo 
que sería correcto decir: ser funcionario público, porque esto que dice el proyecto de 'o mantener un 
vínculo similar" luego es muy difícil de interpretar. Yo me inclinaría por la expresión 'mantener un 
vínculo laboral con el Estado", que comprende todo tipo de contrataciones de las que acabamos de 
regular en el Presupuesto. No sé si en ella estamos incluyendo los arrendamientos de obras y servicios, 
pero seguro que sí incluimos las que conocemos como no funcionarios públicos pero sí con vínculo 
laboral. 


Yo agregaría -simplemente dejo planteada la propuesta- "y con empresas propiedad de la Administración 
contratante". Por ejemplo, alguien que es funcionario de ANCAP no puede participar de un proceso 
licitatorio que convoca ese organismo, pero alguien que es Gerente de DUCSA, ¿puede hacerlo? Por esta 
normativa puede, porque es empleado de una empresa privada cuyo propietario es ANCAP. Me parece que 
deberíamos incluirlo como un impedimento. Lo digo para curarnos en salud y que estas cosas no sucedan, 


sobre todo porque esos empleados no están en ningún registro, no son funcionarios públicos, no sabemos 
quiénes son, y un día salta que un empleado jerárquico de una empresa cuyos Directores son los mismos 
Directores de ANCAP pero que funciona bajo el régimen privado, fue quien asesoró una licitación de la 
empresa pública o, inclusive, quien ofertó. 


Me parece que dentro de los impedimentos tenemos que incluir el de ser funcionario público o mantener un 
vínculo laboral con la Administración contratante, o ser empleado jerárquico de las empresas propiedad de la 
Administración contratante. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Parecería razonable lo de ''mantener un vínculo laboral con la 
Administración", en lugar de decir "vínculo similar". 


No me quedó claro la propuesta del señor Diputado en el segundo caso. Quiere decir que si alguien es 
empleado de una empresa pública no le puede vender a la empresa privada de esa empresa pública, o que si 
alguien que es empleado de una empresa privada de la empresa pública no le puede vender a la empresa 
pública. ¿La empresa o la persona? Acá tengo dudas. 


Una cosa es un empleado de una empresa propiedad de ANCAP que no le puede vender a ANCAP, otra cosa 
es que la empresa propiedad de ANCAP no le pueda vender a ANCAP, y otra cosa es que un funcionario de 
ANCAP no le pueda vender a una empresa propiedad de ANCAP. 


Se plantean situaciones distintas que, por lo menos, habría que analizar. 
SEÑOR POSADA.- Simplemente quiero hacer una reflexión. 


El análisis de este tema en el ámbito de la Comisión, cuando el Poder Ejecutivo recién está exponiendo, 
demuestra que esto merece un análisis particular en otro ámbito distinto al de la consideración de la 
Rendición de Cuentas y la modificación presupuestal. Tiene una especificidad muy particular y, 
especialmente, una casuística muy importante que, en todo caso -reiteramos nuevamente el planteo-, debiera 
ser analizada fuera de la modificación presupuestal incluidas en este proyecto de Rendición de Cuentas. 


Seguimos pensando que lo mejor sería que el Poder Ejecutivo enviara un proyecto de ley con carácter de 
urgente consideración, que ingresara por el Senado, y que en las Comisiones especializadas de ambas 
Cámaras dispusiéramos del tiempo necesario para que estas modificaciones que por la fundamentación de 
carácter general el Poder Ejecutivo plantea con muy buen tino, tengan su correspondiente estudio en el 
ámbito especializado. 


SEÑOR GANDINI.- Comparto las reflexiones del señor Diputado Posada. Dejé constancia de ellas 
antes de ingresar en este tema, pero, invitados a bailar, bailamos. 


Quiero aclarar las dudas de mi primera intervención. Lo que estamos considerando es la modificación del 
artículo 487, que está definiendo quiénes están capacitados para contratar, que dice "salvo que estén 
comprendidas en algunas disposiciones que expresamente se lo impidan o en los siguientes casos", y va 
detallando: ser funcionario público, o mantener un vínculo laboral, dependiente de los organismos de la 
Administración contratante, o ser empleado de una empresa propiedad de la Administración contratante. Esa 
es la limitación. Creo que ser funcionario público, funcionario contratado, becario o funcionario en régimen 
de contrato temporal de derecho público es equivalente a ser empleado de una empresa cuyo capital 
accionario pertenece en su totalidad a la empresa pública que está llamando a contratar. Considero que lo 
deberíamos incluir de modo que tenga el mismo impedimento. Y puse el ejemplo de ANCAP: que un gerente 
de DUCSA no pueda presentarse a contratar con ANCAP o no pueda pertenecer a una empresa que contrata 
con ANCAP como empresa privada, porque él, a su vez, es empleado de una empresa privada pero cuyo 
dueño es ANCAP. 


Creo que eso es lo que hay que delimitar. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero dejar constancia sobre algunos comentarios. El señor Diputado Gandini, al 
comienzo del análisis de este articulado, adelantó su preocupación por la temática y agregó que iba a 


hacer un planteamiento en la Comisión o en el Parlamento. No voy a entrar al debate de fondo. Creo 
que son distintas situaciones las que se están manejando. Una cosa son las empresas de derecho 
privado ciento por ciento propiedad de algunas empresas públicas u organismos de servicios 
descentralizados; otro caso son las personas públicas no estatales, que tienen normas específicas, 
porque cada persona pública no estatal fue creada por el Parlamento. Hay una ley de creación y un 
estatuto específico de sus funcionarios, que si bien no son funcionarios públicos porque no es estatal, sí 
tienen un régimen particular. No todas las personas públicas no estatales tienen el mismo régimen. Las 
personas públicas no estatales han sido creadas de manera sucesiva en distintas etapas de la historia 
del país. Sí es verdad que la definición jurídica de la creación de la persona pública no estatal es algo 
muy uruguayo, porque, previo a lo hecho en nuestro país, no han existido regímenes similares. Este es 
un caso muy particular de Uruguay, que existe desde hace muchas décadas. 


Por lo tanto, si bien entiendo la preocupación, creo que son situaciones diferentes, tanto la de los trabajadores 
o funcionarios de la persona pública no estatal como la del contralor que hoy planteaba el señor Diputado 
Gandini, que existen con determinados alcances, pero que seguramente deba mejorarse respecto a los 
balances y presentación de auditorías que tienen las personas públicas no estatales, así como el régimen 
general de las sociedades comerciales, que se rigen por la Ley N* 16.060, que es la norma que les rige, pero 
que tiene algunas particularidades cuando el ciento por ciento es propiedad de una empresa estatal, como es 
el caso de DUCSA u otras empresas que existen, colaterales de la empresa estatal. 


Creo que la pregunta del Director Apezteguía es pertinente, y creo que se ha aclarado bien, porque su 
propuesta es alcanzar a los trabajadores o los vínculos dependientes que tenga esa sociedad bajo el derecho 
privado, que obviamente no se rige por el derecho público, pero cuyas acciones son ciento por ciento estatal o 
de una empresa del Estado y, por lo tanto, puede existir un grado de connivencia, de ventajas de información 
o de algo que queremos mantener dentro del sistema del régimen de incompatibilidades. 


Insisto: el caso de las personas públicas no estatales ya tienen un régimen particular. Adelanto que la 
Presidencia de la República y el Ministerio de Economía y Finanzas estamos trabajando para generar una ley 
marco de la persona pública no estatal, que es diferente, porque hay una ley para cada persona pública no 
estatal. Es decir, ahí ya hay una voluntad expresa del legislador en la creación de ese organismo y en la 
regulación que tiene. Como sabe el señor Diputado, muchas personas públicas no estatales tienen regímenes 
y financiamientos muy excepcionales, atadas a participación de sectores privados de la actividad económica. 
Por lo tanto, es un tema muy vasto, que escapa a lo que estamos tratando en el día de hoy. Creo que sí es 
atendible preguntarse -estoy arriesgando una opinión, dado que no lo he discutido con el señor Director ni 
con el señor Ministro de Economía y Finanzas- con respecto a los trabajadores en relación de dependencia en 
empresas que están bajo el régimen de derecho privado y que son ciento por ciento propiedad del Estado, si 
debemos tener un régimen de incompatibilidades especial o si deben estar incluidos dentro del régimen 
general de incompatibilidades de los funcionarios y de los trabajadores del Estado que no son funcionarios 
públicos, sino vínculos del Estado. Reitero que este es un tema atendible; no sé si podría resolverse en esta 
norma, o si deberíamos plantearnos una discusión más general, como la que propone el señor Diputado. 


Simplemente, quería dejar constancia de que, si bien la preocupación es común, se trata de temas distintos; la 
situación de los trabajadores de una persona pública no estatal es distinta a la de los trabajadores de empresas 
de derecho privado. Dejo planteada otra inquietud, porque hay circunstancias en las que el patrimonio no es 
ciento por ciento del Estado. Me refiero, en particular, a asociaciones referidas a la explotación puntual de 
algún régimen particular -es algo que no corresponde discutir en el día de hoy-; habrá que ver el régimen de 
incompatibilidades que alcanza a quienes trabajan allí. Muchos ya cuentan con ese régimen a partir de los 
contratos que firman, dado que existen incompatibilidades contractuales, porque se debe cumplir con normas 
de transparencia. Como bien planteaba el señor Diputado Gandini, quizás sea el momento de discutir si debe 
haber un régimen especial de incompatibilidades legales, más allá de las contractuales. 


SEÑOR GANDINI.- Este es un tema que, por accidente, se va repitiendo en el Parlamento. Por 
ejemplo, en la Comisión Especial con Fines Legislativos Vinculados al Lavado de Activos, tuvimos una 
discusión con las autoridades de la Junta de Transparencia y Ética Pública con respecto a quiénes son 
los obligados. Nos encontramos con que un funcionario del Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
que está en la Comisión de Adjudicaciones tiene que declarar su patrimonio, pero el Gerente de la 
Corporación Vial del Uruguay, que maneja volúmenes imponentes de dinero, como es una empresa 
privada, no está obligado a hacerlo. Sin embargo, ese funcionario maneja el dinero que ingresa por 


todos los peajes en todas las rutas que los tienen y contrata directamente y sin licitación todas las obras 
de mantenimiento o de nueva ruta en esos tramos. Ese funcionario no está obligado a declarar su 
patrimonio; en realidad, debería ser el más obligado, porque, al final, esa sociedad anónima es nuestra, 
en tanto es una persona de derecho público no estatal, regulada por ley, que constituyó una sociedad 
anónima. Hoy, ya nos encontramos con sociedades anónimas del Estado que, a su vez, constituyen 
sociedades anónimas. 


Entiendo que deberíamos analizar este tema, que está señalado en el literal a) y también en el e). Deberíamos 
considerar los vínculos laborales para poder incluir a todos y analizar la posibilidad de que aquellas empresas 
sociedades anónimas cuyo capital mayoritario es del Estado -nunca pensé en las de derecho público no 
estatal- tengan este mismo régimen de incompatibilidad. 


La confusión con respecto a este punto es tal, que el Tribunal de Cuentas está observando la utilización de un 
término por parte de ANCAP en alguna de sus licitaciones, aunque no como tema central de sus 
adjudicaciones; en más de una oportunidad, se menciona el "Grupo ANCAP", haciendo referencia a ANCAP, 
a ALUR, a DUCSA, es decir, a sus empresas. De manera que se empieza a acuñar un término que puede 
tener mucho marketing, que puede estar asociado al comportamiento de las empresas privadas, pero que no 
es típico de la Administración Pública. Sin embargo, como esta es una empresa industrial y comercial que, en 
alguno de los aspectos, está en competencia, empieza a usar el término "Grupo ANCAP", lo que es 
cuestionado por el Tribunal de Cuentas, dado que el "Grupo ANCAP" no existe desde el punto de vista legal 
y formal. Hay empresas cuyo capital accionario pertenece a ANCAP, pero no son parte de un grupo 
económico. 


Se trata de temas que, por la vía de los hechos, nos empiezan a ganar en el debate y surge la necesidad de 
tomar definiciones. En su momento, lo veremos, pero entiendo que, en este caso, cuando estamos empezando 
a determinar aspectos nuevos, no deberíamos dejar de considerar estas circunstancias, porque ponemos 
límites y constreñimos la actividad privada de un funcionario público y no lo hacemos con la actividad 
privada de un funcionario que es formalmente privado, pero que depende del dueño, que puede decidir echar 
a Fulano, y con eso, alcanza. ¿Y quién es el dueño? Los Directores de la empresa. O sea, tienen una relación 
de dependencia ¿con quién? Con el Directorio de ANCAP, que es quien elige a los Directores de la empresa; 
normalmente, son ellos mismos. Esa empresa tiene sus empleados que, de hecho, pertenecen, informalmente, 
a la Administración contratante. Por lo tanto, deberíamos tener en cuenta este régimen de incompatibilidades; 
habrá que regular más en términos generales. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- En el artículo 26 simplemente hay algunas actualizaciones en la redacción. El 
artículo 44 del TOCAF preveía pliegos y reglamentos generales para la contratación de servicios 
personales. Entendemos que eso está resuelto por otra vía. En el caso de las compras, refiere a 
suministros y servicios públicos, y a las obras públicas. 


Por otro lado, establece que los pliegos sean obligatorios a partir de $ 1:500.000 y no para todo tipo de 
compra, cualquiera sea su monto. 


El artículo 27 plantea algunos puntos interesantes. Antes, se establecía que en el pliego deberán figurar "los 
principales factores que se tendrán en cuenta además del precio para evaluar las ofertas (...)". Considerando 
cómo ponderar esos factores, en el literal c) de este artículo se los establece claramente. No basta con decir: 
"Voy a considerar si determinada cosa es bonita". No; ¿cuándo va a determinar si es o no bonita para dejar las 
reglas de juego absolutamente establecidas? 


Asimismo, en el literal e) se establece que el pliego deberá contener las clases y montos de las garantías 
porque, como más adelante veremos, se establece un régimen distinto con respecto a las garantías. 


En el pliego se debe indicar también si se otorgan beneficios fiscales o de otra naturaleza. Nos parece 
importante dejarlo establecido en la norma. Hemos tenido discusiones con respecto a llamados que hacen los 
Gobiernos Departamentales u organismos que no corresponden a la Administración Central que luego, sin 
que figure en el pliego, se presentan a pedir beneficios fiscales y realmente a uno se le plantea la duda en 
cuanto a si los oferentes sabían o no si se les aplicaba este beneficio. Queremos que quede claro. 


También se hace una referencia al pliego particular, en el sentido de que eventualmente puede no tener costo. 
Hoy, realmente las condiciones de difusión de un pliego son muy distintas a las que existían anteriormente. 


Por otro lado, se establece que el pliego deberá determinar si la adjudicación se puede dividir o no; ese es un 
dato importante para el oferente. 


Este artículo también establece que el pliego "(...) no podrá imponer al oferente ningún requisito que no esté 
directamente vinculado a la consideración del objeto de la contratación y a la evaluación de la oferta, 
reservándose sólo al oferente que resulte adjudicatario, la carga administrativa de la demostración de estar en 
condiciones formales de contratar (...)". A través de esto se trata de evitar un conjunto de papeles que se pide 
a todos los oferentes -que, sin duda, complican y encarecen- y de eliminar la obligación legal -detalle no 
menor- de establecer en los pliegos el lugar, día y hora para la presentación y apertura de ofertas en su caso. 


Muchas veces, el pliego debe ser aprobado por el Presidente de la República. Entonces, resulta que si cambia 
el lugar, la hora o el día, es necesaria una nueva resolución del Presidente de la República o del ordenador 
competente, cualquiera sea. Nos parece que es una cuestión de publicidad. Se debe estar seguros de que en la 
publicación correspondiente se establezca claramente dónde se abrirá esa licitación. 


El artículo 28 establece cambios con respecto a las condiciones de publicidad de los distintos procedimientos 
competitivos. 


El artículo 29, que es complementario, establece la obligatoriedad de la publicación por parte de los 
organismos estatales en el sitio web de contrataciones estatales de toda la información correspondiente. 


SEÑOR BEROIS.- En este caso, ¿la publicación en el Diario Oficial sería opcional? 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Aquí se establece que lo obligatorio es la publicación en el sitio web y los métodos 
de difusión que se consideren complemetarios; pero, formalmente, se considera que con la publicación en el 
sitio web, se ha cumplido el requisito de difusión. 


Como se separan en el procedimiento de subasta y remate y del pregón a la baja, en los artículos 30 y 31, se 
crean las condiciones de publicidad que tienen esos dos procedimientos competitivos. 


En el artículo 32, se precisa el contenido mínimo de los avisos, previendo que lo conduzcan al sitio web 
donde se publica el pliego de condiciones particulares, que parece ser mucho más importante que la oficina o 
el mostrador donde puede ser conseguido. 


El artículo 33, en consonancia con lo que ya habíamos establecido en el momento de hablar de los 
arrendamientos de inmuebles, se refiere a la característica de la publicación. 


El artículo 34 insiste en la forma en que deben recepcionarse o recibirse las ofertas por parte de las 
comisiones actuantes y cómo deben ser consideradas. Lo que dice el pliego es indicativo de esto, y, en ese 
sentido, debe ser considerado por la comisión de adjudicación para elegir la oferta más conveniente, evitando 
faltas de lógica cuando se está considerando, porque, a veces, los avances tecnológicos, las condiciones que 
plantean los oferentes pueden parecer que violan el pliego, pero no se apartan del objeto sustancial. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Me parece que la firma electrónica daría más garantías, porque las 
ofertas que se puedan hacer por solamente por 'mail" no dan ninguna garantía. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- En general, el texto hace referencia a medios remotos de comunicación 
electrónica, sin avanzar en ese sentido. Hoy, es la firma digital; dentro de algún tiempo, será otra cosa. 
El avance tecnológico nos obliga a ser cuidadosos. Anteriormente, este artículo 34 al que nos estamos 
refiriendo todavía hacía referencia al telex. Quizás, se debería ser más general en este sentido y dejar a 
la reglamentación la materia de seguridad, y a la seguridad de los sitios, la forma cómo se reciben las 
ofertas. 


Precisamente, a eso se refiere el último párrafo del artículo 502 sustituido, que dice: "En todos los casos será 
responsabilidad de la Administración contratante el resguardo de las ofertas utilizando los procedimientos y 


tecnologías que aseguren la confidencialidad de la información de tal forma que sea inviolable hasta el 
momento fijado para su apertura". Es decir, dejar a los técnicos y no incluir en la ley los mecanismos para 
asegurar ese tipo de cuestiones. 


SEÑOR BRECCIA.- El señor Director de la AGESIC me informa que existe un marco legal que 
contempla la inquietud planteada por el señor Diputado. 


Por otra parte, quiero anunciar que, lamentablemente, debo retirarme, porque a la hora 14 asume el señor 
Ministro de Salud Pública y tengo que estar presente en la asunción. 


SEÑOR CLASTORNIK.- Quiero señalar que estamos trabajando en un marco legal que avanza en lo 
que tiene que ver con comunicaciones electrónicas, notificaciones electrónicas, sede electrónica y 
domicilio electrónico, parte de lo que cierra el circuito que se estaba comentando. Se trata de un marco 
legal específico que habilitará todas las comunicaciones electrónicas en una forma cerrada y amplia. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- En el artículo 503, contenido en la propuesta del artículo 34, se hace 
referencia a las modificaciones de las garantías del mantenimiento de oferta o de mantenimiento de 
contrato, con la posibilidad de transformarlas por multas, que, en caso de ser aplicadas, se conviertan 
en título ejecutivo. Más temprano, el señor Ministro de Economía y Finanzas se refería a este tema, 
marcando la importancia de incluir soluciones de este tipo, cuando las garantías no aportan más que 
formalidades. 


El artículo 35 establece -seguramente, para los abogados queda muy claro- que el contrato se perfecciona con 
la notificación del acto de adjudicación. Muchas veces, en los organismos, se discute si la resolución del 
ordenador notificada constituye una contratación o no; aquí, lo está dejando definitivamente claro y, yo 
agregaría, fuera del imperio de los criterios de los escribanos. 


El artículo 36 establece: "La Administración podrá rescindir unilateralmente el contrato por incumplimiento 
total o parcial del adjudicatario, debiendo notificarlo de ello". Por otro lado, establece la posibilidad de que, 
en caso de que no llegue a concretarse, por algún motivo, el inicio del cumplimiento del objeto, pero falle el 
oferente o el adjudicatario en ese caso, pueda recurrirse al segundo mejor oferente, si se considera adecuado 
y, por lo tanto, salvar un complejo procedimiento de contratación. 


SEÑOR CÁNEPA.- Este artículo no solo refleja la voluntad del Poder Ejecutivo plasmada en este 
proyecto, sino también la de los funcionarios que trabajan en adquisiciones, que permanentemente han 
planteado este cambio. Este tema es muy importante en términos de tiempo y de capacidad de 
ejecución del Estado. 


La particularidad de poder ir al segundo oferente en una lista de prelación, que en otras áreas del Estado que 
no están vinculadas a contrataciones se hacen normalmente, como en los concursos y en otro tipo de cosas, es 
un cambio importante. Que se incluyan estas pequeñas cosas lógicas y de sentido común, es una vieja 
aspiración de los gestores del Estado, de los funcionarios que trabajan en adquisiciones. Me parece que es un 
paso adelante fundamental, aunque parezca muy obvio. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- En el artículo 37, se hacen previsiones respecto a la apertura de las ofertas y 
qué puede y qué no puede hacerse en el acto de apertura. Muchas veces, las comisiones que reciben las 
ofertas comienzan a verificar su contenido y se han producido rechazos que, a la postre, resultan 
incorrectos. Nosotros decimos que el momento de recepción de las ofertas es el momento de recepción 
de las ofertas, y la admisión de la oferta, condicionada al cumplimiento de ciertos requisitos, es motivo 
de análisis posterior. Posteriormente, la Administración puede, por lo tanto, rechazar cualquier oferta 
por no ajustarse a las condiciones del pliego de condiciones, pero no en el momento de la apertura de la 
licitación. 


Complementariamente, se hacen precisiones respecto a la apertura electrónica de licitaciones o de licitaciones 
electrónicas, tomando previsiones en ese sentido, y del manejo de los archivos electrónicos. Se establece el 
contenido de las ofertas, que se consideran como información confidencial, siempre que sean entregadas en 


ese carácter. Aquí se hace referencia a la ley de protección de datos, y, en los últimos literales, se establecen 
los criterios con los cuales se debe producir la adjudicación. En el artículo 38, que modifica el artículo 57 del 
TOCAF, se establece cómo debe actuar una Comisión de Adjudicaciones. Se establece que, entre los 
miembros de la Comisión, el ordenador debe designar un responsable. Parece elemental, pero las Comisiones 
de Adjudicación son Comisiones y, por lo tanto, siempre hay problemas en cuanto a quién las cita, quién no, 
si son todos iguales, si hay un Presidente o no. No resolvemos ese tema, pero sí decimos: acá hay un 
responsable de que la Comisión efectivamente se reúna y es el que tiene que asumir sus responsabilidades 
frente al jerarca correspondiente, más allá de toda la independencia técnica de la Comisión Asesora de 
Adjudicaciones. 


Se establece todo lo que puede hacer la Comisión Asesora, y se aclaran algunos aspectos relativos a los 
sistemas que se aplican cuando las ofertas son similares y cuándo se puede entrar en procesos de mejora de 
las ofertas, algo que, en el texto actualmente vigente, tiene referencias poco claras. 


SEÑOR GANDINI.- Aquí se hace una referencia a que cuando hay ofertas similares -que aquí las 
define bien: cuando son menores al 5% del precio menor- se pueden entablar negociaciones, y quiero 
preguntar si ya estaba previsto que estas podían reservadas con los respectivos oferentes, o si es una 
incorporación de esta nueva propuesta. 


SEÑOR CÁNEPA.- Estaba previsto. 


SEÑOR GANDINI.- Sí me queda claro que cuando están en el 5% puede haber nuevas ofertas, pero no 
tengo tan claro que pudieran hacerse negociaciones reservadas, porque en una negociación, las dos 
partes que negocian ceden algo, y yo no sé hasta dónde la Administración puede ceder, después de que 
llamó a una licitación en determinadas condiciones y la igualdad de los oferentes radica, precisamente, 
en que esas condiciones iniciales no sean modificadas. 


Una cosa son las negociaciones, y otra, la posibilidad de que las empresas ajusten su precio. Una ofrece 10, la 
otra, un 4% menos, entonces, se convoca a las dos para que propongan nuevos precios. Esto es lo que yo 
conocía. No conocía que se pudieran hacer -a lo mejor, es nuevo- negociaciones reservadas entre la 
Administración y los oferentes que tienen ofertas similares. Me suena un poco difícil de aceptar, pero quería 
conocer la opinión. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- En el cuarto párrafo del artículo 57 del TOCAF, estaba prevista exactamente 
la misma redacción. Decía: "con aquellos oferentes que se precalifiquen a tal efecto", y ahora expresa: 
"con los respectivos oferentes"; ese es el único cambio. Pero reitero que el artículo no cambia ninguno 
de los criterios existentes, sino que aclara dudas, por ejemplo, cómo son similares ofertas que no se 
evaluaron por puntaje. Se refiere al puntaje y no al precio, porque si había precio y puntaje, ¿qué las 
hacía similares? Es decir que se resuelven ese tipo de aspectos. 


El Prosecretario Cánepa me acota bien que el artículo 38 incluye que: "En caso de que, como resultado de la 
mejora de ofertas, dos ofertas o más resultaran iguales en valor, se podrá promover una puja a la baja de 
precios entre ellas en la oportunidad que determine la Administración [...]". Es decir que establece un 
mecanismo de desempate que, hasta ahora, no existía. 


El artículo 39 sustituye al 58 del TOCAF. Según el artículo anterior, uno debía dar vista por cinco días y 
esperar cinco días más para recibir las observaciones. Aquí se está diciendo que el plazo de vista es de cinco 
días y es para recibir las observaciones. El artículo 40 realiza precisiones de redacción con respecto al papel 
del ordenador de gastos con respecto al informe de la Comisión de Adjudicaciones. 


El artículo 41 sustituye dos artículos del TOCAF. El artículo 658 establecía que: "Las escrituras públicas que 
titulen la adquisición de inmuebles o buques a favor de los organismos del Estado serán autorizadas por los 
escribanos que en ellos se desempeñen como tales [...]", pero realmente no hemos podido encontrar el motivo 
de la presencia de dos párrafos referidos a quién hace la escritura en el Texto Ordenado de Contabilidad y 
Administración Financiera. Por ello, decidimos eliminarlo y mantener el artículo 658 en lo que tiene que ver 
con la facultad del Poder Ejecutivo en establecer sistemas de pagos de intereses, recarga por mora. 


El artículo 42 establece la forma en que pueden ser recurridas las adjudicaciones y determina la posibilidad, 
como una sanción, de que la eliminación se dé del Registro Único de Proveedores del Estado y del Registro 
del organismo. Aquí puede haber un Registro del organismo y este puede decidir eliminar a alguien de su 
Registro, pero la Agencia de Compras tiene la potestad de incluir dentro de la sanciones la sanción en el 
Registro Único de Proveedores del Estado. Esa es una corrección que se establece en este artículo. 


SEÑOR CÁNEPA.- El agregado que se realizó a este artículo estableciendo que el plazo para recurrir 
se computará a partir del día siguiente a la notificación o publicación, obedece a una sugerencia 
realizada por varios de los actores cotidianos que participan en estos temas del Estado. 


Sabemos que no es necesario que esto se explicite en el régimen general, porque establece que los plazos 
empiezan a correr a partir del día siguiente a la notificación. Sin embargo, como en la práctica 
permanentemente se dan discusiones en el Estado y, como ustedes saben, luego implicará una aplicación que 
va a ir al TOCAF, como una especie de texto que es permanentemente utilizado en la interna del Estado. 
Puedo asegurar que la presencia de este artículo, que puede parecer redundante en el purismo jurídico -puede 
venir cualquier abogado y decir que estrictamente esto es una redundancia-, va a ayudar mucho a evitar el 
tiempo que es pierde en discusiones por no contar con la presencia explícita de esta disposición. 


Quería dejar esta constancia para que figurara en la versión taquigráfica. 


SEÑOR ABDALA.- Pensaba consultar sobre el aspecto que comenta el doctor Cánepa, pero me 
subsiste la duda en cuanto a que, por lo que advierto, esa expresión es la que se elimina. 


SEÑOR CÁNEPA.- No; es la que va. 

SEÑOR ABDALA.- La Ley 15.903 establece a texto expreso... 

SEÑOR CÁNEPA.- Le pido disculpas, porque en mi copia tengo aclarado que es la que va. 
SEÑOR ABDALA.- Mi duda es que se elimine. 

SEÑOR CÁNEPA- Al costado, tengo anotado: "Pedido de agregado". 

SEÑOR ABDALA.- Entonces, será que se eliminó, pero no deberíamos eliminarlo 


SEÑOR CÁNEPA.- Creo que no habría que eliminarlo... 


SEÑOR ABDALA.- Voy a coincidir, por aquello de que lo que abunda no daña. Todos sabemos que, 
como principio general del derecho, los plazos se computan a partir del día siguiente, pero sin perjuicio 
de ello, creo que si está establecido, más vale dejarlo, salvo una razón poderosa que nos convenza de 
que es necesario eliminar ese inciso. Lo digo, entre otras cosas, porque después, sobrevienen las 
dificultadas vinculadas con el agotamiento de la vía administrativa, y si el propósito es no afectar el 
carácter garantista del TOCAF,me parece que por allí hay una garantía importante. 


Dicho sea de paso, hay otro tema vinculado con este -que, por supuesto, esta reforma no aborda y, 
seguramente, no es la oportunidad legislativa para hacerlo-, el del agotamiento de la vía administrativa, de los 
recursos administrativos, del silencio de la administración, y de la extensión de los plazos a la hora de 
impugnar un acto administrativo. Me parece que eso tiene que ver con aspectos que hacen a las garantías en 
cuanto a la recurribilidad de los decretos y de las resoluciones de la Administración, lo que, por supuesto, es 
un tema de larga data, me parece que sería importante que en algún momento se abordase cabalmente. 


Volviendo al motivo de mi intervención en cuanto a la respuesta del doctor Cánepa, debo decir que me genera 
dudas la eliminación de ese inciso. Si surgiera de sus palabras que la propuesta del Poder Ejecutivo es 
reinstalar esa expresión, creo que sería bastante más prudente y estaría de acuerdo. 


SEÑOR CÁNEPA.- Sin caer en el método Echegoyen -tratar de fundamentar inmediatamente lo 
contrario-, y más allá del error que figura aquí -e inclusive en la anotación de alguien que me asesoró-, 
voy a decir tranquilamente que tengo la percepción de que no deberíamos cambiar esta redacción. 
Inclusive, el Director General de Secretaría nos lo planteó cuando comentó este artículo. Esto apareció 
en el texto y estaba como una propuesta del grupo pero, en realidad, en la discusión en los seminarios 
se planteó la necesidad de que, aunque fuese sobreabundante, era conveniente que algunos temas 
quedaran explícitos. Así que estaríamos planteando algo diferente al texto que ha venido del Poder 
Ejecutivo: mantener ese inciso del artículo, tal como correctamente ha dicho el señor Diputado Abdala. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El artículo 43 refiere a las formas de ampliación de las prestaciones objeto de 
los contratos. Actualmente, se pueden ampliar en un 100% y aquí se establece la posibilidad -con 
carácter excepcional y por razones fundadas- de realizar una ampliación de hasta el 200%, siempre y 
cuando se obtenga una certificación de los extremos que habilitan la causal, por razones fundadas de 
conveniencia de la Administración. En este sentido, se establecen los mecanismos similares a los que 
hoy se aplican cuando se certifica la urgencia de una compra. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera señalar que en este procedimiento más excepcional -hoy se puede 
contratar hasta el 100% en situaciones excepcionales y la ley dice que en ningún caso se puede superar 
ese monto- se llega hasta el 200%. Y en el caso de la Administración Central y de las administraciones 
autónomas, con excepción de la ANEP y de la Universidad, con todas las demás empresas públicas la 
certificación es del Ministerio de Economía y Finanzas, sin la intervención del Tribunal de Cuentas. 
Quiere decir que aquí hay un procedimiento muy excepcional, sobre todo cuando hablamos de 
licitaciones y de montos elevados o de servicios por tiempos importantes, en la medida en que se puede 
ampliar hasta un 200%, con la sola voluntad del Poder Ejecutivo y sin ningún otro tipo de 
intervención. Simplemente, quisiera señalar que a mi juicio este es un cambio importante. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Sin duda que el cambio es importante; por eso el Ministerio de Economía y 
Finanzas se introdujo aquí para dar esa certificación. 


El artículo 44, que modifica el artículo 518 de la Ley N” 15.903, habla de la cesión de contratos. 
Concretamente, para que esto no se transforme en algo habitual y para que quede registrado en algún lado, se 
establece que las cesiones de contrato deben ser registradas en el Registro Único de Proveedores. De lo 
contrario, no hay manera de verificar que la habitualidad es tal: cuando hay distintos organismos contratando, 
si no se centraliza en un lugar, es muy difícil de hacer la comprobación. 


El artículo 45 reglamenta el Registro Único de Proveedores y los derechos de los interesados. Determina el 
derecho que tienen los proveedores a conocer la información que está en el Registro; cómo se hace la 
suspensión o eliminación del Registro; cómo los organismos deben verificar la información que existe en este 
registro único y el derecho de los inscriptos a no presentar los certificados o comprobantes de su inscripción 
en este. 


Inclusive, hay algún otro artículo de la Rendición de Cuentas que autoriza al BPS la emisión pública de los 
certificados de libre deuda con ese organismo. La idea es que baste que el oferente diga, por ejemplo, "Yo 
soy el proveedor N* 748" para que la Administración pueda comprobar que se encuentra al día con la DGI, 
con el BPS y que efectivamente está inscripto en el Registro Único de Proveedores. 


El artículo 46 extiende la obligación de excusarse de intervenir en el proceso a asesores, funcionarios o 
quienes mantengan un vínculo similar, con los organismos de la Administración Central. También deberán 
excusarse "(...) en caso de tener o haber tenido en los últimos doce meses con dicha parte alguna vinculación 
de índole profesional, laboral o empresarial". O sea que en este sentido se aumentan las obligaciones y las 
garantías. 


El artículo 47 establece la previsión de comunicar el Registro Único de Proveedores con el Registro Nacional 
de Empresas de Obras Públicas, ajustando además el texto a las nuevas terminologías. El artículo 66 del 
TOCAF sigue hablando de concursos de precios, de licitaciones restringidas, terminología que dejó de 
utilizarse hace 25 o 30 años. 


El artículo 48 establece la actualización del monto en el literal IV del artículo 659 de la Ley N* 16.170 y el 
plazo para la intervención. 


Por su parte, el artículo 49 nos parece particularmente importante. El artículo 476 de la Ley N” 17.296, 
establece que "El Tribunal de Cuentas podrá disponer que se caratulen como de urgente consideración y se 
comuniquen a la Asamblea General o en su caso a las Juntas Departamentales, aquellas resoluciones” que se 
detallan. Y en el literal A) expresa: "A) Observaciones referidas a gastos sin disponibilidad -salvo los 
autorizados legalmente- cuando notoriamente su monto exceda del rubro o proyecto respectivo".- B) 
Observaciones que reproducen observaciones anteriores (...)" así como "observaciones a actos o contratos 
realizados con manifiesta violación de las normas legales.- D) Reiteraciones de gastos", etcétera. Yo creo que 
muchas de ellas son de menor importancia. La posibilidad de girar en rojo sobre un objeto del gasto, no 
sucede en la Administración Central, pero sí en los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, cuando 
no les ha sido aprobado su presupuesto en tiempo y forma. También le sucede a los Gobiernos 
Departamentales, cuando teniendo dinero en caja, no tienen previsiones presupuestales para gastarlo. En 
definitiva, se trata de observaciones que, cuando ocurren, hay buenas razones para que el ordenador las 
reitere y pueden terminar llegando a la Asamblea General con carácter urgente, cuando la posición es que no 
lo son. 


Aquí nosotros proponemos que: "El Tribunal de Cuentas dispondrá que se caratulen como de urgente 
consideración al comunicarse a la Asamblea General (...)" las contrataciones en algunas condiciones: a) 
Contrataciones por procedimientos competitivos, de montos superiores a $ 30.000.000 (treinta millones de 
pesos uruguayos), con violación de las normas vigentes y en las que haya habido recursos administrativos o 
denuncia de irregularidades por parte de particulares.- b) Contrataciones directas por razones de excepción, 
de montos superiores a $ 1:500.000 (un millón quinientos mil pesos uruguayos), con violación de las normas 
vigentes y en las que haya habido recursos administrativos o denuncia de irregularidades por parte de 
particulares.- c) Contratos de concesión, cuyo valor económico se considere superior a $ 7:500.000 (siete 
millones quinientos pesos uruguayos) por año". 


Y luego el artículo dice: "La Presidencia de la Asamblea General, o de la Junta Departamental, en su caso, al 
recibir estas observaciones caratuladas de urgente consideración, podrá solicitar a la Junta de Transparencia y 
Ética Pública asesoramiento especializado sobre las mismas, actuando para ello con las más amplias 
facultades de auditoría e investigación, como auxiliar pericial del órgano legislativo, con autonomía técnica. 
En tal caso, la Junta deberá emitir un dictamen técnico en un plazo máximo de cuarenta días hábiles, salvo 
solicitud expresa de prórroga. El informe será remitido a la Asamblea General para su consideración y, de 
corresponder, al Poder Judicial.- Las observaciones, al caratularse de urgente consideración, deberán ser 
publicadas de inmediato en el sitio web del Tribunal de Cuentas, en un apartado exclusivo". 


Recuerden además que en algún otro artículo decíamos que este tipo de observaciones o cualquier 
observación debía ser publicada en el sitio web de contrataciones estatales. 


SEÑOR GANDINI.- Desde el punto de vista del texto, creo que este artículo 49 mejora. Sin embargo, 
me parece que en la práctica no funciona, por lo que creo que deberíamos buscar algún mecanismo 
para hacerlo más efectivo. Todos sabemos que la comunicación a la Asamblea General es un trámite 
que depende de cómo se conforman las mayorías. De hecho, la Comisión de Hacienda y Presupuesto de 
la Asamblea General nos comunicó el listado de los oficios ingresados el 6 de abril y el 9 de junio de 
2011 con las observaciones urgentes del Tribunal de Cuentas. A un año y pico de funcionar el 
Parlamento en este Período esta Comisión aún no nombró Presidente porque nunca se reunió. 
Entonces, yo cursé una nota solicitando que se convocara a la Comisión sin Presidente; se recorrió el 
camino que hay que hacer y se citó para el lunes 4 de julio a la hora 15. Allí llevé un trabajo que 
elaboré partiendo de lo que nos enviaron y del repartido con todas las observaciones que hizo la 
Secretaría de la Comisión de la Asamblea General. No estoy hablando de los expedientes completos 
sino de las observaciones del Tribunal de Cuentas. Me tomé el trabajo de contarlas: son ciento setenta 
y nueve en ese período breve de un mes y pico, que son urgentes. Algunas son voluminosas; las conté y 
las califiqué. Acá aparece OSE con veinticinco; ANTEL con veinticuatro; el Ministerio de Economía y 
Finanzas con medalla de bronce con veintiuna y UTE con diecinueve. Hay algunas que son interesantes 
para tratar. Es una omisión que la Asamblea General no lo haga porque el régimen nos da una 
atribución que debemos cumplir aunque sea para no hacer lugar. Y la verdad es que la Comisión no 
tuvo número. La bancada de gobierno debe haber resuelto no reunirse porque estábamos casi todos los 


legisladores de la oposición. Aunque hubiéramos estado todos los de la oposición no hubiésemos hecho 
número. No concurrió ningún Diputado ni ningún Senador del Gobierno. El régimen funciona si lo 
queremos hacer funcionar. Acá hay un mecanismo de traba que lo impide. 


A esa voluntad que establece el Poder Ejecutivo en el artículo 49 -que yo comparto porque me parece que 
mejora- le agrega que la Presidencia de la Asamblea General o eventualmente la Junta Departamental en su 
caso, al recibir las observaciones caratuladas de urgente consideración puede solicitar un informe a la Junta 
de Transparencia y Ética Pública. Pero esa potestad se la deja a la Presidencia de la Asamblea General y no a 
la Asamblea General, que lo puede hacer o no porque es potestativo. 


Me parece que en este aspecto vamos a proponer algún cambio en el sentido de que esta potestad sea de la 
Asamblea General o, eventualmente, de cualquier legislador. Entonces, propondríamos que cualquier 
legislador, frente a las observaciones caratuladas de urgente consideración por el Tribunal de Cuentas tenga la 
potestad de enviarlas a la Junta de Transparencia y Ética Pública para recibir un informe. Creo que este es el 
único mecanismo que de contralor que hay: que algunos sujetos externos a las mayorías políticas del caso 
puedan ejercer contralores. Entonces, de esa manera, en el chequeo mutuo, en el balance de los Poderes, 
podemos hacer funcionar los mecanismos de contralor del sistema. Si no, de hecho, no funcionan; los 
consagramos en la ley y una mayoría circunstancial que puede ser de un partido que la tiene o de dos partidos 
que se juntan, impide que estos mecanismos funcionen. 


Digo esto acá sin querer entrar en un debate político. Me parece que es mejor que hagamos cosas en 
abstracto, pero también que veamos lo que nos acaba de pasar: no hemos podido reunir a la Asamblea 
General para considerar ciento setenta y nueve observaciones de carácter urgente del Tribunal de Cuentas, 
realizadas en un mes y medio. No recuerdo qué pasó con las anteriores. Reitero que la Secretaría de la 
Comisión hizo un buen trabajo pues nos repartió todas y, entre ellas, hay algunas que merecen ser 
consideradas por su importancia, pero no pudimos hacerlo simplemente porque un mecanismo parlamentario, 
legítimo, bloquea la posibilidad de hacerlo; en realidad, termina bloqueando el contralor y algo fundamental 
que es la transparencia. A lo mejor hay que generar algún mecanismo para obtener transparencias que estén 
más allá de los lineamientos de voluntades que puedan darse en un momento determinado. 


Quería dejar esta constancia y el anuncio de una propuesta que estamos analizando en este sentido. 


SEÑOR ASTI.- Me parece muy interesante este artículo. Todos sabemos cuál es la historia en cuanto a 
las comunicaciones del Tribunal de Cuentas, muchas de ellas de urgente consideración. No sé si se 
siguen manteniendo los últimos datos que tenía, pero dentro de las veinte mil que se cursaban por año, 
seis mil eran de urgente consideración lo que hacía imposible su tratamiento. 


Creo que aquí vamos a una regulación mucho más efectiva del tema. Me preocupa otra parte de la redacción 
de este artículo. En los tres literales, además de los montos, se dice que se podrá hacer una observación si hay 
denuncia por irregularidades por parte de los particulares. Esto es tan genérico que pienso que va a ser un 
llamador para que en todas las licitaciones públicas se realicen denuncias por cualquier tipo de irregularidad a 
fin de, precisamente, tratar de trancar este proceso. 


Entonces, compartiendo el criterio, me gustaría buscar algo que de alguna manera responsabilizara a quienes 
denuncien irregularidades ficticias simplemente para trabar el trámite. 


SEÑOR MUJICA.- Yo también comparto la inquietud. Me parece que acá la clave, más allá de que el 
mecanismo que propone el artículo 49 pueda acompañarse, es el filtrado. Podemos ir trasladando la 
mosqueta hasta la Junta de Transparencia y Ética Pública y le va a pasar lo mismo que a nosotros: le 
llegarán seis mil por año que no podrá considerar y terminará resolviéndolas de trámite. Entonces, la 
Junta de Transparencia y Ética Pública tendrá las mismas dificultades para tratar miles de 
observaciones del Tribunal de Cuentas, como nos sucede a nosotros, que no las podemos tratar. Más 
allá de la decisión política de no tratarlas, está el hecho de que muchas veces no se puede; 
prácticamente es imposible, pues no se pueden abrir todos los legajos y estudiar todo cuando recibimos 
veinte mil observaciones en un año. ¿Cuántas por día hay que hacer? 


Más allá de los mecanismos que podamos plantear, creo que la clave es el filtrado, es decir, que lo que llegue 
para ser considerado por el Parlamento realmente sea importante. De todos modos, tendremos que determinar 
más exactamente cómo podremos clasificarlas. No estoy pensando en más de cinco o seis observaciones al 
año que ameriten que la Asamblea General se reúna, estudie los legajos, se asesore y resuelva. De lo 
contrario, vamos a estar trasladando los mismos trámites de un organismo al otro y vamos a seguir 
saturándolos con trámites que no se pueden atender. 


SEÑOR GANDINI.- El régimen ya existe. Este artículo que estamos considerando está modificando 
uno ya vigente que establece en qué casos el Tribunal de Cuentas debe calificar como de urgente 
consideración algunas de sus observaciones y remitirlas al Parlamento. De hecho, mi referencia 
anterior está circunscripta al primer semestre. Son dos oficios que ingresaron en abril y en junio pero 
que recogen las observaciones importantes, calificadas como urgentes desde el primer semestre y son 
179, no 20.000. Las observaciones son 20.000, pero las urgentes son estas. Entre las urgentes, la 
mayoría son las reiteradas. Este es el procedimiento con el que debemos tener mucho cuidado 


El ordenador sigue un trámite; este trámite va al Tribunal de Cuentas; este lo observa por diversos aspectos - 
porque se publicó fuera de plazo, porque se publicó en un diario en lugar de dos, porque le falta una coma- y 
así surgen parte de las 20.000 observaciones. Pero algunas de ellas van al corazón del procedimiento. 
Entonces, ¿qué hace el ordenador? Tiene la potestad de reiterar el gasto, que va nuevamente al Tribunal de 
Cuentas, y si este reitera la observación, nos la envía. Estamos hablando de ese tipo de observaciones, sobre 
temas de fondo, cuyo gasto fue reiterado por el administrador que no observó el procedimiento. El Tribunal, 
luego de que se reiteró el gasto y se fundamentó, volvió a analizar y a mantener su observación por lo que 
viene al juez, que es la Asamblea General, integrada por los representantes del pueblo, quienes van a decir si 
la observación del Tribunal de Cuentas -que es un órgano que creó el Parlamento para que se encargue de 
esto y no depende de ningún Poder del Estado; es como un órgano de justicia en materia de legalidad de 
contrataciones públicas- tiene razón. El Tribunal nos brinda su opinión técnica, pero el organismo reiteró sus 
fundamentos y nosotros vamos a decir quién tiene razón. Sin embargo, si el mecanismo no funciona, la 
patología se transforma en regla y es: "Firmá que no pasa nada". Esto pasó en todas las Administraciones. El 
administrador está apurado, recorre un camino que es observado por el Tribunal de Cuentas, reitera, viene un 
trámite al Parlamento y muere en un cajón. Esa es una omisión de este Poder del Estado. El sistema está 
creado para que funcione -le guste o no a este Gobierno o al de cualquier otro partido-, pero no está 
funcionando y nosotros estamos omisos. Y nos mandan el tema bastante digerido porque llegaron 179 
observaciones de esa naturaleza en seis meses, cuando se pueden haber tramitado entre 10.000 y 15.000, 
porque las observaciones anuales andan en 30.000. 


Es bastante seleccionado y nosotros no tenemos posibilidad siquiera de tener el repartido porque para eso 
tiene que sesionar la Comisión. Si no se hubiera reunido la Comisión -que se reunió sin número- ni siquiera 
se hubiera tomado conocimiento. Lo que tenemos es un listado frío que dice: número de oficio, "urgente 
consideración", organismo y resolución del Tribunal. Todo el listado reitera "ratifica observación", "ratifica 
observación". Simplemente, señalo esto. Algunas observaciones son grandes y otras medianas y debemos 


tener algún mecanismo para considerarlas. 


No quiero entrar en debate sino dejar una constancia porque es un tema al que aquí se alude con frecuencia. 
Reitero que se mejora el texto, pero se puede encontrar algún mecanismo para que la mejora se pueda aplicar; 
de lo contrario, es teórica. 


SEÑOR CÁNEPA.- No voy a entrar en el debate de fondo que se ha planteado, pero quiero trasmitir 
que -como manifestó el Director de Secretaría del Ministerio de Economía y Finanzas- la voluntad del 
Poder Ejecutivo es lograr cambios sustanciales. 


En realidad, como funciona el sistema, de acuerdo con el artículo 211 de la Constitución de la República, 
todas las reiteraciones de gastos cuyas observaciones se mantienen por el Tribunal de Cuentas deben ser 
comunicadas a la Asamblea General. Allí dice: "Si el Tribunal de Cuentas, a su vez, mantuviera sus 
observaciones, dará noticia circunstanciada a la Asamblea General, o a quien haga sus veces, a sus efectos". 
Este "a sus efectos" no es un caso vinculante -estoy hablando en términos de hipótesis- y puede terminar, 
porque es un contralor político, en un juicio político, según la potestad que tiene el Parlamento por el artículo 
93 de la Constitución sobre algunos de los miembros del Poder Ejecutivo. Lo que trato de trasmitir es que la 


modificación del artículo 476 de la Ley N* 17.296 regula qué casos son de urgente consideración. El Tribunal 
de Cuentas debe enviar todas las observaciones reiteradas al Poder Legislativo. Lo que se reglamentó en la 
Ley N* 17.296 es cuáles son las observaciones importantes, para que no pase lo que dice el señor Diputado 
Gandini; se dio al Tribunal la potestad de enviar al Parlamento para urgente consideración algunas de las 
observaciones. 


Este artículo 49 quita la potestad al Tribunal de Cuentas y lo transforma en algo preceptivo: siempre que se 
den los elementos que se plantean, el Tribunal deberá enviar las observaciones al Parlamento. Por lo tanto, se 
otorgan más garantías al Parlamento porque dice "dispondrá" mientras que antes decía "podrá disponer". 
Ahora se establece que el Tribunal de Cuentas enviará para urgente consideración algunos casos que se 
definen. Además, como se sabe de esta práctica común de no emitir opinión -lo cual también significa 
hacerlo-, se agrega otro elemento: que algunas de las observaciones enviadas a la Presidencia de la Asamblea 
General -puede ser discutible si sería necesaria alguna mayoría especial- puedan ser enviadas a la Junta de 
Transparencia y Ética Pública. Si se entiende que ciertas observaciones de consideración grave y urgente -las 
que no son solo de trámite- cumplen con los literales establecidos y tienen determinada relevancia, se 
autoriza su envío a la Junta de Transparencia y Ética Pública. Por lo tanto, la voluntad del Poder Ejecutivo es 
buscar la mayor transparencia y dar las mayores garantías a los ciudadanos de que exista mayor fortaleza en 
los mecanismos de control. 


En lo personal, creo que tiene razón el señor Diputado Asti con su planteo respecto al literal c), ya que es 
muy abierto desde el punto de vista jurídico y puede permitir que cualquier persona formule una denuncia sin 
fundamento. Esa preocupación es atendible y quiero que conste en la versión taquigráfica nuestra 
coincidencia con su planteo. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Encontré en la "web" del Parlamento la información a la que se refiere el 
señor Diputado Gandini. El 1% de las contrataciones llegan al Parlamento, pero hay más cosas que 
observa el Tribunal de Cuentas y no tienen que ver con contrataciones como, por ejemplo, pagar sin 
tener el rubro para sueldos. No pude contabilizar las compras de los entes autónomos y servicios 
descentralizados sino que me refiero al sitio "web" que, entre abril y junio, registró más de 7.500 
contrataciones; en relación con las 150 observaciones que tiene el Tribunal de Cuentas parece un 
número menor. Sin embargo, la propuesta intenta buscar un mecanismo para jerarquizar las 
observaciones que merecen atención y responsabilizar a los ordenadores del gasto, que son muchos, en 
el momento de ejercer sus potestades de reiteración. Hay que tener en cuenta que estamos hablando de 
reiteración; porque la contratación se realizó, y como fue así, tuvo que ser reiterada la observación del 
Tribunal de Cuentas. Si el Tribunal hace una observación y uno la acata o subsana el problema, 
cumplió efectivamente con su papel. Esta es una propuesta. Creemos que es importante balancear los 
contralores de las compras estatales. 


En el artículo 50 se establecen, dentro de los principios generales de actuación y contralor en materia de 
contabilidad y administración financiera del Estado, la transparencia y la buena fe, que increíblemente no 
estaban dentro de los principios de la Ley N* 15.907. 


El artículo 51 establece un mecanismo de actualización de los montos referidos en las distintas normas, se 
actualizan los montos de compra directa y de la licitación abreviada anualmente en los meses de noviembre 
de cada año. Se establece noviembre porque es una fecha más tranquila a efectos de no dejar todo para el 31 
de diciembre o para enero. 


En el artículo 52 había una referencia muy graciosa. Decía que cuando alguien compraba por imprevisto 
debía fundar por qué no pudo preverlo a tiempo. Entonces, por definición de imprevisto hicimos la 
corrección en ese sentido. 


En los artículos 53 y 54 se encomienda al Poder Ejecutivo a publicar un Texto Ordenado de Contabilidad y 
Administración Financiera y su difusión a la Agencia de Compras. 


El artículo 55 establece que las normas entran en vigencia cuando el Texto Ordenado esté publicado en el 
Diario Oficial y las referidas al Registro Unico de Proveedores cuando esté en funcionamiento. 


SEÑOR ASTI.- El artículo 51 hace mención a los montos establecidos en las presentes disposiciones. 
Me gustaría saber si estamos seguros de que en el TOCAF no hay ningún otro monto que haya sido 
modificado por las nuevas disposiciones, porque si no alguno quedaría congelado. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Sustituye el artículo del TOCAF que dice que todo lo que está acá es a este 
valor. 


SEÑOR ASTI.- El artículo 586 hacía referencia a los montos límites establecidos en las presentes 
disposiciones. Pero, hay muchos límites. 


Yo quiero asegurarme de que en este artículo estén todos esos montos actualizados nuevamente. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Hay artículos que están presentes exclusivamente porque hacen mención a 
un monto para que sea actualizado. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero decir que para nosotros este es un cambio concreto y con fundamentos a 
través de lo que hemos estado manifestando el Ministro Lorenzo y quien habla. 


También deseo trasmitir que el Estado necesita contar con estos instrumentos. Muchas veces se critica la falta 
de eficiencia del sector público, en algunos casos con justicia y en otros exageradamente y con cierta 
intencionalidad. Entonces, hay que juzgar cuando se dan los instrumentos correctos. 


En este caso, como Poder Ejecutivo trasmitimos al Parlamento que estos son elementos concretos que 
mejoran y defienden al Estado uruguayo, porque permiten generar eficiencia y eficacia en la calidad del 
gasto, en el trabajo cotidiano del Estado que incluye a los Gobiernos Departamentales. Es decir que son 
instrumentos necesarios para defender la eficiencia y la eficacia del Estado, que cada vez más debe dar una 
mejor respuesta a los ciudadanos. 


SEÑOR GANDINI.- No termino de entender el artículo 55. ¿Cuándo entra en vigencia? La norma 
general establece que la Rendición de Cuentas entrará en vigencia el 1” de enero de 2011 y que la 
excepción se marcará en cada artículo. Pero, el artículo 55 dice que entrarán en vigencia el primer día 
del mes siguiente al de la publicación en el Diario Oficial del Texto Ordenado. ¿Es el 1” de febrero de 
2012? Se publica en el Diario Oficial cuando la norma está aprobada y promulgada, o sea ¿el 1” del 
mes siguiente al que se apruebe en el Parlamento? ¿Es antes del 1” de enero? 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Debemos entender que incluye otras normas que no se modifican y que se 
mantienen dentro del TOCAF? 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El artículo 53 encomienda al Poder Ejecutivo la actualización del Texto 
Ordenado. La ley sobre Rendición de Cuentas se promulga en algún momento y lo que establece el 
artículo 55 es que una vez elaborado el Texto Ordenado y publicado en el Diario Oficial, al mes 
siguiente vale. No dice ni 1” de enero, ni 1” de febrero, podrá ser 1” de diciembre, 1” de noviembre, 
depende del plazo que se tome el Parlamento y el que se tome el Poder Ejecutivo para establecer un 
nuevo Texto Ordenado. Esa fue la intención de la norma. Si fuera el 1” de febrero, no sería un drama, 
pero no es la intención. Esto vale el mes siguiente de que se publique el TOCAF, que es lo que da 
certeza de las normas aplicables. 


SEÑOR GANDINI.- Queda claro que no entra en vigencia a partir de la publicación de la ley sobre 
Rendición Cuentas, sino luego de que se haga un trabajo interno en el sentido de armar un nuevo 
TOCAF y se publicará al mes siguiente. No tenemos una fecha cierta porque depende de un trabajo 
administrativo. 


SEÑOR ABDALA.- Antes de terminar, aprovechando que todavía está presente el Prosecretario de la 
Presidencia, quisiera saber si tenemos alguna idea de cuándo volverán para considerar lo relativo al 
Inciso 02. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia ha tomado los recaudos para coordinar una nueva fecha. Le 
hemos planteado al Prosecretario y al Secretario de la Presidencia que en breve trataremos de fijar la 
reunión. 


Los señores Diputados tienen el listado de visitas que están en la agenda. Podemos incluir alguna más en los 
espacios que aún resta rellenar o luego del 1” de agosto, a menos que la Comisión esté dispuesta a sesionar 
luego de la hora 19, lo cual debería resolverse consultas mediante. 


SEÑOR ABDALA.- Nuestra preocupación tiene que ver con la circunstancia de que no estamos 
hablando solo del Inciso presupuestal correspondiente, sino de normas de carácter general y de 
aquellas referidas a los funcionarios públicos. Más allá de que ese capítulo es independiente de todos 
los demás, hay una secuencia natural y lógica, que nos lleva a colocar esto en el análisis inicial de la 
norma presupuestal. No pretendo presionar a las autoridades, pero es lógico que busquemos una 
solución con la mayor prontitud, antes de que entremos de lleno en la vorágine de la consideración de 
todos los Incisos, que comienza en la tarde de hoy, con la visita del Ministerio del Interior. 


(Apoyados) 
SEÑOR CÁNEPA.- Nosotros pensábamos estar hoy todo el día en la Comisión; estábamos dispuestos a 
eso. Pero visto que esto nos insumió un tiempo largo y que hay una agenda prevista por la Comisión, 


manifestamos nuestra voluntad de que, cuando el Presidente lo disponga, a la brevedad concretamos 
una nueva visita. 


Quiero dejar claro -corresponde por una cuestión de honestidad intelectual- que compartimos que hay 
capítulos generales que sería bueno tratar de manera inmediata. Pero la verdad es que no puedo adelantar 
ahora cuándo podríamos volver a reunirnos; lo coordinaremos a la brevedad con el Presidente, tomando en 
cuenta el planteamiento del señor Diputado Abdala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación del Poder Ejecutivo. 


Se pasa a intermedio hasta la hora 15, cuando recibamos al Ministerio del Interior. 
(Es la hora 14 y 15) 


Continua la sesión. 


(Es la hora 15 y 20) 


(Ingresan a Sala el señor Ministro del Interior, el Subsecretario y Asesores) 


Damos la bienvenida al Ministro del Interior, señor Eduardo Bonomi; al Subsecretario, licenciado Jorge 
Vázquez; al Director General de Secretaría, doctor Charles Carrera Leal; al Director de la Policía Nacional, 
Inspector Principal retirado Julio Guarteche; al Subdirector General de Secretaría, Inspector General José 
Pedro Sesser; al Gerente Financiero, señor Darío Astor; a la Gerente de Gestión, contadora Gabriela 
Valverde; a la economista Sandra Figueroa; a la doctora Lorena Placencia; al doctor Carlos Martínez; a los 
Directores de la Unidad de Comunicación, señores Marcelo Barzelli y Fernando Gil y al Inspector Diego 
Fernández. 


Esta delegación ha sido convocada para considerar el Inciso 04, "Ministerio del Interior" que comprende los 
artículos 103 al 126 inclusive del proyecto de ley de Rendición de Cuentas que remitiera el Poder Ejecutivo. 


La idea es hacer una presentación por parte del ejecutivo del articulado en general y luego pasaríamos a 


considerarlo en particular. Los señores legisladores podrán realizar las puntualizaciones y preguntas que 
ayuden a esclarecer las normas. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Muchas gracias, señor Presidente. 


Seré muy breve ya que voy a manejar los grandes conceptos. Luego voy a ceder el uso de la palabra al 
Director General de Secretaría para que fundamente sobre el articulado. 


Lo que hicimos fue reconvertir cargos en varios órdenes, cargos que entendemos que no condicen con el 
Presupuesto aprobado. Entonces, eliminando esos cargos, creamos otros que sí tienen que ver con el sentido 
del Presupuesto. 


Fundamentalmente, nos manejamos en tres aspectos. Lo que refiere al Instituto Nacional de Rehabilitación, 
donde suprimimos cargos de la Dirección Nacional de Cárceles y se crean cinco cargos de Subdirector que 
tienen que ver con el funcionamiento del Instituto que hasta ahora, lo único que tiene según el Presupuesto, 
es el cambio de nombre y un Director. En ese mismo Presupuesto se nos planteaba que enviáramos un 
proyecto de ley sobre el funcionamiento del nuevo Instituto Nacional de Rehabilitación, cuya elaboración ya 
terminamos y está en manos del Poder Ejecutivo para ser enviado al Parlamento, dando así cumplimiento al 
mandato del Presupuesto. 


En línea con lo que viene en el proyecto de ley, se crean cinco cargos de Subdirector: un Subdirector 
Administrativo; un Subdirector Técnico; un Subdirector Operativo encargado de la seguridad; un 
Coordinador de Zona Metropolitana que abarca Montevideo, San José y Canelones y un Coordinador de 
Zona Interior. A su vez, se crea una partida destinada a la mejora de gestión en el Instituto. 


Del mismo modo, con supresión de cargos, se crean 129 cargos en la Guardia Republicana, 40 funciones 
contratadas y 89 que se incorporarían al Escalafón L, Subescalafón Ejecutivo. Esto tiene que ver con la 
intención de aumentar el personal de Guardia Republicana por arriba de lo que estaba planteado en el 
Presupuesto. 


Además, se plantean cambios en la Dirección Nacional de Información e Inteligencia y se crea una partida 
anual de $ 11:000.000 destinada al pago de compensaciones autorizadas en estos tres Institutos. 


El sistema que se ha aplicado ha sido la supresión de cargos y la creación de otros nuevos en función de lo 
que estaba planteado en el Presupuesto. 


Ahora quisiera que el Director General de Secretaría dé mayores explicaciones de todo esto, y luego 
continuaré con mi exposición. 


SEÑOR CARRERA.- Como ustedes saben, por mandato de Presidencia de la República y del 
Ministerio de Economía y Finanzas, esta Rendición de Cuentas debía ser Gasto 0. Por lo tanto, con una 
actitud responsable y mediante el ahorro que pudiésemos generar, debíamos financiar nuestros 
artículos. 


Me voy a referir a los artículos 103 y 104. 


Tenemos aproximadamente 32.850 cargos presupuestados. Nosotros analizamos la organización y, de 
acuerdo con las definiciones de la Ley de Presupuesto, comenzamos a analizar cuáles serían los cargos que se 
podrían suprimir a efectos de generar los ahorros necesarios para poder seguir adelante con las definiciones 
políticas que señalaba el señor Ministro. Teniendo en cuenta esos aspectos, suprimimos cargos de la Unidad 
Ejecutora 001, Secretaría, que no tenían ninguna funcionalidad -de acuerdo con las definiciones que tomamos 
en la Ley de Presupuestos-, así como algunos cargos en la Unidad Ejecutora 026, Instituto Nacional de 
Rehabilitación, ya que se trata de cargos creados con una lógica anterior a la definida en la Ley de 
Presupuestos. 


Como ustedes saben, en la Ley de Presupuesto creamos 1.580 cargos para el INR, en su gran mayoría 
operadores penitenciarios, y para ello pusimos en práctica el Escalafón S, que es un escalafón civil. Luego 
creamos 380 cargos de profesionales, a efectos de llevar adelante las políticas de rehabilitación que nos 
proponemos que sean desarrolladas en el INR, así como ochenta funciones contratadas. En el artículo 103 
pueden apreciar la lista de todos esos cargos. 


El artículo 104 se refiere a funciones contratadas, policiales o civiles. 


No tenemos nada más para aportar en lo que refiere a estos dos artículos. 


SEÑOR GANDINL.- Saludamos a la delegación del Ministerio del Interior. 


Quisiera saber cuál es el ahorro que se genera a través de esta supresión a efectos de financiar futuros costos 
que aparecen en otros artículos. 


SEÑOR CARRERA.- Serían aproximadamente US$ 2:000.000. 
SEÑOR GANDINL.- ¿Anuales, por los dos artículos? 
SEÑOR CARRERA. SÍ, serían anuales. 


Ese ahorro nos sirvió para financiar las funciones y los cargos presupuestales de la Guardia Republicana, los 
cinco cargos del INR, los $ 11:000.000 destinados a pagar compensaciones de las Unidades Ejecutoras -que 
luego desarrollaré-, y aproximadamente $ 3:000.000 para el pago de compensaciones a los Directores de los 
establecimientos carcelarios. 


En el artículo 105 se crean algunos cargos relacionados con analistas de información e inteligencia. El nuevo 
Director de Información e Inteligencia nos expresó que necesitaba algunos cargos de analista de información. 
Por lo tanto, en el artículo 105 se crean seis cargos de Comisario del Subescalafón Técnico para Licenciado 
en Relaciones Internacionales, Abogado, Sociólogo, Politólogo, Analista de Sistema y Semiólogo. Como ya 
expresé, estos cargos están destinados a la Dirección General de Información e Inteligencia. La Dirección 
necesita estos cargos porque el trabajo de inteligencia es fundamental en la prevención y represión de la 
comisión de delitos. 


SEÑOR ABDALA.- Más allá del título habilitante en cada una de las especialidades ¿cuáles serán las 
condiciones requeridas para obtener esos cargos? ¿Cuál será el procedimiento que se llevará a cabo? 
¿Se hará un llamado o será a través de la designación directa del Ministerio o del señor Ministro? 


SEÑOR CARRERA.- Se harán concursos que permitirán ingresar al escalafón policial, y se debe tener 
el título de la profesión que allí se establece. El artículo 106 tiene que ver con la racionalización de un 
cargo de la Secretaría del Ministerio: el cargo de Oficial Principal, grado 8 (PT) Procurador se 
transforma en un cargo Oficial Principal, grado 8 (PT) Abogado. Se trata de una persona que está con 
su carrera cortada y con esta transformación podrá seguir adelante con su carrera administrativa. 


El artículo 107 tiene que ver con nuestra pirámide, que no es muy racional y nuestro objetivo es que lo sea. 
En este caso tenemos vacantes de Agentes de lra. y tenemos ocupados a Agentes de 2da. Con este artículo 
facultamos al Poder Ejecutivo a efectuar ascensos al grado inmediato superior, suprimimos diez cargos, que 
van a quedar vacantes en Secretaría, y los transformamos en cargos de ingresos a la Guardia Republicana. El 
artículo pretende que se habilite al Poder Ejecutivo a realizar racionalización de cargos y lograr una mejor 
gestión de sus recursos humanos, que posibilite tener una adecuada carrera funcional, destrabando los 
ascensos. Por último el artículo suprime los cargos de Agente de 2da., lo que permite que se creen cargos en 
la Guardia Republicana, que es la nueva Unidad Ejecutora, a la que buscamos dar un potencial y fortalecer. 
Esta fue una de las definiciones que tomamos en el acuerdo de la multipartidaria y en nuestra Ley de 
Presupuesto. 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera hacer dos consultas. 


Llama un poco la atención -supongo que tendrá una explicación- que el curso de pasaje de grado se haga 
después y no antes. Eso parece un poco contradictorio con el sentido común, pero me imagino que alguna 
explicación habrá. Es decir, que primero ascienden y, después hacen un curso para ver si están capacitados 
para ocupar el cargo. Me gustaría tener una explicación al respecto. 


La segunda consulta tiene que ver con la supresión de los diez cargos. Si no entendí mal, se acaba de decir 
que el propósito es que esto se compense con la creación de diez cargos en la Guardia Republicana. Mi 
pregunta es qué ocurre con las cinco vacantes restantes de Agentes de 2da.; supongo que quedarán en el 
mismo Programa. 


SEÑOR SESSER.- El sistema que se está utilizando en este artículo ya se ha empleado en otras 
oportunidades. Inclusive, en la Rendición de Cuentas pasada se habilitó un tema similar para los 
ascensos de personal superior. Esta es la forma de posibilitar la liberación de vacantes, pero a su vez, el 
policía que asciende por este artículo se capacite para el grado que va a ocupar. En caso de no hacerlo - 
por eso se incorpora el inciso tercero-, quedan comprendidos en lo dispuesto en el artículo 54 de la Ley 
Orgánica, que establece que el policía que en tres oportunidades consecutivas no realice o no apruebe 
el curso o concurso para ascender de grado queda definitivamente inhabilitado para el ascenso, y si 
tuviera causal jubilatoria queda comprendido en el retiro obligatorio. 


SEÑOR ABDALA.- Conocemos el antecedente que menciona el señor Subdirector, e inclusive fue 
motivo de polémica en esta Comisión. Nosotros seguimos sosteniendo que lo más razonable es 
capacitarse primero, después cursar y luego acceder al cargo o ocupar la vacante. La pregunta es si 
esto obedece a alguna razón de urgencia. 


Presumo que la supresión de los cargos no se hará efectiva hasta tanto no se verifiquen los ascensos. Supongo 
que se verificarán en la medida en que se aprueben los cursos. De lo contrario, imagino que se volverá atrás y 
entonces la vacante que teóricamente se iba a suprimir seguirá ocupada por quien ascendió temporariamente, 

pero después no aprobó el curso. Estoy hablando en un plano teórico, pero lo primero es el análisis teórico de 
la solución. 


SEÑOR SESSER.- Cuando el ascenso se verifica es definitivo. No está condicionado a la aprobación 
del curso o del concurso de pasaje de grado. La urgencia que hay es la que mencionaba recién el señor 
Director General, es decir, a los efectos de liberar esas diez vacantes para incorporarlas al Presupuesto 
de la Guardia Republicana. La posibilidad de que un policía ascienda responde al mismo sistema que 
se aplicó la otra vez. En la medida en que el Poder Ejecutivo haga uso de la facultad que establece este 
proyectado artículo 107, y el ascenso se verifique, eso es irrevocable. O sea que no se condiciona a la 
aprobación del curso. El hecho de que no apruebe el curso en tres oportunidades consecutivas, 
significará el cercenamiento definitivo de la carrera, o si reúne el coeficiente jubilatorio, el pase a 
situación de retiro. 


SEÑOR ABDALA.- A pesar de haber entendido la explicación, no alcanzo a comprender los 
fundamentos. Es decir, cuál es la razón de que se organice el sistema de esta manera y no de la más 
previsible, o sea que haya una vacante, voluntad administrativa de llenarla, que se llame a concurso, y 
quienes hacen los cursos ascienden si los aprueban y la vacante del grado inferior se suprime. Quisiera 
saber por qué se escoge este mecanismo, que por lo menos, es inverso. 


SEÑOR CARRERA.- Como dijimos al comienzo, la urgencia es crear cargos de ingreso a la Guardia 
Republicana. 


Teníamos esas vacantes y no nos habilitaban para utilizarlas. El mecanismo fue utilizado en muchísimas 
oportunidades en leyes de Rendición de Cuentas, y nosotros lo empleamos en la Ley pasada. Como dice el 
señor Diputado, tuvimos algún diálogo sobre el tema en esta misma Sala. Acá estamos generando, por lo 
menos, diez vacantes de ingreso a la Guardia Republicana, que es lo que nos pide la sociedad: crear más 
cargos de ingreso a este Cuerpo. 


En realidad, nosotros suprimimos diez cargos porque cinco ya estaban ocupados. Tocamos la carrera 
administrativa de cinco funcionarios, y por ese motivo se suprimen diez. 


El artículo 108 introduce tres transformaciones en la Dirección Nacional de Identificación Civil. Habíamos 
creado algunos cargos de Oficial Subayudante (PE) (CP) en la Ley de Presupuesto, y estos cargos serán 
ocupados por ingenieros. Como ustedes saben, esta profesión tiene desempleo cero, pero la intención es 
transformarlos en cargos de Comisario a los efectos de que tengan un mejor salario y puedan ser ocupados 
por esos profesionales. Estos cargos tienen como destino un proyecto muy importante que es el llamado 
Nacido Vivo. Como ustedes saben, cuando nace un niño, inmediatamente se le asigna su número de cédula de 
identidad. Por la magnitud de este proyecto fueron transformados en Comisarios. El artículo 109 refiere a la 
autorización que se da al Ministerio para realizar la racionalización administrativa de cargos. 


La racionalización de los cargos y escalafones del Inciso es central, en el entendido de que la estructura 
actual repercute negativamente en la gestión. Por ejemplo, tenemos algunas unidades ejecutoras como la 
Dirección Nacional de Identificación Civil, donde hay muchos funcionarios que ocupan el escalafón de 
policía ejecutivo, pero en realidad deberían ocupar el de policías administrativos, teniendo en cuenta la 
función que cumplen. 


Entonces, este artículo nos habilitaría, en conjunto con la Oficina Nacional del Servicio Civil y la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, a racionalizar esos cargos. La misma situación se da en nuestra Secretaría y en 
la Dirección Nacional de Migración. 


SEÑOR ABDALA.- De su sola lectura surge que esta disposición es una autorización genérica y 
bastante indiscriminada, porque, en principio, por la vía de la ley se estaría habilitando al Ministerio a 
realizar cualquier tipo de reestructura o de modificación de su organización administrativa, 
incluyendo todos los escalafones y en particular a la policía administrativa y la policía ejecutiva. Me 
parece que se trata de una delegación de atribuciones importante o, por lo menos, de la potestad 
legislativa. 


Ante una propuesta de reestructura de estas característica -si existiera en el futuro-, lo razonable y lo que nos 
daría garantías a todos hubiera sido plantearla al Poder Legislativo en alguna de las instancias presupuestales 
-Rendición de Cuentas u otra- para su aprobación, más allá del asesoramiento de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil y de la Contaduría General de la Nación. Creo que, en definitiva, es el Poder Ejecutivo solo, 
sin control parlamentario -más allá de los controles habituales-, el que en este caso quedaría habilitado, con 
esta amplitud, a efectuar una racionalización que en los hechos debe interpretarse como reestructura o 
redimensionamiento administrativo de todo el Ministerio y, por lo tanto, de todo el Instituto Policial. Me 
parece que es una exagerada amplitud, salvo algún fundamento que se me pueda proporcional que yo no 
alcanzo a advertir. 


Además, parece una solución de distinto tenor con relación a las otras que estamos analizando. Hasta ahora 
se nos ha venido explicando el sentido de las disposiciones anteriores, que suprimen cargos para crearlos en 
otro lado. También se nos ha explicado por qué razón se pretende que determinadas funciones en 
determinadas reparticiones del Ministerio sean contratadas en lo que tiene que ver con cargos de carácter 
técnico. Lo mismo con relación a los movimientos vinculados con las vacantes de Agente de 2da. Todo eso 
parece tener un determinado estilo -minucioso, preciso y exhaustivo- a la hora de las decisiones 
administrativas y de someterlas a la autorización y aprobación parlamentaria, que se contrapone con esto 
otro. En algún sentido, esto otro parecería que fuera una disposición de carácter general que convierte en 
innecesaria todas las anteriores, ya que por un lado la ley crea cargos y, por otro, habilita que se haga 
cualquier tipo de racionalización administrativa; no se entiende muy bien el sentido de la política 
presupuestal. Desde el punto de vista de la oposición -espero que se comprenda- creo que aprobar una 
disposición de este tenor es complicado, porque no sabemos bien para qué es. Por eso pediríamos que se 
intentara fundamentar la propuesta. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- En el mismo sentido que el señor Diputado Abdala, queremos 
manifestar la necesidad de tener un conocimiento más acabado del diagnóstico y las razones de esta 
medida, que aunque puedan ser compartibles, advertimos que el Poder Ejecutivo debería establecer en 
este artículo -ya que le pide al Parlamento una potestad tan amplia- un plazo determinado, un período 
de tiempo acotado. Aquí se establece: "previo informe de la Oficina Nacional del Servicio Civil y de la 
Contaduría General de la Nación". Creo que también sería imprescindible informar a la Asamblea 
General sobre cuál ha sido el alcance de dicha reestructura. 


SEÑOR CARRERA.- La fundamentación fue la que expresé. 


Existen normas que ya habilitan a hacer este tipo de racionalizaciones, por lo menos a los demás Incisos de la 
Administración Central. 


Por ejemplo, en Secretaría tenemos policías ejecutivos que realizan tareas administrativas, y la diferencia 
salarial entre uno y otro es de $ 4.000. La labor del policía ejecutivo tiene que ver con el orden y la seguridad 
pública, la prevención y la disuasión. En realidad, la intención es crear herramientas en la Administración 


Central, como el Sistema de Gestión Humana, que nos va a proporcionar sistemas de información, a partir de 
los cuales 


nuestra intención es llegar a fin de año con ellos- podremos hacer este tipo de racionalización 
administrativa. 


En ese sentido, en la Dirección Nacional de Identificación Civil tenemos policías ejecutivos que realizan 
tareas administrativas. La intención es transformarlos y que ocupen el cargo correspondiente de acuerdo con 
las tareas que realmente realizan. 


Teniendo en cuenta lo manifestado por los señores Diputados de la oposición, quizás podríamos agregar al 
final del artículo: "dando cuenta a la Asamblea General". Esa podría ser una posibilidad. Si los señores 
Diputados la ven con buenos ojos, nosotros no tendríamos ningún inconveniente en agregar esa frase al final 
del artículo, o escuchar alguna otra propuesta. 


La necesidad de esta herramienta existe; por eso hablamos con la Oficina Nacional de Servicio Civil, con la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y la Contaduría General de la Nación. No puede ser una herramienta 
indiscriminada, porque como los señores Diputados saben bien, no se puede afectar la carrera administrativa 
de los funcionarios. Nosotros tenemos la necesidad de que cada uno de los policías realicen las tareas para las 
cuales fueron contratados. 


Debemos tener en cuenta que, en pos de la racionalización de nuestra estructura o de la organización del 
Ministerio del Interior, a través de este artículo se pueden generar recursos para poder hacer otras cosas. 


SEÑOR ABDALA.- Está bien. En todo caso, ese aspecto es atendible y veremos si ayuda a encontrar 
un sentido a esta decisión. 


Lo que advierto es que, más allá de la explicación que se ha ensayado -que la considero atendible- me parece 
que formalmente o literalmente, la consecuencia o el resultado de una redacción de estas características 
puede llegar a ambientar, contemplar, fundamentar o legitimar cualquier tipo de actuación administrativa, ya 
que habilita a realizar la racionalización administrativa de todos los cargos y escalafones, lo cual me sugiere - 
por lo menos a mí- que da para todo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Claro, pero en un programa. 
SEÑOR ABDALA.- Está bien, al Inciso 04 "Ministerio del Interior”... 


(Intervención del señor Carrera) 
—+Está bien, Secretaría del Ministerio; toda la parte administrativa del Ministerio del Interior. 


Yo creo que es de una amplitud -repito- bastante considerable -por no decir exagerada- y, desde ese punto de 
vista, me deja dudas, porque la misma creación y supresión de cargos que consideramos en las discusiones 
anteriores, independientemente de la unidad ejecutora o del programa correspondiente, podría eventualmente 
quedar también contemplada por una disposición de estas características. Sería una especie de delegación 
legislativa, aunque la Administración o el Ministerio me diga que no lo quiere para eso sino para 
determinadas necesidades concretas que son las que se han explicado y que puedo llegar a entender. 


Reflexionaremos sobre esto y tomaremos en cuenta la propuesta del señor Director. 


Por ahora creo que no podemos avanzar mucho más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ayudaría a esclarecer esto que la Dirección General nos indicara qué 
universo de cargos estaríamos involucrando con este proceso, es decir, si se ha avanzado en identificar 
estos cargos o si se está en ese proceso, por lo que se requiere de una norma abierta. 


SEÑOR CARRERA.- Nuestra intención es que el policía ejecutivo esté en la calle haciendo las tareas 
que le corresponde y que el que está desarrollando tareas administrativas, las siga haciendo. El 
universo es una serie de funcionarios que está realizando tareas y no tiene el escalafón correspondiente. 


SEÑOR ABDALA.- ¿No hay norma habilitante para eso? ¿Esto no está en el fundamento jurídico de 
cada escalafón y de cada una de las naturalezas de la función que acaban de ser mencionadas, a efectos 
de que el Ministerio pueda reclamar a quien es ejecutivo que cumpla labores ejecutivas y a quien es 
administrativo que cumpla labores administrativas? No entiendo muy bien por qué se demanda esta 
habilitación genérica y adicional. 


SEÑOR CARRERA.- Nosotros tenemos policías ejecutivos que hace veinte o veinticinco años que están 
realizando tareas administrativas. No le puedo exigir a un policía ejecutivo que desde hace muchos 
años realiza tareas administrativas que salga a la calle. Por eso, hay que racionalizar. No existe una 
relación entre policías ejecutivos y policías administrativos. Lamentablemente, durante muchísimos 
años únicamente se creaban cargos de policías ejecutivos, no de administrativos, que ocuparan esa 
labor de apoyo que debe tener la Policía. Lamentablemente, ha habido una política en ese sentido que 
se desarrolló durante muchísimos años. 


SEÑOR ABDALA.- Está muy bien. Si ese es el objetivo creo que es bastante más acotado; importante, 
pero más acotado. Tal vez estemos frente a una diferencia de redacción. De pronto, reformulando el 
artículo podemos aproximarnos, independientemente de que la Asamblea General tenga noticias 
porque, lo diga imperativamente la ley o no, eso es accesorio. Pero si ese es el verdadero objetivo, tal 
vez sea simplemente una cuestión de redacción más precisa y elocuente en cuanto a lo que se persigue. 


SEÑOR CARRERA.- Luego presentaremos una propuesta de nueva redacción de este artículo. 


Como dijo el señor Ministro, mediante la ley_de presupuesto transformamos la Dirección Nacional de 
Cárceles en el Instituto Nacional de Rehabilitación. En ese sentido, creamos el cargo de Director Nacional 
del Instituto, pero a los efectos de cumplir con el rol, todas las obligaciones y los planes del INR, ese cargo 
necesita ser secundado. En este caso, creamos el Directorio del INR, es decir, los cargos de los tres 
Subdirectores, que deben ser secundados por un Subdirector administrativo, un Subdirector operativo y un 
Subdirector técnico, y los cargos de los coordinadores, uno de la zona metropolitana y uno del interior. Los 
artículos 103 y 104 refieren a los fondos que solventan la creación de estos cargos. 


SEÑOR GANDINI.- Me cuesta comprender que estos cargos sean de confianza política. La definición 
para ese nivel de gestión -el de Subdirector- establece que, por supuesto, no pueden ser funcionarios del 
Ministerio ni funcionarios de carrera o de profesión, sino que sean políticos. Creo que podría 
concursarse, que podrían ser cargos de carrera. ¿Cuál es el fundamento para que estos cinco cargos 
típicos de gestión deban ser políticos? 


SEÑOR CARRERA.- El fundamento pasa por la necesidad que existe. Este es un Instituto nuevo. 
Nosotros recién estamos trabajando en todo lo que tiene que ver con la reglamentación, con la creación 
de la carrera administrativa. Como dijo el señor Ministro, recién ahora se está por enviar el proyecto 
de ley del INR al Parlamento. Hay necesidad de tener un Directorio que pueda desarrollar las políticas 
de rehabilitación, de trabajo y de seguridad que necesita el INR. Estas creaciones van en la lógica de 
las definiciones que fueron tomadas en la multipartidaria. Si nosotros creamos el Instituto Nacional de 
Rehabilitación, necesitamos crear los cargos que le den músculo, solvencia y que lleven adelante el 
desarrollo de las políticas definidas. 


El artículo 111 crea una partida que permite el pago de horas docentes en lo que tiene que ver con el Instituto 
Nacional de Rehabilitación. Este mes comenzamos los cursos de formación de los operadores penitenciarios 
1,3 y 5. La intención de esta partida es dar los fondos a todo lo que tiene que ver con la capacitación de los 
futuros operadores penitenciarios. Luego de culminar con todo el proceso de los concursos y el ingreso de 
funcionarios, nuestra intención es capacitar a mil doscientos funcionarios del INR por año. Esa partida está 
relacionada con esa formación. 


El artículo 112 tiene relación con la guardia republicana. Se establece la creación de cuarenta funciones 
contratadas. La guardia republicana tiene una formación especial. La intención es que se les pueda rescindir 
ese contrato más fácilmente, si no aprueban las pruebas de aptitud o el concurso. Luego de que aprueban el 
curso de formación, pasarían a ser presupuestados. Esta es una necesidad que nos planteó el Director de la 
guardia, y tiene razón. Se trata de cuarenta funciones contratadas porque es la capacidad que hay cada seis 
meses. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Cuál es el costo de esto? Supongo que está financiado a través de los artículos 
103 y 104. ¿Qué tipo de contratos se realizan? ¿Temporales? ¿De qué naturaleza es la relación 
contractual que se establece? 


SEÑOR CARRERA.- El costo es de $ 9:699.000. El contrato es temporal. Si la persona aprueba el 
curso, pasa a ser presupuestada. 


SEÑOR GANDINI.- Por lo tanto, se rige por toda la normativa que ha regulado ese tipo de contrato, es 
decir, ventanilla única, llamado, concurso, etcétera, tal cual ha quedado establecido creo que en el 
artículo 55 de la Ley de Presupuesto y su Decreto reglamentario. 


SEÑOR CARRERA. Siempre hay un concurso de ingreso. 


SEÑOR GANDINI.- No pongo en cuestión eso. Lo que digo es que por la Ley de Presupuesto se creó un 
mecanismo de ventanilla única, un sistema nacional de reclutamiento, etcétera, que rige para toda la 
Administración. La pregunta es si se están adaptando a ese nuevo sistema. Como acá hay un caso 
concreto, lo tendremos que analizar en la Rendición de Cuentas de la Oficina Nacional de Servicio 
Civil. 


SEÑOR CARRERA.- Nosotros nos adaptamos al sistema de reclutamiento nacional, es decir, a la 
Oficina Nacional de Servicio Civil. Nuestros concursos se hacen por ventanilla única, se hacen las 
publicaciones correspondientes y luego, si la persona cumple con los requisitos, ingresa. 


SEÑOR GANDINI.- Perfecto. 


SEÑOR CARRERA.- El artículo 113 también está relacionado con la Guardia Republicana. Allí 
nosotros estamos creando ochenta y nueve cargos de Guardia de Segunda GR, y la intención es, como 
dijo el señor Ministro y como fue definido en la Ley de Presupuesto, seguir desarrollando y 
potencializando esta fuerza. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Cuál es el costo? 
SEÑOR CARRERA. $ 21:581.958. 


El artículo 114 corrige una situación que no fue bien resuelta en la Ley de Presupuesto, donde se creó el 
cargo de Subdirector de la Policía Nacional, cuya función es secundar al Director de la Policía Nacional. Se 
había establecido que cobraría una compensación del 90% de la remuneración del Director Nacional de 
Policía, pero tuvimos una serie de inconvenientes para poner en práctica ese artículo, entonces lo que hicimos 
fue establecer que fuera un cargo del Escalafón Q, incluido en el literal c) del artículo 9” de la Ley _N* 15.809, 
para que tuviera una remuneración acorde a la función que desarrolla. En realidad lo que hace es sustituir la 
redacción del artículo anterior, de la siguiente manera: "Será secundado por el Subdirector de la Policía 
Nacional elegido entre los Oficiales Superiores en actividad o retiro, tendrá el carácter de particular confianza 
Escalafón Q y será incluido en el literal c) del artículo 9% de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986". 


SEÑOR ABDALA.- Efectivamente, este fue un tema que se debatió en la instancia presupuestal. Tengo 
bien presente el antecedente que menciona el señor Director General de Secretaría. 


La duda que me asalta, y que arrastro desde el tratamiento de la Ley de Presupuesto -con esa característica se 
aprobó el antecedente que aquí se menciona-, es que quien ocupe el cargo y la función de Subdirector 
Nacional de Policía -como dice aquí- debe ser elegido entre los oficiales superiores. Eso incluye tanto a 
Inspectores Principales, como a Inspectores Mayores, como a Inspectores Generales. La pregunta es si el 
Ministerio ha evaluado -supongo que lo habrá hecho y habrá llegado a esta conclusión- la pertinencia de que 
cualquier Oficial Superior pueda ocupar esa función y, en todo caso, si se justifica descartar que la misma sea 
ocupada por quienes están en la máxima jerarquía del Escalafón, que son los Inspectores Generales. Por lo 
tanto, se podría llegar a dar la situación de que mañana la decisión recayera -no digo que sea ilegal porque la 
ley lo habilitaría- en un Inspector Mayor o en un Inspector Principal que tendría más jerarquía que otros 
funcionarios que se supone que tienen grado mayor. Reitero, no sería ilegal; la pregunta es si desde el punto 
de vista de la conveniencia y de las funciones esto ha sido ponderado y se entiende conveniente que así sea, o 
si desde el punto de vista de la verticalidad sería más razonable que esta posición recayera sobre un Inspector 
General. 


SEÑOR CARRERA.- Hoy ese cargo está siendo ocupado por un Inspector General en retiro, que es el 
Inspector Raúl Perdomo. Podría darse la situación que plantea el señor Diputado; la Ley Orgánica 
Policial prevé esas situaciones. Por ejemplo, si fuera el caso de un Inspector Mayor que estuviera en 
actividad, quizás tendría que pasar a retiro. Es una situación interesante de analizar pero hoy no se da 
porque quien está en actividad como Subdirector de la Policía Nacional es un Inspector General 
retirado, que es el Inspector Raúl Perdomo. 


SEÑOR ABDALA.- Sin perjuicio de eso, no se ha planteado la duda o no se ha hecho patente 
simplemente porque la situación no se ha configurado, pero la pregunta apuntaba a la previsión que el 
Ministerio haya tenido con relación a esta resolución. Si mañana se diera el caso que planteé, ¿sería 
saludable o estaríamos frente a una situación eventualmente inconveniente o no deseable? Se supone 
que las normas tienen vocación de permanencia, por lo que este caso se solucionaría muy fácilmente si 
modificáramos el tenor de la redacción. Supongo que si no se hizo es porque el Ministerio entiende 
razonable que con el debido margen de discrecionalidad el mando político resuelva si es un Inspector 
Mayor, un Inspector Principal o un Inspector General. 


Se me dice que ese caso no se ha dado; está bien, pero podría llegar a darse, entonces el Ministerio no vería 
ninguna dificultad en que esa situación pudiera darse en el futuro, en esta Administración o en otras, porque 
se supone que esto no es para esta Administración sino para todas, mientras no se modifique la ley. 


SEÑOR GUARTECHE.- En todos los casos la persona tiene que pasar a retiro. Ese fue mi caso. Yo soy 
Inspector Principal y había Inspectores Generales en actividad, y para ser Director de la Policía tuve 
que pasar a retiro. No obstante, quien me secunda, el Inspector General Perdomo, ya estaba en retiro y 
él pudo ocupar el cargo de la Subdirección. En todos los casos se debe pasar a retiro porque de lo 
contrario se generaría un gravísimo problema institucional y muchos deberían irse de baja de la 
Policía o pasar a retiro porque, por ejemplo, un Inspector Mayor ocuparía un cargo donde hay 
muchísmas personas que tienen cargos superiores. 


SEÑOR GANDINI.- Esta aclaración probablemente supere una de las dos preguntas que iba a hacer, 
aunque la naturaleza de esta redacción cambia la anterior. La anterior mantenía a ese funcionario en 
actividad y recibía una compensación por ocupar el cargo; ahora es un cargo político de particular 
confianza. Lo que debería preverse, en ese caso, de acuerdo con la normativa general, es la posibilidad 
de reservar el cargo, pero a lo mejor eso no es conveniente por lo que se decía recién. Lo lógico sería 
que pudiera reservar su cargo, ocupar un cargo de confianza política y luego volver, eventualmente, a 
su cargo anterior. Pero si el hecho es el que se manifestaba recién, que un oficial en actividad de menor 
rango no quede por encima de los demás, puede que sea lógico obligar a pasar a retiro. 


En ese caso, mi segunda pregunta es la siguiente. La redacción actual prevé, en el final, que el complemento 
que recibe es compatible con la percepción del retiro. ¿El cargo de particular confianza es compatible 
naturalmente con el retiro? No sé cuál es el régimen previsional de la institución policial. Si no lo fuera, 
habría que declararlo por ley para que pudiera cobrar su retiro; si no se desea que lo cobre, podría optar y, por 
lo tanto, suspenderlo. La pregunta es la siguiente. ¿Ese es el camino que se ha decidido? ¿Puede acumular los 
dos o debería explicitarse? 


SEÑOR CARRERA.-- En realidad, el cargo de particular confianza del Escalafón Q) es compatible con 
el retiro, porque se trata de dos Cajas diferentes; por uno, se aporta a la Caja Civil y, por otro, a la 
Caja Policial. Por eso, son compatibles. 


El artículo 115 refiere a una compensación creada para las actividades y operaciones especiales. Es una 
compensación extraordinaria para los funcionarios de la Guardia Republicana, de la Dirección General de 
Represión del Tráfico Ilícito de Drogas, de la Dirección General de Información e Inteligencia, y de la 
Dirección General de Lucha contra el Crimen Organizado e Interpol. Como los señores Diputados saben, la 
intención es apoyar las actividades y las operaciones especiales que desarrollen las mencionadas Direcciones, 
en el entendido de que son actividades de alto riesgo y de gran repercusión en la lucha contra el crimen y, en 
especial, contra el crimen organizado. Los funcionarios que actúan eficientemente en estas actividades deben 
ser compensados, de forma de incentivar los buenos resultados obtenidos; esto es cuando el señor Ministro y 
la Dirección de la Policía Nacional así lo entiendan. 


SEÑOR ABDALA.- Con relación a esta disposición, quiero formular dos consultas. 


La primera es la siguiente. No me resulta demasiado claro —aunque parece desprenderse de la redacción- si 
esta compensación extraordinaria se va a otorgar con carácter permanente o si estará referida a cada actividad 
y a cada operación que efectivamente cumplan estos funcionarios en la Guardia Republicana, en el ejercicio 
de sus funciones en las reparticiones mencionadas. 


La segunda duda tiene que ver con el efecto que esto pueda tener —por supuesto, no lo afirmo, sino que lo 
pregunto— hacia la interna del instituto policial, ya que puede llegar a representar una suerte de 
discriminación con otros funcionarios —por ejemplo, con otros funcionarios de la Guardia Republicana que 
no estén destinados a estas reparticiones o con otros funcionarios del instituto policial-, en la medida en que 
es una mejora, que no digo que no esté justificada; todos entendemos y compartimos el propósito que se 
persigue. 


Resumiendo, quiero preguntar, en primer lugar, el alcance y la forma de otorgar esta compensación y, en 
segundo término, el efecto que pueda tener desde el punto de vista de la convivencia interna, por llamarlo de 
alguna manera. 


SEÑOR GUARTECHE.- En realidad, este es el inicio de un cambio que pretende generalizarse en la 
Policía, que consiste en que se reciban compensaciones luego de cumplirse determinados resultados. Se 
van a establecer indicadores de gestión. En la medida en que se cumpla con los indicadores de gestión, 
se va a recibir la compensación prevista en este artículo. 


Este cambio pretende ser más profundo y, con posterioridad, tener que ver con los ascensos. En nuestro 
concepto, nadie podría llegar a Comisario Inspector si no hace una buena gestión como Jefe de Unidad, que 
sería un Comisario. De manera que queremos establecer indicadores de gestión que indiquen con claridad 
cuándo una gestión es buena y cuándo no lo es. En la medida en que el funcionario cumpla con una buena 
gestión, estará capacitado para recibir la compensación correspondiente y estará habilitado para acceder al 
grado inmediato superior —pensamos legislar al respecto-, porque entendemos que no es moralmente posible 
que un individuo ascienda a Comisario Inspector y mande a Comisarios cuando, en realidad, mientras fue 
Jefe de Unidad no estuvo a la altura de las circunstancias. 


SEÑOR CARRERA.- El artículo 116 refiere a una compensación para los Directores de los 
establecimientos carcelarios. 


Como los señores Diputados saben, desde el Ministerio del Interior nos encontramos imbuidos en un gran 
proceso de transformación del sistema penitenciario y los Directores de los establecimientos juegan un rol 
fundamental en la organización, en la gestión de los recursos humanos, en la gestión de las personas privadas 
de libertad, en la gestión de los alimentos. Nuestra intención es que si los Directores cumplen determinados 
compromisos de gestión —son aproximadamente veinticinco establecimientos carcelarios-, sean merecedores 
de esta compensación. Se establecerían compensaciones diferenciales, según la importancia y las 
dimensiones del establecimiento. 


Como dije, la compensación estará atada a los compromisos de gestión, que serán reglamentados, luego de 
aprobada la ley, de acuerdo con la Oficina de Compromiso de Gestión, que está integrada por la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, la Oficina Nacional del Servicio Civil, el Ministerio de Economía y Finanzas y 
el Inciso involucrado; en este caso, el nuestro. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Se puede compartir la forma de retribución que se establece en 
este artículo, siempre y cuando la reglamentación fije un buen sistema de metas. 


Hacemos la misma observación que hicimos con relación al artículo 109; entendemos que habría que agregar 
que el resultado de la aplicación de este artículo deberá ser comunicado a la Asamblea General, así como 
también en la Rendición anual. 


SEÑOR CARRERA.- El artículo 117 refiere al nuevo estatuto jurídico que queremos dar a la actual 
Dirección Nacional de Información e Inteligencia, futura Dirección General de Información e 
Inteligencia. 


Desde que fue creada la Unidad Ejecutora "Dirección Nacional de Información e Inteligencia", no tuvo 
funcionarios ni recursos. Nuestra intención es darle el mismo estatuto jurídico de la Dirección General de 
Represión del Tráfico Ilícito de Drogas y de la Dirección General de Lucha contra el Crimen Organizado e 
Interpol. Ese sería el fundamento. 


En la misma lógica de lo que estábamos hablando y de lo que planteaba el señor Ministro hoy, la idea es 
racionalizar la estructura organizacional, mejorando la organización y el organigrama de nuestro Inciso. 


SEÑOR ABDALA.- Entiendo que es de recibo la explicación que acaba de formularse; sin embargo, 
me resulta preocupante la parte final del artículo 117. Se establece: "La Dirección General de 
Información e Inteligencia [...] dependerá directamente del Ministro del Interior", de la persona 
Ministro del Interior. Por supuesto, con esto no hacemos referencia, necesariamente, a quien hoy reúne 
esa condición, al actual titular del Ministerio del Interior; estamos hablando en términos generales. 


Desde ese punto de vista, en momentos en los que se debate con relación a la ubicación institucional y a los 
controles parlamentarios referidos a los Servicios de Inteligencia, me parece que debería explicarse esta 
condición, es decir, cuál es la verdadera justificación para que Inteligencia dependa del Ministro y no del 
Ministerio -son dos cosas distintas- y, por lo tanto, al depender del Ministro, que funcione de manera 
absolutamente separada, divorciada, distinta, de la estructura del Ministerio del Interior. 


Por ejemplo, el señor Director Nacional de Policía, con toda la relevancia que sin ninguna duda su ubicación 
institucional tiene para el cumplimiento de la función policial, al tenor de esta disposición, no tendría la más 
mínima ya no digo injerencia, sino directa vinculación, relación o conocimiento, por lo menos de acuerdo 
con lo que surge del texto que estamos analizando. Y hasta donde sé, esto es una innovación, por lo menos 
con relación al Ministerio del Interior y a los Servicios de Inteligencia. Y si no lo fuera, de todas maneras, 
reafirmo mi discrepancia inicial —repito-, en momentos en que en este mismo Parlamento mucho se debate 
con relación a los Servicios de Inteligencia del Estado, específicamente, respecto al mejor diseño 
institucional, teniendo en cuenta que al hablar de estas cosas hablamos ni más ni menos que de las garantías 
de los ciudadanos, entre otras cosas importantes, y por lo tanto de la plena vigencia del Estado de derecho y 
las garantías constitucionales por las cuales se supone, en especial desde este Poder del Estado, debemos 
velar y preocuparnos. 


Así que la pregunta conlleva una afirmación y una duda, pero específicamente me interesa conocer la razón 
política, el argumento sustantivo, para proponer al Parlamento esta reestructura de los Servicios de 
Inteligencia, que implica una dependencia directa y exclusiva del Ministro, ni del Subsecretario, ni del 
Director Nacional ni del Director General. 


SEÑOR CARRERA. En realidad no hay ninguna innovación. El único cambio es que deja de ser una 
Unidad Ejecutora para ser una Dirección General que está en la Secretaría, porque la ley que crea la 
Unidad Ejecutora expresa que depende del Ministro. La única innovación es que hoy pasa a ser una 
Dirección General de Información e Inteligencia. Esto se hace porque no tiene sentido una Unidad 


Ejecutora con $ 200.000 de gastos de inversión y $ 300.000 o $ 400.000 de gastos de funcionamiento, 
cuando los fondos para cubrir todos estos gastos se obtienen del Presupuesto de la Secretaría. 


Entonces, el único cambio es que pasa a ser una Dirección General que depende de la Secretaría del 
Ministerio del Interior, teniendo el mismo estatuto jurídico que Drogas o Crimen Organizado e Interpol. Los 
otros aspectos mencionados por el señor Diputado ya figuraban en la ley. 


El artículo 118 refiere a un incremento de los Gastos Confidenciales. Esto se debe a una demanda creciente 
para apoyar operaciones especiales encubiertas en las que se hace necesario, por ejemplo, cubrir gastos de 
alquileres de vehículos, informantes, hoteles. Como ustedes saben, estos gastos no se pueden ejecutar por los 
canales habituales pues la confidencialidad y la inmediatez así lo establecen. Acá lo que hicimos fue una 
transposición de fondos. 


SEÑOR GANDINL.- El artículo dispone un incremento. Quisiera saber cuál es el monto habilitado o 
disponible con destino a Gastos Confidenciales que tiene hoy la Secretaría del Ministerio del Interior. 


SEÑOR CARRERA.- El monto para Gastos Confidenciales hoy asciende a $ 5:800.000 y la intención es 
obtener un incremento de $ 4:000.000 más. 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera saber si por estos Gastos Confidenciales, más allá de su justificación, en 
algún momento se hace alguna rendición de cuentas, es decir, cuál es su manejo interno, quién tiene 
noticia de los mismos. 


SEÑOR CARRERA.- Los Gastos Confidenciales son manejados por el Ministro. Se hace una rendición 
de cuentas, pero no es obligatoria. En nuestro caso, sí, hacemos una rendición de cuentas al señor 
Ministro. 


Los Gastos Confidenciales están destinados a operaciones especiales. Se gasta mucho en Drogas o en Crimen 
Organizado y cuando necesita alguna Jefatura. 


SEÑOR SESSER.- El artículo 119 establece una extensión del sistema que el Ministerio del Interior ha 
ido aplicando en los últimos tiempos al ascenso al Grado de Comisario Inspector o Mayor. Al principio, 
este sistema se aplicaba solo en los casos de ascenso a Inspector General; luego, se extendió al ascenso a 
Inspector Principal y, por último, también a Inspector Mayor. Ahora se pretende extender el sistema de 
tercios, que comprende antigúedad calificada, concurso y selección, al ascenso de Comisario a 
Comisario Inspector, abandonando en forma paulatina el sistema tradicional de la antigúedad 
calificada. 


Esto conlleva también la aplicación de una norma que hace un tiempo se aprobó y nunca se puso en 
funcionamiento, que habilita al Ministerio del Interior a la instauración de una jurisdicción nacional de 
calificación de los Comisarios. Es decir que a través de este artículo se pone esto en vigencia y, a Su vez se 
establece el sistema de tercios para el ascenso al Grado 11, de Comisario Inspector o Mayor. 


SEÑOR CARRERA.- El artículo 120 refiere a la posibilidad de facultar a la Escuela Nacional de 
Policía a celebrar convenios con entidades públicas o privadas y a que pueda cobrar un precio por ello. 
Esta es una posibilidad muy similar a la que tiene la Oficina Nacional del Servicio Civil. Por ejemplo, 
hace poco se aprobó un decreto que reglamenta todo lo que tiene que ver con la seguridad de las 
empresas de intermediación financiera. De esta manera, se faculta a la Escuela a brindar cursos de 
capacitación pagos a los empleados de esas empresas, así como a hacer una supervisión académica de 
las escuelas de formación privadas existentes y que también cobre un precio por esas inspecciones. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero plantear dos cuestiones menores. 


No entiendo bien por qué se exige que estos convenios se realicen a solicitud de las entidades públicas o 
privadas que quieran recibir la capacitación. Parece que esto fuera un requisito, porque dice: "[...] a celebrar 
convenios con entidades públicas o privadas nacionales o internacionales a solicitud de éstas y con el objeto 


de obtener capacitación en seguridad [...]". También quedaría comprendido dentro de "a solicitud de éstas" 
que reciban inspecciones las instituciones que brindan servicios educativos en seguridad. Me gustaría recibir 
una fundamentación. 


Además, más adelante dice: "El costo derivado de la prestación", y eso puede confundir, ya que de acuerdo 
con lo que se explicaba —y teniendo en cuenta lo que dice el artículo-, tiene una intención de ganancia. 
Entonces, al decir "El costo", parece que se está evaluando cuánto le cuesta a la institución, cuando, en 
realidad, se está hablando de lo que se le debe reembolsar. A lo mejor debería decir "El Precio" y no "El costo 
derivado de la prestación". 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera saber si el Registro Nacional de Empresas, que regula la actividad de las 
empresas privadas de seguridad, tiene potestades en una Dirección similar a esta, en cuanto al control 
y a la capacitación de las empresas de seguridad. Me gustaría saber si, eventualmente, estamos frente a 
una situación de duplicación y en qué medida lo que se establece aquí es compatible o no es 
contradictorio con lo que ya rige con relación al Registro de Empresas. 


SEÑOR CARRERA. En realidad, el RENAEMSE solo tiene el control, es decir, la potestad inspectiva. 


En cuanto a la capacitación, tuvimos especial cuidado en que esta se lleve a cabo en el ámbito de la Escuela 
Nacional de Policía, que es la Unidad Ejecutora del Ministerio del Interior que se debe encargar de este tipo 
de actividades. En realidad, como dice el Decreto —y es nuestra intención-, esa capacitación será especial, y 
se deberá hacer de común acuerdo con RENAEMSE. 


Las inspecciones son obligatorias, y quizás, como dice el señor Diputado Gandini, haya que rever la 
redacción de ese artículo. En realidad, este artículo, por decirlo de alguna manera, tiene un primo hermano; 
me refiero a un artículo que habilita los cursos de formación, como dije antes, de la Oficina Nacional de 
Servicio Civil. 


Quizás el señor Gandini tenga razón, y haya que rever la redacción de este artículo, para que de su lectura no 
se desprenda que los convenios entre partes son voluntarios, ya que en algunos casos son obligatorios. 


SEÑOR GANDINI.- En realidad, yo planteo algo mucho más sencillo: eliminar "a solicitud de estas", 
de modo que la Escuela Nacional de Policía pueda vender el servicio. Me refiero a que pueda visitar 
aquellas instituciones que brindan educación en esa materia y ofrecerles su capacitación. Si espera que 
le soliciten ese servicio, quizás eso no ocurra. 


Creo que para la Escuela es bueno, y también para el sistema, que la Escuela de Policía inspeccione estos 
lugares, les sugiera lo que deben mejorar y, a su vez, pueda brindarles el servicio de capacitación. Además, de 
esa manera puede obtener recursos que le permitan mejorar sus prestaciones. Por eso propuse que se 
cambiara la palabra "costo", por "precio" y que se transparentara la situación y que se aclarara que la Escuela 
Nacional de Policía va a brindar el servicio de capacitación a aquellos operadores privados o instituciones 
educativas privadas que imparten capacitación en materia de seguridad. 


SEÑOR CARRERA.- En realidad, esa es nuestra intención, en primer lugar, porque no tenemos la 
capacidad real, como Escuela Nacional, de asumir la formación de todos los empleados de las empresas 
de seguridad privadas. Entonces, podemos seguir dos caminos. Uno de ellos es dar el curso a no más de 
cien personas, cada quince días, que es la capacidad que tenemos para impartir ochenta o ciento veinte 
horas de clases, de acuerdo con el proyecto aprobado recientemente. El otro camino es brindar 
supervisión académica a las empresas que brindan este tipo de servicio —hay tres o cuatro- y 
otorgarles una habilitación. 


Estamos de acuerdo en cambiar la palabra "costo" por "precio". Además, el artículo dice: "[...] a celebrar 
convenios con entidades públicas o privadas nacionales o internacionales a solicitud de éstas y con el objeto 
de obtener capacitación [...]". En este caso creo que podríamos cambiar la palabra "obtener" por "brindar", y 
quitar "a solicitud de estas", ya que de esta manera quedaría mejor la redacción. 


SEÑOR GANDINI.- ¡Perfecto! 


SEÑOR CARRERA.- El artículo 121 crea un nuevo paréntesis en la Guardia Republicana. Como 
ustedes saben, la Guardia Republicana se creó para dar "status" al Regimiento Guardia Republicana 
de la Jefatura de Policía de Montevideo, con dos Unidades, que eran la Guardia de Coraceros y la 
Guardia Metropolitana. La intención es crear un nuevo paréntesis unificado a partir de estas dos 
Guardias. Así los recursos humanos se unificarán en un solo paréntesis. 


Para referirse a las disposiciones siguientes cedo la palabra a la doctora Placencia. 


SEÑORA PLACENCIA.- Lo que pretendemos hacer es comenzar un proceso de transformación en la 
normativa que tiene que ver con el trabajo que realizan las personas privadas de libertad. Entonces, se 
pensó en reformar ciertos artículos del Decreto Ley madre que regula el trabajo de los reclusos. En ese 
sentido, ampliamos las facultades del Ministerio para la celebración de convenios con instituciones 
públicas o privadas, ya que la normativa actual dice que solo en casos especiales pueden celebrarse ese 
tipo de convenio. Por lo tanto, ahora otorgamos una facultad más amplia a las autoridades del 
Ministerio para que pueda proceder en ese sentido, obviamente, con el objetivo de que sean más las 
personas privadas de libertad que trabajen. 


También se dispone que los beneficios sociales y las remuneraciones estarán incluidos en los convenios que 
se celebren, por supuesto, respetando los mínimos establecidos en la legislación laboral y en las resoluciones 
de los Consejos de Salarios. 


Asimismo, se establece por vía legal que la remuneración -el "peculio"- continúa siendo el 50% del salario 
mínimo nacional. Además, se plantea que aquellas tareas que realicen los reclusos que sean de menor 
relevancia, como el aseo de las celdas, de los pasillos o de espacios comunes reducidos, no van a ser 
remunerados. Hacemos esta aclaración porque anteriormente la legislación permitía que se otorgara una 
remuneración en esos casos. 


SEÑOR GANDINL- Me gustaría conocer cómo funciona el sistema. Acá hay alguna definición 
novedosa en tanto a que la Administración no es responsable y solidaria de las obligaciones que contrae 
aquella empresa pública o privada que contrata. Además, se dice que la retribución que perciban los 
reclusos será considerada "Fondos de Terceros”. Entonces, ¿quiere decir que el recluso no cobrará su 
sueldo del empleador, sino que lo hará la Administración, quien luego le retribuirá sus haberes al 
recluso? ¿Es así? ¿Por eso se dice que la retribución se considerará "Fondos de Terceros"? ¿Quiere 
decir que el recluso no cobrará su salario directamente del empleador, sino que lo hará a través de la 
Administración, quien, de alguna manera, retendrá ese dinero para luego ser volcado? ¿Esa es la razón 
por la que dice que el Instituto Nacional de Rehabilitación no es responsable y solidario, ya que si no le 
pagan, no tiene por qué hacerlo la Administración? ¿Así funciona? 


SEÑORA PLACENCIA.- Con el Fondo de Terceros -en acuerdo con las normas contables- se trata de 
favorecer que el recluso pueda acceder a sus haberes posteriormente. De lo contrario, ese dinero iría a 
Rentas Generales y se requeriría de un trámite burocrático más complejo para que pudiera acceder a 
su retribución. Fue por ello que se acordó la creación de un Fondo de Terceros con el Ministerio de 
Economía y Finanzas, de manera de facilitar los trámites burocráticos. 


SEÑOR GANDINLI.- ¿Pero la Administración es la que cobra y paga? 
SEÑORA PLACENCIA.- Así es, señor Diputado. 


Con el artículo 123 se quiere comenzar a dar pasos en lo que tiene que ver con la responsabilidad social del 
individuo que comete un delito, principalmente con respecto a la persona que victimiza. Entonces, un cierto 
porcentaje de su remuneración contribuiría a las actividades que realiza el Centro de Atención a las Víctimas 
de la Violencia y el Delito, que tienen que ver con apoyo psicológico, clínico, etcétera. Son pequeños pasos 
que se quieren dar y que estarían dentro de las posibilidades económicas del Estado. No se maneja un 
porcentaje muy elevado de la remuneración que percibe la persona privada de libertad porque, además, hay 
otros descuentos legales que operan. Por esa razón se establece ese porcentaje en concreto. 


SEÑOR GANDINI.- Entre las normas referidas no aparece el Decreto-Ley N* 14.470. Digo esto porque 
aquí se agrega un artículo 46 bis, que empieza con una formulación que viene de otro lado. Se habla de 
"hasta el 10%"; por lo tanto, debe haber una distribución de porcentajes. Lo aclaro porque la referida 
que tenemos corresponde a la Ley N* 15.903. 


SEÑORA PLACENCIA.- El artículo 46 establece: "De la remuneración del recluso podrá destinarse, 
por la autoridad carcelaria, hasta el 30% (treinta por ciento) para atender sus gastos personales y 
hasta otro 30%" puede ir con destino a ayudar a la familia del recluso que, obviamente, está afuera del 
establecimiento. 


La propuesta es realizar otro descuento a la remuneración que percibe la persona. 


SEÑOR CARRERA.- El artículo 124 refiere a una posibilidad legal de retención de haberes por 
pérdida de equipamiento policial. 


Como ustedes saben, existe el principio de intangibilidad del salario, esto es, no se puede hacer ningún 
descuento al salario de un trabajador o de un empleado sin autorización legal. Con esto buscamos la 
posibilidad de que cuando haya pérdida del equipamiento policial por culpa o dolo del funcionario se pueda 
descontar el valor de su salario. Lamentablemente, hemos constatado muchísimas situaciones de pérdida o de 
destrucción del equipamiento policial y la intención es esa. Anteriormente existía un decreto que hace unos 
años fue derogado y no había ninguna norma que habilitara este procedimiento; como ustedes saben, la 
habilitación debe ser legal y no por vía de un decreto. 


SEÑOR GANDINI.- No deja de ser curiosa la formulación porque imagino el descuento cuando el 
extravío o el desapoderamiento se produce por culpa, negligencia o descuido del funcionario, pero no lo 
imagino por dolo porque quiere decir que entregó el arma, que cometió un delito; vendió el uniforme o 
el equipamiento y eso sería dolo. Está clara la culpa; hay responsabilidad, pero por negligencia o por 
descuido y entonces se autoriza a que se le cobre. El dolo parecería ser un elemento mucho más grave. 
A lo mejor es sin perjuicio de otras sanciones o de la baja. Digo esto porque quizás en algún caso esa 
sea la consecuencia. 


SEÑOR CARRERA.- Como saben, la baja no es automática, sino que hay un sumario previo y puede 
ser que esa persona siga vinculada a la institución. La idea es descontar el dinero en esas situaciones. 
Sin dudas, si un funcionario policial vende o entrega un arma o parte de su uniforme a un delincuente 
está cometiendo un delito más grave. El problema es que la baja no es automática. Esa fue la intención 
del Departamento Jurídico de la Secretaría al proponer esta norma: mientras se prosigue la vía 
administrativa y el sumario, se puede descontar el dinero de sus haberes. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- En el caso de los oficiales, ¿el equipo y el arma no son suyos? Al 
recibirse el equipo, ¿no se les hace un descuento? 


SEÑOR CARRERA.- No, señor Diputado. En realidad, todo el equipamiento -incluido el uniforme- es 
adquirido por la Secretaría de Estado. 


El artículo 125 refiere al aumento de la multa para las empresas de seguridad privada -que hoy es de tres a 
cinco veces el importe impago y que pasa a ser de tres a diez-, pues una multa tan baja no logra los objetivos 
deseados de persuadir a las empresas de incumplir la normativa vigente; se ha constatado que algunas veces 
las empresas reinciden por lo bajo de las multas. 


En nuestra nueva política en materia de seguridad pública, relacionada con la disminución del 222, y de 
acuerdo con la nueva normativa en seguridad privada, esta norma da un nuevo valor a las multas. 


SEÑOR ASTI.- Cuando se habla de tres a diez veces el importe impago, ¿de qué estamos hablando? 


SEÑOR CARRERA.- Por ejemplo, refiere a no tener la habilitación legal, el número de funcionarios 
inscritos en la empresa o no tener los vehículos habilitados. 


SEÑOR ASTI.- Yo me refiero al importe de la multa. Se dice que pasa a ser de tres a diez veces del 
importe impago, pero ¿cuál es el importe impago? 


SEÑOR MARTÍNEZ.- El importe que hay que pagar para habilitar un guardia de seguridad es de 1,80 
UR, es decir, aproximadamente $ 900. La idea es que quien no lo pague, la multa pueda llegar a $ 
9.000, que es el máximo. 


SEÑOR CARRERA.-- El artículo 126 es una modificación del artículo 148 de la Ley N* 16.170. En este 
caso, además del Director y Subdirector General de Información e Inteligencia, se agrega el 
Subdirector de Asuntos Internos. En realidad, los dos primeros cargos no tienen costo porque ya 
perciben una partida. Solo se agrega el cargo de Subdirector de Asuntos Internos, con un costo anual 
de $ 115.000. 


SEÑOR GANDINTI.- Quiero hacer una pregunta -en su momento, no quise detener la exposición que se 
venía haciendo- que tiene que ver con el artículo 103. 


Se me hace saber que este artículo podría estar afectando algunos derechos, en tanto la supresión de estos 
cargos podría afectar a varios policías que han concursado para ocupar algunos de ellos y que simplemente se 
encuentran aguardando a que se cumpla el plazo de permanencia establecido para cada grado para acceder al 
grado inmediatamente superior. Al eliminarse algunos de estos cargos, esa posibilidad se vería frustrada. 


La pregunta concreta es si esto se va a dar y si, efectivamente, afecta los derechos de algún policía que ha 
concursado por estos cargos que desaparecerían. 


SEÑOR CARRERA.- Cuando hicimos el análisis correspondiente, esto no afectaba la situación de 
ningún funcionario. 


SEÑOR GANDINI.- No tengo muchos más datos que los que di: se me hace saber que con fecha 1” de 
febrero de 2012 se cumpliría el plazo de permanencia de varios policías y accederían a algunos de estos 
cargos por los que concursaron, pero que a esa fecha ya estarían suprimidos. Entonces, no sé si no 
habría que buscar alguna solución en el sentido de que esos cargos concretos no se suprimieran. 


SEÑOR CARRERA.- El propósito no es perjudicar a ninguno de los funcionarios. Si se diera la 
situación, se buscarían soluciones para cada uno de ellos. 


Cuando analizamos la situación, no constatamos ninguna de las situaciones que menciona el señor Diputado 
Gandini. 


SEÑOR GANDINI.- Entonces, averiguaremos más al respecto. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- En el repaso del articulado, nos llama la atención -consideramos más 
que oportuna esta instancia para repasar algo que nos ha preocupado y que, evidentemente, también 
preocupa mucho a la población- que no aparezca algo que necesariamente debería estar, ya sea desde 
el punto de vista de lo que se define como una Rendición de Cuentas o en lo que corresponde a la 
proyección del Ejercicio en sí. Nos referimos a la situación del 911. 


Sabido es que se trató de una compra directa de equipamiento y que lleva casi cuatro años con un 
funcionamiento por demás irregular, con prórrogas que, a nuestro juicio, no dejan bien parado al Ministerio 
del Interior -tres Ministros han anunciado su puesta en marcha definitiva y los tres lo han debido postergar- 
con un cronograma de puesta en funcionamiento largamente vencido. Este equipamiento fue adquirido a una 
empresa china que -tal como lo señaláramos en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración- no tiene ningún antecedente en materia de comercialización de un equipamiento de esta 
naturaleza a nivel internacional; sí sabemos que ha sido adquirido dentro de la propia China. Este 
equipamiento tiene un costo cercano a los US$ 12:000.000 -por lo menos lo que se nos informó en la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Admnistración es que no llegaba a esa cifra, pero 
le faltaba muy poco- que fue prácticamente pagado en su totalidad. Naturalmente, el funcionamiento de este 


equipamiento tiene repercusión directa en lo que hace a la seguridad ciudadana y a las garantías de cada uno 
de los ciudadanos. 


Nuestra tarea aquí, desde la propia definición de lo que es una Rendición de Cuentas, es saber qué se ha 
hecho con un equipamiento tan costoso, adquirido en forma directa y cuyo funcionamiento deja por demás 
que desear en la medida en que ha habido un problema grave en la compatibilidad del software. Si eso es así, 
estimamos que la compatibilidad debería llevar algún tipo de costo adicional a efectos de ponerlo en marcha 
en las condiciones que corresponda. 


Como no aparece en el articulado ningún tipo de solicitud de rubros a estos efectos, entendemos que se han 
resuelto definitivamente los problemas de software o que simplemente estamos resignados a que el 
equipamiento funcione como una mera central telefónica, tal como lo está haciendo hoy. Queríamos saber en 
qué estamos en cuanto a esto. 


SEÑOR ABDALA.- Quería agregar una consulta muy concreta, que tal vez debí haber hecho cuando 
analizamos las normas referidas al Instituto Nacional de Rehabilitación. 


Me refiero a la disposición de la Ley de Presupuesto que estableció un plazo de ciento ochenta días para que 
el Ministerio del Interior elaborara un cronograma de traspaso de las cárceles departamentales a la órbita del 
nuevo Instituto Nacional de Rehabilitación. Los ciento ochenta días no eran para que efectivamente se 
concretara el traspaso, sino para que se elaborara el cronograma. Obviamente, una vez elaborado, se entiende 
que hay que ponerlo en práctica. 


Mi consulta es en qué estamos con relación a eso, a qué altura del cronograma nos encontramos y, sobre todo, 
cuándo estima el Ministerio que ese objetivo estará cumplido, de acuerdo a lo que estableció la propia Ley_de 
Presupuesto. 


SEÑOR BEROIS.- Quería dejar constancia de algo que ya dije en la Comisión de Presupuestos y que 
ahora nos vuelve a surgir mirando el articulado. 


Aunque no necesariamente debe venir en el articulado, como hombres del interior tenemos una preocupación 
permanente -teniendo en cuenta los incentivos que se han dado y los materiales que se acercan a otras 
Unidades Ejecutoras dentro del Ministerio- con respecto a la policía rural, en particular en relación al 
abigeato que, a veces, es un problema no tan promocionado ni conocido, pero que lo vive la gente del 
interior. Digo esto porque generalmente sabemos que la eficiencia en esto se mide teniendo en cuenta los 
elementos materiales y los incentivos personales que debe tener el policía rural. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- Voy a responder la pregunta del señor Diputado 
Gloodtdofsky, que hace referencia a dos cuestiones distintas. Una cosa es el 911, y otra, el Centro de 
Comando Unificado 


Con respecto al 911, se está trabajando como lo ha hecho hasta ahora. 


En cuanto al Centro de Comando Unificado, está pronto y funcionando normalmente. De hecho, ha servido 
para aportar a la Justicia grabaciones de algunas cámaras que están distribuidas en Montevideo. En este 
momento, estamos realizando la selección del personal para ponerlo a funcionar y estamos pensando en 
centralizar ahí el Centro de Comando Unificado y el 911. Para eso estamos terminando un procedimiento de 
adquisición de un nuevo sistema de comunicaciones que hará que las comunicaciones sean realmente 
efectivas, con un sistema encriptado que va a permitir que los delincuentes que tengan en su poder algún tipo 
de radio que pueda interferir en la radio policial, no lo puedan hacer; tampoco podrán hacerlo los periodistas. 
Además, permitirá que toda el área metropolitana cuente con una comunicación de muy buena calidad, sin 
zonas oscuras, como tenemos hoy en día, donde de repente hay un móvil policial puesto en algún lugar que 
no escucha las comunicaciones de la mesa central de operaciones. De esa forma, vamos a tener mejor 
capacidad para recibir información y para dar una respuesta planificada, es decir, responder con los medios 
necesarios para cada situación concreta. 


Estamos finalizando el procedimiento de la adquisición de esta nueva tecnología en comunicaciones; ni bien 
se seleccione el personal y se capacite, estaría en condiciones de empezar a funcionar globalmente como una 
unidad similar a la del 911, pero con mucho más potencia de recepción y de respuesta. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Conozco la diferencia entre el Comando Unificado y el 911. Yo pregunté 
cómo estaba funcionando el 911 porque se asignaron rubros para la adquisición de equipamiento por 
US$ 12:000.000 y al cabo de cuatro años -luego de postergar su inauguración tres veces- ni siquiera 
aparece un rubro para compatibilizar los software. Esto creo que merece una explicación. 


En cuanto al Centro de Comando Unificado, lo tengo claro. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- Los US$ 12:000.000 se invirtieron en el Centro de 
Comando Unificado, no en el 911. No entiendo el alcance de la pregunta. 


SEÑORA VALVERDE.- Estamos terminando el cronograma para el traspaso de los establecimientos 
carcelarios, y luego será elevado a las autoridades. Obviamente, el traspaso de los establecimientos 
penitenciarios de la órbita de las Jefaturas de Policía al Instituto Nacional de Rehabilitación va a llevar 
algún costo adicional que debe ser negociado con el Ministerio de Economía y Finanzas. De todas 
formas, estamos analizando aquellos establecimientos a los que van a ingresar operadores 
penitenciarios en estos meses, y estamos priorizando aquellos que están en el centro de la ciudad de los 
departamentos y dentro de los edificios de las Jefaturas de Policía. 


Con estos elementos y alguna información que falta -como el costo del traspaso- estaríamos en condiciones 
de presentar el cronograma en las próximas semanas. 


SEÑOR ABDALA.- Por supuesto me resulta satisfactoria la explicación, pero lo preguntaba porque el 
plazo que previó la Ley de Presupuesto está vencido; eran ciento ochenta días. Me pregunto si no 
deberíamos introducir algún aditivo prorrogando ese plazo, ya que en pocas semanas, según lo que 
aquí se ha dicho, la planificación estaría pronta. Tal vez, prorrogando el plazo por treinta o sesenta 
días -esto lo podemos ver después- cumpliríamos con lo que establece la ley. No hay ningún tipo de 
señalamiento con relación a esto porque sé que no es una tarea sencilla. De cualquier manera, sería 
interesante conocer cuál es la cadencia y cuánto es el tiempo que insumirá efectivamente este traspaso 
hasta completar la totalidad de las cárceles. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Respecto a la segunda pregunta, decía hoy que parte del 
cronograma, Lineamientos Generales, está incluido en el proyecto de ley. ¿Cómo procede? En primer 
lugar, que el Instituto Nacional de Rehabilitación salga de la Policía y quede en la órbita del 
Ministerio; luego, cuando la cantidad de operadores penitenciarios Escalafón S supere la de los que 
trabajan en el Escalafón L, procedería a salir del Ministerio como un organismo desconcentrado; 
tendrá como organismo de referencia al Ministerio del Interior, pero no dependerá de este. 


SEÑOR POSADA.- Descentralizado. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Lo que estaba previsto en el acuerdo multipartidario era un 
organismo descentralizado, pero llegamos a la conclusión de que tenía que ser desconcentrado. 


SEÑOR ABDALA.- Actualmente es desconcentrado. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Sí. Nosotros poníamos esas generalidades con alguna 
profundización mayor en el proyecto de ley. Lo que se presentará dentro de unas semanas es un 
cronograma mucho más desarrollado teniendo en cuenta lo que señalaba la contadora Valverde. 


SEÑOR POSADA.- Simplemente a efectos aclaratorios: si estamos hablando de un órgano 
desconcentrado, va a seguir funcionando en el ámbito del Ministerio del Interior. Cuando nos 
referimos a un servicio descentralizado, por más que el Ministerio del Interior sea la Cartera de 
referencia, estamos hablando de otra persona jurídica. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Cuando dijeron que era un organismo descentralizado en 
lugar de desconcentrado, yo lo acepté; por lo tanto, esta última intervención no se ajusta a lo que había 
dicho anteriormente. 


SEÑOR IBARRA.- Quizá sea bueno ponernos al día respecto a cómo está la situación del ingreso de 
policías ejecutivos. 


Sabemos que ha habido problemas fundamentalmente vinculados a la desocupación: el porcentaje de 
desocupación ha bajado muchísimo, y eso ha significado que -conjuntamente con los salarios para la Policía, 
que no son muy atractivos- haya habido problemas para el ingreso de policías ejecutivos, más allá de los 
esfuerzos que ha hecho el Ministerio, inclusive disminuyendo algunos requisitos que se solicitaban antes. 


Hago esa pregunta porque a todos los ciudadanos nos interesa reforzar la Policía -sobre todo la policía 
ejecutiva- para afrontar la inseguridad. 


Además, quisiera saber en qué estado se encuentra algo que ha sido manejado por distintos actores políticos 
del Ministerio: el posible pasaje de personal de las Fuerzas Armadas al Ministerio del Interior. Esta es una 
información que nos serviría para manejar hacia el conjunto de la población, más aún teniendo en cuenta el 
artículo 82 -referido al Ministerio de Defensa-, que prevé una disminución importante -a través de la 
supresión de vacantes- del personal militar. Por supuesto que no todas las vacantes van a pasar al Ministerio 
del Interior, pero podría ser una posibilidad para reforzar a este Ministerio a través del ingreso de policías 
ejecutivos. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero realizar algunas preguntas, si bien las dos primeras coinciden con lo que 
ha expresado el señor Diputado Ibarra. La primera surge de una información de prensa, que quisiera 
confirmar, que señala que en los últimos meses han renunciado ochocientos policías ejecutivos 
pertenecientes a las comisarías de Montevideo y que hoy hay ochocientos policías ejecutivos menos en 
las veinticuatro seccionales policiales. De esta forma la capacidad del personal ha disminuido, ya que se 
pasó de tres mil seiscientos a dos mil ochocientos funcionarios. 


Mi segunda pregunta también está vinculada a lo que ha expresado el señor Diputado Ibarra. La Ley_de 
Presupuesto estableció la posibilidad -fue iniciativa de mi Partido- de que los militares pudieran pasar a ser 
policías, luego de recibir formación y capacitación adecuada para el nuevo rol. Pero según la información que 
tenemos, todavía no se ha encontrado el mecanismo formal para que esto suceda. Aparentemente, estamos 
lejos de que las vacantes que se van generando -según lo establecido en la Ley de Presupuesto- en el 
Ministerio de Defensa Nacional puedan transformarse en personal para el Ministerio del Interior y, además, 
quedan pendientes los mecanismos de capacitación y formación. 


Quería reforzar la preocupación que planteó el señor Diputado Ibarra. 
Voy a realizar un par de preguntas más. 


Quisiera saber cómo esta funcionando el servicio 222, que nosotros modificamos a través del artículo 206 de 
la Ley_de Presupuesto, estableciendo -entre otras cosas- que para el año 2011 los funcionarios policiales 
podrían hacer un máximo de ciento cincuenta horas y que irían bajando hasta llegar a cincuenta horas el año 
2015. Tenemos entendido que hay dificultades para atender algunos servicios que requieren de este personal 
de guardia policial, armada, que habitualmente se contrataba en la Policía Nacional. Hace pocos días leíamos 
en la prensa algunas manifestaciones que generan preocupación, ya que el señor Ministro decía que "el 222 
está corrupto". Un servicio importante como ese, con una constatación de esta naturaleza, agrega mayor 
preocupación y atenta contra su eficacia. 


Por último, quería preguntar sobre la implementación de la Ley_N* 18.717 -que, en términos generales, mi 
Partido no votó-, que encomienda al personal del Ministerio de Defensa Nacional la realización de otras 
tareas en la guardia perimetral de los establecimientos carcelarios como, por ejemplo, la revisación del 
ingreso de la visita e, inclusive, del personal policial. Leí en la prensa que el señor Ministro de Defensa 
Nacional decía que no se ha implementado por falta de recursos. Creo que este es un buen momento para 
tratar este asunto. 


Quisiera saber si esa falta de recursos está vinculada a la falta de infraestructura para los efectivos del 
Ministerio de Defensa, así como al equipamiento. También me han dicho que está siendo muy complejo 
articular la normativa reglamentaria que distinga los roles de cada uno de los funcionarios dependientes de 
cada una de las dos Carteras para la ejecución de las responsabilidades que la Ley N* 18.717 adjudica al 
Ministerio de Defensa Nacional. 


SEÑOR SANDER.- Damos la bienvenida al señor Ministro y a su equipo. 


El año pasado, cuando se votó la ley_de emergencia carcelaria, se crearon mil quinientos cargos de policía. 
Según información de prensa, se lograron concretar solamente ochocientos de esos puestos. 


A diferencia de lo que ocurre en Montevideo, en el interior la gente quiere ser policía. Cuando se abren los 
cursos, solamente hay veinte o veintidós cupos, y se anotan quinientas o seiscientas personas. En Rivera, el 
día de inscripción había más de trescientas personas, bajo el sol, y solo había veinte o veintidós lugares. 
Había mucha gente joven, y en algunos casos que era hasta 42 años, había personas en buenas condiciones 
físicas para ocupar esos cargos. 


Me gustaría saber qué cantidad de gente se necesita para la capital y cuánta para el interior. 


En Rivera ahora tenemos una cárcel nueva, mucho más grande, que requiere alrededor de doscientos 
efectivos y en la cárcel vieja teníamos noventa. Esto le quita capacidad operativa a la Jefatura y a las 
comisarías. Creo que Rivera necesitaría alguna comisaría nueva en la zona sur, que es la de mayor 
crecimiento del departamento. 


Entonces, quisiera saber de los mil quinientos cargos que se votaron, cuántos ingresaron y qué porcentaje se 
va a destinar al interior. ¿Qué cantidad de los nuevos ingresos, que comenzarían en 2011, estarían destinados 
al interior del país? 


Por otra parte, como hay mucha gente del interior ocupando cargos en los establecimientos penitenciarios, se 
habló de la posibilidad de que pudieran volver a sus lugares de residencia. Hay muchas familias, con hijos 
chicos, que están separadas por ese motivo. Me gustaría saber cuáles son las medias que está tomando el 
Ministerio para que esos funcionarios -especialmente de Rivera y Artigas-, que tienen problemas familiares, 
puedan volver al interior. 


SEÑOR ABDALA.- ¿Qué cantidad de personal se incorporará el próximo año en la Guardia 
Republicana, ya sea a través de la creación de cargos o por otras vías, presupuestales 0 
extraprespuestales? 


SEÑOR GUARTECHE.- El abigeato y la seguridad rural son grandes preocupaciones del Ministerio. 
Para ello, hace unos meses el señor Ministro constituyó una Comisión de Seguridad Rural, donde están 
representados los distintos organismos de la sociedad civil que integran la parte rural. En ese sentido, 
estamos capacitando personal para las brigadas de represión del abigeato de todo el país. Cabe acotar 
que en algunos departamentos no estaban formadas. Están llegando camionetas 4x4, que han sido 
adquiridas para dotar esas unidades, y también contamos con motos, que ya se han entregado a las 
distintas unidades. 


Como ya dije, debido a los cambios producidos por la tecnología para nosotros es básico contar con mucha 
capacitación. Vamos a recibir de parte del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca lectores con "chips" 
para las caravanas, a fin de que la tecnología ayude en las investigaciones que hacen estos policías. Para 
nosotros esto es fundamental, porque en algunos casos hemos constatado que esta actividad no la realizan 
solo individuos sino verdaderas organizaciones criminales que, por ejemplo, juntan el abigeato con el 
contrabando, generando un serio problema a nuestro país en lo que refiere al estatus sanitario, ya que por la 
frontera con Brasil va y viene ganado de distinta categoría, según la conveniencia. 


De manera que le estamos dando mucha importancia al tema, pero todavía no está previsto ningún incentivo 
específico para los funcionarios que trabajan en esa área. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Trataré de recordar todas las preguntas formuladas. 


La primera tiene que ver con el ingreso de policías al Ministerio del Interior. Se definió que entraran 1.600 y 
que, fundamentalmente, fuera gente del Ministerio de Defensa Nacional. Estuvimos trabajando en el decreto 
que habilitara esa posibilidad desde enero, cuando entró en vigencia el Presupuesto. Era un decreto que 
abarcaba a tres Ministerios: el de Defensa Nacional, el del Interior y el de Economía y Finanzas. Tuvimos 
una gran dificultad para acordar cuáles eran las condiciones de ingreso, fundamentalmente por dos causas. 
Una tenía que ver con la seguridad social, que es mucho más ventajosa para el Ministerio de Defensa 
Nacional que para el Ministerio del Interior. Por el contrario, el sueldo en el Ministerio del Interior es 
prácticamente el doble que en el Ministerio de Defensa Nacional. Sobre este problema estuvimos discutiendo 
durante meses, y recién en junio fue firmado el decreto que habilitaba el ingreso de integrantes del Ministerio 
de Defensa Nacional al Ministerio de Interior. Mientras eso no sucedió no avanzamos con el ingreso de 
civiles, porque habíamos acordado la posibilidad de habilitar el ingreso de hasta 1.500 integrantes del 
Ministerio de Defensa Nacional. 


En este momento, el primer llamado está en marcha para que ingresen 590 integrantes del Ministerio de 
Defensa Nacional al Ministerio del Interior, fundamentalmente para Montevideo, Canelones, la Guardia 
Republicana y Bomberos. 


No es correcto que hayan renunciado 800 policías. Las vacantes producidas en la Jefatura de Policía de 
Montevideo son aproximadamente 250, y hay 300 haciendo el curso en la Escuela Nacional de Policía, para 
llenar esas vacantes y otras que se puedan producir. Esas vacantes no son las que creó el Presupuesto sino que 
son adicionales que se crearon por renuncia o por baja en la Policía. 


Con respecto a la guardia perimetral y al control de accesos, queremos decir que la guardia se está 
cumpliendo con aquellos militares que ingresaron. El problema se produce en el control de accesos porque el 
Ministerio de Defensa Nacional plantea contar con los implementos necesarios, que son los escáners. 
Tenemos definido comprar cuatro tipos de escáners: los tres tipos que existen en los aeropuertos: escáner de 
bulto, el arco y la paleta -todas las cárceles contarían con estos- y solo para algunas cárceles algún escáner 
mucho más potente. Con respecto a este hicimos consultas por si presentaba problemas sanitarios, y no es así. 
También tenemos definido comprar los que van mucho más a fondo, y detectan hasta el ingreso de droga o 
veneno, como ocurre a veces en nuestras cárceles. La compra de estos implementos está en marcha, y a partir 
de eso se puede establecer la reglamentación. A esta altura esta compra no puede demorar mucho. A más 
tardar se solucionaría en octubre, pero esta compra no es sencilla. 


Con respecto a la pregunta que refiere al funcionamiento del servicio 222, quiero decir que nos encontramos 
con algo que es contradictorio. Cuando empezó a bajar de 200 a 150la cantidad de horas de este servicio que 
se podían hacer, quedaron más policías habilitados para hacerlo. Hasta ese momento podían hacer 200 horas 
del servicio 222 los que hubieran ingresado antes del año 2005, y los que ingresaron después de ese año solo 
podían hacer 120 horas. A partir de la Ley_de Presupuesto todos pueden hacer hasta 150 horas. Ahora resulta 
que empieza a escasear la cantidad de policías que quieren hacer el servicio 222. Eso parece contradictorio. 
Se nos decía que quitar 50 horas afectaba el sueldo de los policías, cuando de alguna manera el complemento 
era mayor que el equivalente a 50 horas, y todavía tenía un plus. Esto no parecía correcto. Sin embargo, si se 
les estuviera bajando el salario -que no era así- lo previsible hubiera sido que se anotaran más policías para 
hacer el servicio 222, lo que no pasó. Inclusive, hasta la aprobación del Presupuesto el precio de la hora del 
servicio 222 era de $ 50, y a partir de la instrumentación pasó a ser $ 63 en general y $ 90 para los servicios 
222 que se realizan en los bancos, espectáculos públicos, educación, etc. Comenzó a haber escasez de gente 
que se anotara, cuando aparentemente se les había bajado el salario y podían perfectamente complementarlo. 
Eso llevó a que yo hiciera algunos comentarios en el Parlamento, no en la prensa. La prensa tomó mis 
comentarios en Comisión, sacados de contexto. Entonces, apareció un titular rimbombante que no expresa lo 
que dije en Comisión. Estos comentarios tenían que ver con que suponíamos que había servicio 222 que se 
cobraba y no se realizaba. Por ejemplo -este fue el ejemplo que puse en Comisión, en el ex COMCAR se 
había designado a diez policías para controlar el trabajo de presos en un taller, de los cuales fueron tres. Los 
otros siete, a la hora del servicio, estaban haciendo el servicio 222, pero a la hora de cobrar, cobraban el 
servicio y el servicio 222. A los presos que salían a trabajar los podían controlar no diez policías, sino los tres 
que estaban ahí. Ese fue el ejemplo que cité y de ahí surge el titular, pero fue dicho en un contexto. Nosotros 
suponemos que muchas veces no está la facturación de todas las horas. Entonces, apoyar la seguridad en un 
servicio de esas características no ayuda en nada. Ahora, ¿cómo se soluciona? Nosotros realizamos una 


propuesta en el Presupuesto, y creo que fue en la Cámara de Senadores que hicieron una modificación 
favorable, que tenía que ver con contratar eventuales que, según la ley original, solo lo podían hacer 
empresas del Estado para su seguridad. Nosotros planteábamos que también funcionara para las Intendencias 
y anunciamos que íbamos a presentar un proyecto de ley en tal sentido. En el Senado nos dijeron que no era 
necesario, que lo habilitaban en el Presupuesto, y así fue. Recién en este momento hay interesados. Por 
ejemplo, el Banco de la República está interesado en contratar cien eventuales y ya está planteando aumentar 
la cantidad. Asimismo, hay otros organismos del Estado que manifestaron su interés. Eso ayuda a cubrir la 
seguridad en el sistema financiero. Por lo tanto, se puede liberar gente para otros servicios de ese tipo que 
hoy se están priorizando. Hoy el sistema financiero está priorizado. Entendemos que si esto funciona puede 
haber una solución al problema. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- El Ministro nos explicaba las disposiciones para ir disminuyendo las horas 
destinadas al servicio 222 y contar, de esa manera, con personal habilitado para cumplir en mejores 
condiciones el trabajo como policía efectivo, pero no se impidió que tuviera otro trabajo. Se limitó la 
posibilidad de trabajar en el servicio 222, pero no de tener un segundo trabajo. Entonces, ¿no podrá 
ser esa la explicación del desinterés en el servicio 222 y la búsqueda por parte de la policía de un 
segundo trabajo particular, inclusive en áreas de seguridad? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- No; siempre hubo autorización para tener otro trabajo. 
Nosotros pusimos la limitación de que no se podía trabajar en tareas de seguridad. Es difícil prohibir 
otro trabajo si uno no proporciona un sueldo que permita exigir la exclusividad, y con $ 16.000 por mes 
es muy difícil exigir la exclusividad. Tendría que haber otro aumento. Esto pasó en el Período pasado 
con los inspectores de Dirección General Impositiva, a quienes se les exigió la exclusividad, pero el 
aumento que obtuvieron fue mucho mayor al planteado acá. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- En la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración dijimos que disminuir o prohibir el trabajo en el régimen de servicio 222 no iba a ser 
una solución, porque el policía iba a buscar otro trabajo para complementar el ingreso, lo que no se 
prohibió. Es decir que esa no iba a ser una solución para el problema de trabajo efectivo. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Nosotros queremos terminar totalmente con el servicio 222. 
Entonces, si se logra, no se hace más. Lo que necesitamos -eso va a ser paulatino- son alternativas. Y las 
alternativas tienen que ver con que ingresen eventuales a la policía y se generalicen los contratos. En 
este período dejamos la posibilidad de hacer cincuenta horas de servicio 222; no quedó eliminado 
totalmente. Existe un compromiso multipartidario de seguir trabajando a fin de eliminarlo, pero 
nosotros creemos en la gradualidad y esta se ha dado. Me cuesta decirlo, pero disminuyeron las horas 
facturadas, pero no sé si disminuyeron las horas hechas. Ese es el problema. 


SEÑOR GANDINI.- El señor Ministro está diciendo algo que es realmente grave. No sé bien lo que dijo 
en la Comisión -a la que yo no pertenezco-, pero leí la prensa y, más allá del contexto, parece haber 
dicho que el servicio 222 es corrupto. Y ahora nos dice por qué piensa que es corrupto. 


La pregunta imprescindible o lógica es: ¿se está investigando esto? ¿Hay una investigación en curso para 
conocer estos fenómenos de corrupción -si así lo fuera, no tienen otro nombre- en cuanto a que se facturaron 
una cantidad de horas que no se trabajaron? Me hace acordar al Hospital Maciel porque hubo gente 
procesada. Se paga por lo que no se hace, el Estado gasta, el particular gasta, alguien se está llevando un 
dinero que no existe y, obviamente, hay daño. Nos interesa saber si esto tiene un nivel de investigación. 
Quizás, al haber cambiado el sistema, el problema se corrige, pero dentro de la institución ministerial debe 
haber habido personas que organizadamente han trabajado en este sistema. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Mi intervención va en el mismo sentido que la del señor Diputado 
Gandini, pero la voy a enfocar del otro lado del espejo 


No se sabe si las horas fueron facturadas; no se sabe si las horas fueron hechas. Una de las posibilidades es la 
que establece correctamente el señor Diputado Gandini desde el punto de vista contable, lo que señala 
corrupción en un grado de organización. Las horas pudieron haber sido hechas por el mecanismo de aquel 


conocido artículo 223, es decir que por fuera del sistema contable las horas se estuvieron realizando igual, 
solo que al margen del sistema contable del Ministerio. 


De cualquier modo, ambas posibilidades implican irregularidades. Nos gustaría saber en qué grado de 
investigación y certeza estamos y cuál de los dos mecanismos fueron los empleados por los funcionarios. 


SEÑOR CARRERA.- En este tema hay decenas de investigaciones y de sumarios que se pasaron a la 
justicia del crimen organizado, constatándose muchísimas irregularidades. Hemos constatado 
irregularidades, por ejemplo, de personas que hacían el Servicio 222 en una Seccional en Carrasco, 
desde la hora 8 hasta la hora 14, y que a la hora 14 tenían que ingresar al servicio ordinario en la 
Seccional la. de la Ciudad Vieja. Ahí había un perjuicio en pos de la Administración y de los 
ciudadanos. Por eso, propusimos este mecanismo de los relojes biométricos. Este año el compromiso de 
gestión es cumplir el horario, lo que parece que en estos tiempos no condice mucho con la realidad, 
pero es lo que se tuvo que proponer y controlar en forma estricta. Hicimos la compra de los relojes 
biométricos. Ahora, estamos en proceso de capacitación de personal y de control. 


También en Montevideo -donde pesa más el tema del Servicio 222- tuvimos que tomar algunas resoluciones. 
Por ejemplo, tuvimos que cambiar la reglamentación del Servicio 222. Antes, era voluntario. Yo, como 
policía, optaba por hacer un Servicio 222 que a mí me complaciera, y era en pos de la seguridad pública. 
Ahora, es voluntario ingresar al sistema, pero después es obligatorio realizarlo, ya que es la Administración la 
que lo gestiona y dirige a los servicios de seguridad pública. 


Además, tomamos una medida que recién está dando sus frutos: la centralización del Servicio 222 en un 
mismo sistema. En Montevideo, hay sumarios a personas que hacían el Servicio 222 en cárceles y en la 
jefatura; realizaban trescientas horas al mes y, realmente, no cumplían con el horario ordinario. Recién este 
mes está dando frutos este nuevo sistema. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Quisiera referirme a otro tema: el ingreso de funcionarios a 
las cárceles. 


La ley de emergencia carcelaria creó 1.580 cargos de operadores penitenciarios, Escalafón S, y no había 
presupuesto para ello. En el Presupuesto se establece la contrapartida para poder contratarlos y se crean 20 
más, es decir, 1.600 cargos. Eso llevó un proceso de selección. Se anotaron 550 operadores penitenciarios, 
Escalafón S, que están comenzando los cursos esta semana. En Maldonado se hizo un llamado para 108 
operadores penitenciarios y en Rivera también para 108. De los 550 que se anotaron, algo menos de esa cifra 
reunieron los requisitos; por lo tanto, hay que completarla. Los 550 son para Montevideo; reitero que 108 son 
para Maldonado y otros 108 para Rivera. En la medida en que podamos aumentar la participación de 
militares en la Guardia Perimetral, liberaremos a policías que puedan cumplir otras tareas. 


Esto está en marcha; el proceso está funcionando. Evidentemente, no lo pudimos hacer a partir del 1* de 
enero. Tuvimos que realizar una larga elaboración, lo que ha llevado a esta situación. Parte del curso de 
Montevideo será práctico y los que lo hacen estarán colaborando en Punta Rieles. La idea es que comiencen a 
trabajar en las cárceles que presenten menos complicación, hagan su experiencia y a partir de ella y viendo 
cómo se manejan para hacer la selección, empiece el traslado de operadores penitenciarios, Escalafón S. 


Esto tampoco se puede hacer de un día para el otro. Los que salgan de los cursos, no pueden ir a trabajar 
inmediatamente al COMCAR, al Penal de Libertad o al de Canelones. Tienen que hacer otra experiencia. De 
todas maneras, cuando hagan su experiencia liberarán a policías que pueden fortalecer los otros centros 
penitenciarios. 


Por otra parte, está planteado -en el correr de este mes el primer tramo y el segundo tramo en el correr del 
siguiente- el traslado de los presos de CNR a Cabildo y parte de las presas de Cabildo a CNR; el mes que 
viene se completaría el traslado. De esa forma, también se libera a policías que trabajan en las cárceles. 
Debido a la cantidad de gente que está trabajando en CNR y a las características de Cabildo, se soluciona el 
problema con menos personal. Esto también va a liberar policías que puedan fortalecer el sistema en los 
próximos meses y tiene que ver con el ingreso tanto al sistema penitenciario como a la Policía. En algunos 
casos, el ingreso al sistema penitenciario puede liberar policías para otras tareas, pero eso lo tenemos que ir 
viendo en el proceso que se está realizando. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quería saber si en la explicación que está dando el señor Ministro se incluye 
la solución al problema del pasaje de funcionarios policiales ejecutivos de las Jefaturas del Interior, 
que fueron asignados -en principio momentáneamente- a guardiacárceles, y si una vez que se provean 
los cargos y se realice la capacitación de guardiacárceles, van a ser retornados a las respectivas 
Jefaturas para que cumplan funciones de policías efectivos de calle. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- En algunos casos puede ser así. 


Hace muchísimo tiempo que, como se recluta gente para cárceles y eso tiene que ver con la urgencia, esa 
urgencia lleva a que la gente no se capacite. Muchas veces, significa que se reclute gente en Rivera y que en 
camiones se la traiga hacia el COMCAR o hacia Libertad, donde hoy son mayoría; tan es así que eso lleva a 
que cumplan un horario de trabajo insólito: para que puedan volver a Rivera, una semana trabajan doce horas 
por día y a la siguiente semana quedan libres. Con este sistema no se aprovecha el trabajo porque la persona 
que trabaja doce horas por día una semana y se considera el trabajo de dos semanas, acumula ochenta y 
cuatro horas; en cambio, el que trabaja ocho horas, acumula noventa y seis. Entonces, cada dos semanas se 
pierden doce horas por policía. Ese sistema de trabajo, que se estableció durante mucho tiempo, hace poco 
efectivo el trabajo. Esto tampoco se cambia de un día para el otro. Hace poco hubo un problema en Libertad 
y el Coordinador del Área Metropolitana les propuso, como salida, trabajar ocho horas por día, a lo que 
respondieron: "Eso no nos sirve". Porque hace años que vienen trabajando doce horas por día para quedar 
una semana libres. Esto lleva a que las modificaciones que hay que introducir tengan que levantar vicios de 
años y que no se puedan hacer de un día para el otro. Ahora, cuando eso se pueda hacer, no se podría trabajar 
con gente de Rivera porque de lo contrario nunca podrían volver a su departamento. Entonces, hay que hacer 
una sustitución que es lenta y cuando se haga esa gente podrá volver definitivamente a Rivera y allí trabajar 
de otra manera. 


Si nos ponemos a hablar de muchas cosas que están pasando, nos preguntamos cuándo empezaron a pasar y 
mejor las dejamos así y seguimos hablando de problemas concretos. 


También está la pregunta sobre la Guardia Republicana. Voy a pedir que responda el Inspector Fernández. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Con relación a la inquietud planteada por el señor Diputado en cuanto a la 
cantidad de vacantes que se van a cubrir en la Guardia Republicana, debo decir que, al día de hoy, sin 
aprobarse lo que hemos discutido ahora, tenemos doscientas cincuenta y seis vacantes de personal 
subalterno, que se dividen en vacantes provenientes del Presupuesto nacional y vacantes originadas. 
Desde el mes de mayo hasta ahora se ha estado procediendo al reclutamiento -puntualmente, un 
legislador de Rivera planteó esa situación- en la zona de Vichadero y se va a seguir ese proceso en 
forma continua. Esto va a llevar a que en un período de aproximadamente seis meses -lo hemos 
calculado- se puedan llenar todas las vacantes. 


Al día de hoy, la Guardia Republicana -me refiero a personal subalterno; dejo a los Oficiales afuera porque es 
otro el proceso y dependen de la Escuela Nacional de Policía y de otras variables- cuenta con mil seis 
efectivos, de los cuales tenemos que deducir policías que se encuentran en comisión en otras dependencias. 
Es decir que la Guardia Republicana cuenta con setecientos noventa y cinco policías efectivos, pero en el 
lapso de seis meses se van a completar todas las vacantes existentes. Esto va a dar perfectamente para cubrir 
la zona metropolitana y para comenzar a cubrir parte del interior de país. 


Ese es el estado de situación del ingreso y de las vacantes de la Guardia Republicana. 


SEÑOR ABDALA.- Le agradezco mucho la información al señor inspector. Creo que a lo que él ha 
mencionado se agrega una serie de ingresos, de contrataciones y de cargos nuevos que están previstos 
en la Rendición de Cuentas. Eso también era parte de la consulta, recapitulando lo que ya se nos 
informó. En los artículos 112 y 113 se plantean los ingresos por concepto de creación de cargos y de 
funciones contratadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se plantean cuarenta funciones contratadas en el artículo 112 y ochenta y 
nueve cargos en el artículo 113. 


SEÑOR ABDALA.- Exactamente. 


Me pregunto si es exclusivamente esto lo que se agrega o si por vía de otras supresiones de cargos de 
artículos anteriores también se crearían nuevos cargos para la Guardia Republicana. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Son ciento veintinueve cargos, como está establecido en el texto que hemos 
leído. Lo que dije es que, además de esos ciento veintinueve cargos, actualmente se cuenta con vacantes 
que no se han cubierto. 


SEÑOR ABDALA.- Perfecto. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Las vacantes no cubiertas del Presupuesto son ciento sesenta. 
A las mencionadas ciento veintinueve había otro artículo -que fue bastante discutido- que incorporaba 
ciento sesenta, lo que da un total de doscientos ochenta y nueve. Esa es la cantidad de vacantes nuevas 
ante el Presupuesto y la Rendición de Cuentas, más las que tiene la Guardia Republicana. 


Entonces, a los mil seis se le descuenta los setecientos noventa y cinco efectivos, hay que sumarle doscientos 
ochenta y nueve más las vacantes que hay. Eso es lo que el Director decía que en seis meses tiene que quedar 
completo. 


SEÑOR IBARRA.- Voy a hacer una pregunta con relación a lo que dijo el Inspector Fernández. Esto es 
eterno: hace muchos Presupuestos y Rendiciones de Cuentas que está pasando. Yo entendí que de mil 
seis efectivos, setecientos noventa y cinco cumplen las tareas correspondientes y que el resto están en 
comisión. ¿Comisión en dónde? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Yo no dije "el resto"; hablé de ciento setenta y siete comisiones salientes, pero 
también tenemos comisiones entrantes, es decir que hay gente que no pertenece a la Guardia 
Republicana que está trabajando allí, que son ciento dieciocho. O sea que estamos hablando de una 
diferencia de aproximadamente sesenta personas. 


(Diálogos) 


Estos policías que se encuentran en comisión están cumpliendo funciones ejecutivas en otras unidades 
policiales; no están desafectados de la labor ejecutiva, sino que están prestando funciones ejecutivas en otras 
dependencias policiales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro del Interior, del señor 
Subsecretario y de las demás autoridades del Ministerio. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 11) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


